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Introducción
La intervención judicial en la ejecución de las penas privativas de libertad, en general, y de la pena de prisión, en particular, hunde sus raíces en el Derecho histórico español y, más concretamente, en las Ordenanzas de Toledo de 1480. Desde esta fecha, las competencias judiciales, de naturaleza tuitiva y garantista, han experimentado, a lo largo de los siglos, importantes oscilaciones que conviene, con una finalidad estrictamente instrumental, analizar en el presente trabajo para una mejor comprensión de las funciones atribuidas en la actualidad.

Desde su creación, a través de la LOGP de 1979, el Juez de Vigilancia Penitenciaria ha dejado de ser un órgano judicial que ejerce, en exclusiva, funciones de garantía de los derechos de los internados en una institución penitenciaria. Antes bien, el legislador penal español, en los diversos textos pre-legislativos así como en las sucesivas reformas que nuestros Códigos Penales han ido experimentando en los últimos decenios, ha optado por ampliar -en ocasiones, desmesuradamente- el catálogo de funciones que el legislador penitenciario le encomendó originariamente en el art. 76 de la LOGP. Razones de política criminal, cuando no de política tout court, son las que se intuyen para tan inusitada hipertrofia competencial, excediendo incluso la de aquellos países de nuestro entorno cultural que operaron como fuente inspiradora de su creación.

Por ello, el propósito de esta obra ha de limitarse al análisis de la evolución competencial del Juez de Vigilancia Penitenciaria en el ámbito penal. En consecuencia, debe, inexorablemente, obviarse un análisis exhaustivo de las funciones del JVP en la normativa penitenciaria, así como el estudio de las Previsiones del Tribunal Supremo de 1981, las conclusiones o acuerdos alcanzados en las Reuniones de los JVP y las Instrucciones y Circulares de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias. Por otro lado, y por idénticas razones, tampoco se abordan las funciones del JVP en el Derecho Comparado, lo que no obsta para que, en momentos puntuales, se haya trabajado con textos extranjeros aclaratorios de las complejas interpretaciones de nuestros Anteproyectos y Proyectos de Reforma. 

Así, mientras en el Capítulo I, se abordan los antecedentes de la intervención judicial en la ejecución penal, tanto en España como en aquellos países que introdujeron, en su día, la figura del Juez de Ejecución Penal o de Vigilancia Penitenciaria, en el Capítulo II se analizan las funciones del Juez de Vigilancia en la Ley Orgánica 1/1979, General Penitenciaria, así como en la tramitación parlamentaria de su Título V, único dedicado, en exclusiva, a este órgano judicial.

En el Capítulo III –dividido, a su vez, en dos subcapítulos relativos, respectivamente, a las penas y a las medidas de seguridad-, se estudia la evolución de las funciones del JVP en los distintos textos pre-legislativos así como en las sucesivas reformas operadas en el Código Penal de 1995. Una breve referencia al reciente Anteproyecto de reforma del Código Penal, aprobado el 16 de julio de 2012 en Consejo de Ministros, se antoja imprescindible, toda vez que supone un punto de inflexión en la intervención judicial en la ejecución de las penas y de las medidas de seguridad.
CAPÍTULO I.
Los antecedentes de la intervención judicial en el ámbito penitenciario

1.1. España

La concepción tradicional de la intervención del juez en la ejecución de la pena de prisión dista notablemente de la actual; en efecto, tanto penalistas como penitenciaristas consideraban la ejecución de las penas privativas de libertad un campo reservado, con carácter exclusivo y excluyente, a los funcionarios de la Administración penitenciaria. Así, una vez dictada sentencia condenatoria, el juez carecía de facultades en el ámbito de la ejecución de la pena, quedando la Administración penitenciaria como la única que mantenía un contacto directo con el interno, lo que dificultaba sobremanera que éste pudiera ejercitar sus derechos frente a la misma.

Mucho se ha avanzado desde aquella prístina configuración al surgir, con el paso del tiempo, nuevas concepciones que exigían del juez, una vez recaída sentencia, su intervención en la ejecución de la pena. Esta exigencia cuenta con importantes precedentes en nuestro país.

Los antecedentes más remotos se hallan en las Partidas donde se encomendaba al carcelero mayor de cada lugar a presentarse una vez al mes ante el juez para darle cuenta de los presos que tenía y de sus causas (
). Sin embargo, durante el reinado de los Reyes Católicos, el considerable aumento de las cárceles y del número de internos -lo que supuso la recuperación del ius puniendi por los jueces delegados del rey-, hizo razonable que fueran éstos los que visitasen a los penados y no a la inversa (
). Esta labor fue encomendada no solo a los jueces mayores de cada concejo sino también a los regidores o veinticuatros. En efecto, fueron los Reyes Católicos quienes, mediante una Real Pragmática de 1480 del Ordenamiento de Toledo, encomendaron a los regidores la misión inspectora de las prisiones los sábados de cada mes. Así, en la reforma de la administración de justicia llevada a cabo por los Reyes Católicos en el Ordenamiento de Toledo de 1480, se impuso también la obligación de visitar todos los sábados las cárceles reales a dos consejeros del Consejo Real o de Castilla (
). Esta misión encerraba un significado que no iba más allá de lo retórico pero que permitió la salida a la luz del deplorable estado de las prisiones. No debe obviarse que, en aquella época, la pena tenía un marcado carácter retributivo y la prisión se erigía en el lugar inhóspito donde la supervivencia de los internos lo era en condiciones míseras y sórdidas y en situación de total indefensión; un espacio, en definitiva, donde la ejecución de las penas estaba reservada exclusivamente a la Administración penitenciaria, sin que su labor fuera objeto de fiscalización alguna. Y es que, como señala TELLEZ AGUILERA, “las previsiones de los Reyes Católicos, junto con otras posteriores en las que se preveía un control por autoridades extra-penitenciarias de nuestras cárceles y presidios, como fácilmente puede intuirse, nunca pasaron de ser una mera retórica jurídica, flatus vocis, que en ningún caso perturbaron la tranquilidad de los responsables de nuestras instituciones penitenciarias y, a lo más, sirvieron tan sólo como base documental de conocidas exposiciones doctrinales que evidenciaban el lamentable estado de las mismas”(
). 

Finalmente, la visita de los sábados se consolidó como función propia de todos los jueces ordinarios del reino, con independencia de la instancia que fueren, cuando en las Ordenanzas de Medina del Campo de 1489 fue atribuida en los mismos términos a dos oidores de cada Audiencia o Chancillería del reino respecto de las cárceles pertenecientes a su jurisdicción (
). 

El control de las prisiones fue también objeto de reivindicación por la doctrina de la época. Los primeros penalistas y penitenciaristas españoles abogaban por la intervención judicial en la fase de ejecución a través de la inspección de las prisiones. Así, ya en 1564, BERNARDINO DE SANDOVAL propone, en “Del cuidado que se debe tener con los presos pobres”, cómo han de ser las cárceles y el trato que se ha de dar a los reclusos, mostrándose partidario de la intervención judicial dirigida, entre otras cuestiones, a la clasificación de los delincuentes y a la separación de sexos. Se proclamaba, asimismo, escéptico y desconfiado sobre las personas que manejan las prisiones, de las que opina son más dadas a perseguir su lucro personal que a cuidar al preso, motivo por el que pedía que estas personas fueran objeto de una vigilancia judicial con carácter de verdadera intervención del régimen penitenciario y subsiguiente poder disciplinario sobre sus funcionarios (
). 

En 1574, CERDÁN DE TALLADA, en su “Visita de la cárcel y los presos”, amén de denunciar los abusos que se cometían sobre los presos y la mala actuación de los jueces, propone un régimen carcelario muy avanzado para la época. Señalaba que “son tan ordinarias las quexas que dan los presos a los Iuezes con billetes, y por medio de personas terceras, señaladamente los pobres, que como están sepultados en vida, estan olvidados como muertos: y por esta razón, y no tener que dar, son muchas vezes tan maltratados por los carceleros, y los abogados y procuradores estan tan descuidados dellos y desus causas (…) que es necesario que los Iuezes personalmente visiten las cárceles de ordinario” (
). Reivindicación a la que se une, con posterioridad, CASTILLO DE BOBADILLA al reclamar la intervención de los jueces en la vida de las cárceles por razones humanitarias (
).

Las causas que debían seguirse en las cárceles eran principalmente de naturaleza criminal, las cuales afectaban a la mayoría de la población carcelaria. Sin embargo, a pesar de que ya en el Ordenamiento de Toledo de 1480 se previno que los jueces visitadores se interesasen también por las causas civiles de los detenidos -obligación que fue reiterada expresamente en 1536 (
)-, a finales del Antiguo Régimen tampoco solía ya visitarse a los presos por causas civiles y comisiones particulares para revisar sus causas, aunque sí se habían de oír sus quejas sobre el trato que se les daba en la cárcel. En esa línea, sostiene RAMOS VÁZQUEZ que, “al parecer, a finales del siglo XVIII las facultades de los jueces de visita ya se habían mermado significativamente, por lo que no son de extrañar opiniones sobre la práctica jurídica como las que ofrece Joseph Marcos Gutiérrez, siguiendo en este punto las noticias que sobre el ceremonial de las visitas del Consejo le ofrecía Martínez Salazar. Habiéndose deslindado más nítidamente las competencias de los jueces con el paso de los años, las visitas a finales del Antiguo Régimen habían quedado ceñidas a las causas pendientes o las cuestiones relativas al régimen carcelario (
)”. 

No existe una prolija información acerca del modo o forma en que estas visitas tienen lugar. Ha de esperarse hasta el Nuevo Régimen, en que Carlos IV dictamina, a través de una orden legislativa de 1797, las visitas ordinarias de las cárceles de Madrid. Conforme a la misma, “la visita ordinaria de las cárceles de Madrid se execute por las mañanas los sabados, ó día antecedente, si fuesen feriados, después de concluida la audiencia del Consejo, á la salida de él, en la misma forma y con todas las circunstancias y ceremonias que por la tarde se ha hecho. Los dos Alguaciles de Corte, que han de acompañar para la visita a los dos Ministros del Consejo, concurran á él á caballo, con anticipación de media hora á la que sale el Tribunal, para que desde el Consejo vengan acompañándolos” (
). 

 No obstante lo anterior, RAMOS VÁZQUEZ llega a la conclusión de que “la única institución jurídica destinada a velar por el buen funcionamiento de las cárceles públicas resultó ser una pura ficción y el sistema carcelario, como nos describen con delectación los juristas y los literatos de la época, aparece ante nosotros en la vastedad del tiempo como un quebranto esencial de dignidad. Demasiada indiferencia. Voces aisladas de algún espíritu insigne. Alguna otra brecha de atención desvirtuada a menudo por justificaciones banales, simplicismos, maniqueos o utopismos estériles, de cara a resolver un gigantesco problema con las armas menores del resentimiento y la ironía” (
). 

No sería hasta principios del siglo XIX cuando toda la legislación relativa a los condenados pivota sobre dos ejes: las visitas de las cárceles y los indultos y amnistías. En lo que aquí importa, las primeras eran la única intervención judicial en el funcionamiento de las prisiones, razón por la que, en 1837, se declaró oficialmente que la responsabilidad de los tribunales cesa desde que se ponen los rematados a disposición de la autoridad administrativa, a quien toca disponer lo conveniente para la seguridad de aquéllos (
). 

Las visitas de las cárceles se restablecieron en 1811 (Decreto de las Cortes de 18 febrero) y fueron confirmadas por la Constitución de 1812 que dispuso que “la ley determinará la frecuencia con que ha de hacerse la visita de cárceles y no habrá preso alguno que dexe de presentarse á ella baxo ningun pretexto” (artículo 298). Con posterioridad a la misma, fueron el Reglamento del Supremo Tribunal de España e Indias (16 octubre 1835, art. 19), el Reglamento provisional para la Administración de Justicia (26 septiembre 1835, artículos 15 a 17), las ordenanzas para las audiencias (19 diciembre 1835, artículos 49 a 63); el Reglamento de juzgados (1º mayo 1844, artículos 93 a 102) y el Código Penal de 1850 (artículos 276, 295, 296, 298 y 300) (
), las que ordenarían las visitas a las cárceles.

Como relata CASTEJÓN, “las visitas de cárceles son generales ó semanales”. Respecto a las primeras, “los jefes de prisiones pasarán á las audiencias ó jueces, dos días antes de la visita general, una relación exacta de todos los presos que cada uno tenga á su cargo, que comprenderá el nombre y apellidos, domicilio, relatoría o escribanía, día de entrada, número y año de las causas, si se halla ó no incomunicado y vicisitudes que estime convenientes”. Las visitas semanales, tendrán lugar cada sábado (…). Unas y otras se llevaban á cabo por todos los tribunales, incluso el supremo, audiencias, jueces ordinarios y ministerio fiscal (…) y á veces por los gobernadores y alcaldes. La visita ha de tener lugar en la prisión donde estén los reos para examinar la localidad y situación de éstos (…) y la autoridad de los tribunales ó funcionarios, se extiende: en los ordinarios, á visitar á los penados por ellos, aunque extingan sus condenas en arsenales ó establecimientos de marina” (
).

Ha de esperarse a la creación de las Juntas Locales por Real Decreto de 27 de agosto de 1868 para hallar el que puede considerarse el antecedente más directo de nuestro actual Juez de Vigilancia, aun cuando se diseñara, en aquel entonces, como órgano colegiado y no exclusivamente judicial (
).  Con las Juntas Locales, se da, por vez primera, entrada a un órgano extra-administrativo en la vida interna de las prisiones, con funciones no solo de vigilancia sino también participativas en el funcionamiento de los establecimientos penitenciarios. El artículo segundo de este Real Decreto organiza la Junta, haciendo presidente de ella, en las capitales con Audiencia Territorial o de lo criminal, a la Sala de Gobierno de la respectiva Audiencia, mientras que, en las capitales donde no hubiera Audiencia Territorial, sería presidente de la Junta el Juez de Instrucción (artículo cuarto). Los resultados prácticos de estas Juntas Locales no fueron todo lo positivos que se esperaba puesto que ni la Magistratura estaba preparada para ello, ni era oportuno que entraran en la Junta otros miembros que nada tenían que ver con el ámbito jurídico o científico, amén de no haber quedado fijadas de una manera concisa las funciones de este Órgano. 

Con posterioridad, se crean las Juntas de Régimen de Administración de las prisiones, con un carácter estrictamente administrativo, y que responden a la supresión de las anteriores Juntas Locales, mereciendo los elogios de parte de la doctrina al considerar que estas últimas carecían de un conjunto técnico de miembros (
).  

No fue hasta la Ley provisional sobre organización del Poder Judicial, de 15 de septiembre de 1870, cuando quedó fijado el carácter jurisdiccional de la ejecución de las sentencias, al establecer su artículo segundo que “la potestad de aplicar las leyes en los juicios civiles y criminales, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusivamente a los Jueces y Tribunales”. 

Doce años después, la Ley de Enjuiciamiento Criminal, de 14 de septiembre de 1882, recoge el sentir de la doctrina predominante en la época y atribuye la ejecución de las penas privativas de libertad a las autoridades administrativas penitenciarias, desde el momento del ingreso del penado en el establecimiento carcelario correspondiente (art. 990), reservándose a los Tribunales las facultades de inspección que las Leyes y los Reglamentos les atribuyan en relación con el cumplimiento de las penas. Esto es, el artículo 990 precisó que la competencia del juez o tribunal para hacer cumplir la sentencia excluye la de cualquier autoridad gubernativa y añade que esto será hasta que el condenado ingrese en el establecimiento penal. Había entonces que plantearse qué sucedía con el condenado a partir de dicho ingreso; la respuesta la prevé la propia Ley al señalar que los tribunales tenían las facultades de inspección que las Leyes y Reglamentos les atribuyen sobre la manera de cumplirse las penas. El problema surge a partir del instante en que las disposiciones legales y reglamentarias no atribuían ninguna. En consecuencia, en la práctica, el proceso penal seguía su curso hasta la sentencia firme y, si era condenatoria, los órganos judiciales y las partes se desentendían de la ejecución. Si la pena era privativa de libertad, el ingreso del penado en prisión caía en el olvido hasta el licenciamiento definitivo.  

Pero, esa misma función de inspección del régimen penitenciario se recogía así mismo en el artículo 526 respecto de los preventivos, siendo atribuida a los Jueces de Instrucción. Conforme a este precepto, “el Juez instructor visitará una vez por semana, sin previo aviso ni día determinado, las prisiones de la localidad, acompañado de un individuo del Ministerio Fiscal, que podrá ser el Fiscal municipal delegado al efecto por el Fiscal de la respectiva Audiencia; y donde exista este Tribunal, harán la visita al Presidente del mismo o el de la Sala de lo Criminal y un Magistrado, con un individuo del Ministerio Fiscal y con asistencia del Juez instructor. En la visita se enterarán de todo lo concerniente a la situación de los presos o detenidos, y adoptarán las medidas que quepan dentro de sus atribuciones para corregir los abusos que notaren”. El mandato contenido en este precepto, relativo a la necesaria visita semanal de los Jueces de Instrucción a las prisiones de la localidad, nunca se convirtió, al igual que su antecedente normativa referida a las visitas generales de la Audiencias previstas en el artículo 17 del Reglamento Provisional para la Administración de Justicia de 1835, en un auténtico control judicial de la actuación penitenciaria. 

En cualquier caso esta visita se venía realizando, aunque no con la periodicidad semanal a que se refiere la Ley procesal, hasta la entrada en vigor de la Ley Orgánica General Penitenciaria, toda vez que ésta señala en su artículo 76.2, apartado h) que corresponde al Juez de Vigilancia la facultad de realizar las visitas a los establecimientos penitenciarios que previene la Ley de Enjuiciamiento Criminal. A partir de la entrada en vigor de la LOGP y, con ella, la aparición de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria, dejó de tener sentido esta obligación prevista en la norma procesal (
). 

Sin embargo, más tarde el legislador español optó por acudir a órganos pluripersonales a los que encomendó la asistencia a los penados. Para ello, creó las Comisiones de libertad condicional a través de la Ley de 23 de julio de 1914.

 Por su parte, la Memoria de la Fiscalía del Tribunal Supremo, de 1947, establece, en su página 127 la conveniencia de que los fiscales visiten las prisiones y emitan memorias dando cuenta de estas visitas, pero añade a su vez que la mayoría de estas memorias omite hacer comentarios del estado de las prisiones por entender que estas visitas están en suspenso por vía de una disposición de 1936, y aun cuando esta disposición no se haya derogado, las Audiencias consideran que debe existir ese contacto con los presos y así lo han hecho.

La Circular de 24 julio de 1978: entre otras cuestiones, se recoge el mayor control y vigilancia sobre los reclusos. 

El Código Penal de 1973, en su artículo 87 decía que “Los sentenciados a confinamiento serán conducidos a un pueblo o distrito situado en la Península o en las islas Baleares o Canarias, en el cual permanecerán en libertad, bajo la vigilancia de la autoridad”.   

Hay que decir que durante casi el siglo que media entre las promulgaciones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y de la Ley Orgánica General Penitenciaria, esto es, 1882 y 1979, respectivamente, se produce una importe evolución en la normativa penitenciaria, dirigida principalmente a regular el régimen de la vida en las prisiones y la actuación de la Administración penitenciaria (
). Sin embargo, poco o nada se abordó la escasísima intervención jurisdiccional en la fase de ejecución de las penas privativas de libertad, que estuvo rigiéndose casi exclusivamente por lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en su Libro VII y último, rubricado “De la ejecución de las sentencias”. Este Libro VII sería íntegramente derogado con la entrada en vigor del Proyecto de Ley Orgánica reguladora del procedimiento ante los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria.

En definitiva, pese a los anhelos de nuestra doctrina penal por una judicialización de la actividad penitenciaria (
), podría concluirse que la fiscalización de la ejecución de las penas privativas de libertad en España estuvo siempre confiada, con carácter casi exclusivo, a la Administración. Esta circunstancia se mantendrá hasta la aprobación de la LOGP.

1.2. La judicialización de la fase ejecutiva de la pena privativa de libertad en otros países de Europa


Existe consenso en la doctrina a la hora de atribuir a HOWARD la primera manifestación en torno a la conveniencia del control de la vida carcelaria por parte de magistrados. El renombrado penitenciarista inglés apuntaba que “la administración de una prisión es cosa demasiado importante para abandonarla por completo a un carcelero. En cada condado, en cada ciudad, es preciso que un inspector elegido por los magistrados o nombrado por el Parlamento vele por el orden de las prisiones”, añadiendo que “si este cuidado fuese demasiado penoso para la misma persona, se podrá obligar a todos los miembros de un tribunal a encargarse de él alternativamente todos los meses o cada tres meses todos los años. El Inspector haría su visita una vez por semana o cada quince días, variando los días y las horas. Tendría una recopilación de todas las leyes referentes a las prisiones y se aseguraría de si son observadas o descuidadas. Visitaría, como se hace en algunos hospitales, cada estancia, hablaría con todos los presos, escucharía sus quejas, atendería a aquellos cuyas peticiones estimara justas, y cuando tuviera dudas sobre ellas se remitiría a la decisión de sus colegas” (
). John Howard conocía bien la cárcel, pues había sido prisionero como condena al ser apresado por un buque de guerra portugués, y vivía obsesionado con la reforma de las prisiones. Decidió “por determinación de su conciencia británica, incapaz de soportar la injusticia” emprender el periplo europeo a través de la “geografía del dolor”, recorriendo de 1775 hasta su fallecimiento en 1790, establecimientos con el fin de promover la reforma penitenciaria en su libro “The State of Prisons in England and Wales” (Londres, 1777).  Su denuncia coincide en el tiempo y en la finalidad con la que efectúa BECCARIA al sistema de los delitos y las penas. De ambos arranca la posibilidad de un derecho punitivo más humano. En el siglo XVIII el estado y condiciones de las prisiones son aún peores que doscientos años antes, y Howard señala unos remedios mínimos que aplicar a la situación prisional imperante, bases de su sistema reformador: higiene y alimentación; régimen distinto para detenidos y encarcelados; educación moral y religiosa; supresión del derecho de carcelaje; trabajo e instrucción obligatorios; separación de los reos por sexos, edades y situación procesal; sistema celular dulcificado; acortamiento de las condenas y concesión de certificados de conducta a los detenidos a la salida de la prisión (
).

Hubo otros autores precursores de la idea auspiciada por Howard, como es el caso de DORADO MONTERO, para quien los Magistrados del futuro no pronunciarían jamás sentencias definitivas, irreformables e indiscutibles, sino que éstas podrán se reformadas o revocadas por los mismos que las hubieran dictado, cuando lo estimaren justo y conveniente, lo que podía implicar un seguimiento por parte de los jueces (
). Otro precursor, según Cuello Calón, fue Enrico Ferri quien proponía la creación de “Comisiones de ejecución penal” en las que los jueces tendrían destacada intervención, que representaría “no el abandono y el olvido del condenado, apenas publicada la sentencia, como ahora sucede”, sino “una obra humana y eficaz de protección de la Sociedad y del individuo” (
).

La necesidad de una figura que fiscalizara y controlara la ejecución de las penas había sido detectada hace tiempo, y la idea de otorgar una amplia intervención al juez en la ejecución de la pena privativa de libertad ha sido una de las cuestiones penológicas de mayor interés durante el siglo XX. Penólogos y penitenciaristas de diversos países debatieron y estudiaron la cuestión (
). 
La idea también fue debatida por importantes asambleas científicas en la anteguerra y posguerra. Así, la “Société des Prisons de Paris” la estudió en 1931. En el Congreso Internacional penal y penitenciario de Berlín, agosto de 1935, se adoptó un voto referente a la materia. 

El primer paso efectivo en Europa fue dado por el IV Congreso Internacional de Derecho Penal, celebrado en Paris en 1937, donde se adoptaron importantes acuerdos, destacando el siguiente: 1. “El principio de legalidad base del Derecho Penitenciario, como lo es del Derecho penal, así como la garantía de la libertad individual, exigen la intervención del juez en la ejecución de las penas y medidas de seguridad. La Administración penitenciaria encargada de esta ejecución deberá conservar su completa autonomía e independencia”. 2. “La intervención de la autoridad judicial debe comprender una misión de vigilancia y un cierto poder de decisión”. 3. “La vigilancia se refiere al control de la aplicación exacta de las leyes y reglamentos penitenciarios, especialmente en atención a la realización de los fines asignados a la pena y a las medidas de seguridad en su aplicación a cada condenado o internado. Puede ser ejercida por el juez o por una comisión que comprenda magistrados y personas competentes en materia penitenciaria, etc., etc.”. 4. “La autoridad judicial resolverá sobre toda medida que modifique la duración prefijada de las penas a las modalidades esenciales del régimen. Revolverá también sobre la suspensión, aplazamiento, modificación o sustitución de las medidas de seguridad, y sobre la prolongación del internamiento o la liberación de los condenados con sentencia indeterminada” (
). 
Prosiguió el camino la Regla 56/2 del Consejo de Europa. Así, afirmaba que: “El respeto a los derechos individuales de los reclusos, en particular la legalidad de la ejecución de las penas, deberá estar asegurada por el control ejercido conforme a la reglamentación nacional, por una autoridad judicial o cualquier otra autoridad legalmente habilitada para visitar a los reclusos y no perteneciente a la Administración penitenciaria”. 
En 1951, esta cuestión fue nuevamente estudiada en las “Journées Franco-Belge-Luxembourgeoises de Droit Pénal”. Más recientemente, en septiembre y octubre de 1969, en el X Congreso Internacional de Derecho Penal celebrado en Roma, se planteó el papel del juez en la determinación y aplicación de las penas como una cuestión a tratar de manera independiente. De este Congreso se extrajeron importantes conclusiones y manifestaciones (
). 


Las Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos, elaboradas por las Naciones Unidas en Ginebra, en el año 1955, y actualizadas por el Consejo de Europa en 1973, también constituyeron una de las fuentes principales de las legislaciones penitenciarias de un extenso número de países (
). 

Como no podía ser de otro modo, el control judicial de las penas y medidas privativas de libertad fue finalmente un propósito atendido en las legislaciones de la mayoría de los países. Así, mientras en el continente americano, la primera fue la brasileña, a través de su Ley Federal de 5 de septiembre de 1922, en Europa, esta importante función es iniciada en Italia, a través de su Código Penal de 1930, en cuyo artículo 144 introduce la figura del Juez de Vigilancia, y en la Ley Penitenciaria de 26 de julio de 1975, artículos 68 y siguientes, aumenta considerablemente sus funciones. Portugal inicia el control judicial de las penas privativas de libertad a través de su Ley de 16 de mayo de 1944; también Francia sigue la misma línea en su Código de Procedimiento Penal, de 31 de diciembre de 1957, y Ordenanza de 23 de diciembre de 1958, con las modificaciones introducidas el 22 de noviembre de 1978 y el 2 de febrero de 1981, que dan una nueva redacción a los artículos 722 y siguientes del Código de Procedimiento Penal. Como era de esperar, cada país y cada legislación siguen diferentes caminos a la hora de configurar esta figura y dotarla de las oportunas funciones. 

En España, tratando de dar una rápida respuesta a los requerimientos internacionales y a la urgente llamada sobre la creación del órgano que ha de encargarse de velar por los derechos de los internos, se introduce esta figura, por vez primera, a través de la Ley General Penitenciaria de 26 de septiembre de 1979. Para ello recibe la influencia de otros países vecinos. En opinión de TELLEZ AGUILERA, “el legislador de 1979 apuesta por la creación del Juez de Vigilancia, pero para dar forma a este nuevo órgano se enfrenta con dos modelos que el Derecho comparado del momento le brindaba: el de crear un juez con funciones eminentemente penológicas al estilo del Juez de Ejecución de penas francés o potenciar la función tuitiva como ofrecía el modelo italiano. Y ante esta dualidad de referentes, el legislador español opta por una configuración híbrida, al menos en el texto legal, creando un “juez de vigilancia de ejecución de penas” (
). Opina, sin embargo, GARCÍA VALDÉS, que nuestro sistema no solo se inspira en el modelo italiano y francés, sino también en el portugués (
). 

1.3. Antecedentes del Juez de Vigilancia Penitenciaria en el Derecho Comparado

Nos detenemos pues, en la historia y antecedentes del juez de vigilancia en otros países, abordándolos tan solo fugazmente dado que ya existen varios artículos y referencias al respecto, las cuales iremos citando debidamente al objeto de facilitar su localización al lector interesado, pero tratando de evitar excesivas reiteraciones en este trabajo, cuyo propósito en última instancia es analizar la sorprendente evolución competencial que ha ido experimentando esta figura en nuestro país hasta el presente y, si cabe, con proyecciones de futuro. 

Del análisis llevado a cabo puede deducirse que el primer país en el mundo en instaurar la figura judicial que ha de fiscalizar la ejecución de la pena de prisión fue Brasil, a través de su Ley Federal de 5 de septiembre de 1922. En efecto, es esta Ley Federal la que creó el Juez de ejecución penal y el Consejo Penitenciario. Por tanto, Brasil es pionero en cuanto a la intervención judicial en la ejecución de las penas privativas de libertad, llevada a cabo mediante el correspondiente órgano judicial y con la ayuda del Consejo penitenciario, sirviendo éste último de puente entre el poder ejecutivo y el judicial. La legislación brasileña concedió a los jueces amplios poderes de vigilancia general de la ejecución de las penas y de las medidas de seguridad, la inspección del exacto cumplimiento de las disposiciones legales sobre ejecución y extensas facultades de decisión. La Ley Federal fue confirmada más tarde por el Código de Procedimiento Penal de 1940. Según manifestaciones del profesor Soares de Mello, ante la Société des prisons de Paris, el juez otorga la condena condicional, la libertad condicional y fija sus condiciones; a la expiración de la pena puede disponer el internamiento del penado por tiempo indefinido en un establecimiento especial para alcoholizados, epilépticos o reincidentes, vigila el traslado de un establecimiento a otro y resuelve sobre las peticiones de los detenidos. Posee, además, importantes facultades en el campo administrativo; tiene autoridad en materia de régimen de penas; los directores y los miembros del personal reciben sus instrucciones y pueden visitar todo género de establecimientos, en cualquier momento del día o de la noche (
). 

Italia es el primer país europeo en llevar a cabo esta tarea, creando la figura del Giudice di Sorveglianza en su Código Penal de 1930, al que le otorga amplísimos poderes de vigilancia en general y extensas competencias inspectoras y de decisión. Si bien, la historia del Giudice italiano se remonta al Código de 1865, el cual exigía la tutela del Ministerio público en la fase de ejecución penal, instrumentando un procedimiento de incidencias para las causas extintivas de la pena. Fue el Código Penal de 1930 el que introduce en su artículo 144 la figura del Juez de Vigilancia asignando un Juez para cada Tribunal y un Juez de Paz para las penas privativas de libertad ejecutadas en las prisiones de cada distrito. Las funciones y competencia del Giudice di sorveglianza fueron reguladas por el artículo 144 del Código Penal, por el artículo 585 del Código de procedimiento penal y por el art. 4º del Reglamento de los Institutos de prevención y de pena (
). Por ende, tanto el Código Penal de 1930 como el Código de Procedimiento Penal y el Reglamento Penitenciario, establecieron numerosas disposiciones en relación a las atribuciones de este órgano (inspectoras, consultivas, etc). Posteriormente, y tras años de pasividad legislativa en la materia, Italia llevo a cabo una reestructuración del sistema penitenciario a través de la Ley de Normas sobre el Ordenamiento Penitenciario y sobre la Ejecución de las Medidas Privativas de Libertad, de 26 de julio de 1975, desarrollada por el Reglamento de Ejecución de 29 de abril de 1976. Esta Ley amplía considerablemente las funciones de los jueces de vigilancia, dedicando todo el capítulo II, rubricado “Jueces de Vigilancia” (expresión que ya habían utilizado el Código Penal y el Reglamento de 1931), de su Título II, a regular el control judicial de la ejecución de penas privativas de libertad. Sin embargo, dichas funciones pasan a desempeñarse por dos órganos, el denominado Magistrado de Vigilancia, por derivación del anterior juez de vigilancia, y la Sección de Vigilancia con importantes competencias en el estado de detención del interno (
).  Como ya hemos apuntado, junto con Italia, Brasil fue el otro país que otorgó amplias facultades de vigilancia, inspección y decisorias al juez de vigilancia. Otros países sin embargo otorgaron tan solo algunas facultades inspectoras y ciertos poderes decisorios, como fue el caso de Portugal, Dinamarca, Finlandia y algún otro. 


El siguiente país en instaurar los Tribunales de ejecución de penas fue Portugal. Aunque su Proyecto de Código de 1861 ya consagraría las dos instituciones complementarias de la pena -la retención suplementaria y la libertad condicional-, fue su Ley 2000, de 16 de mayo de 1944 (
), siguiendo el camino trazado por el proyecto de 1861, la que creó los Tribunais de Execuçao das Penas. Esta legislación, inspirada en criterios menos amplios, no concede a los jueces tan extensos poderes como la legislación brasileña e italiana, y, quizás, tratando de evitar posibles conflictos con las autoridades penitenciarias, tan solo les concede facultades de decisión, pero no así facultades generales de inspección(
). Dichos tribunales en nada restringen la competencia de las demás jurisdicciones, éstas siguen decidiendo sobre las cuestiones de hecho, sobre la calificación del delito, sobre la culpabilidad del agente y sobre la pena aplicable. Serán estos últimos tribunales, y no los tribunales de ejecución de penas, los que decidan los incidentes de ejecución de las condenas por ellos impuestas. En contrapartida, estas jurisdicciones no intervienen en la vida interna de las prisiones, ni fiscalizan, ni interfieren en modo alguno la aplicación del régimen penitenciario, ni en materia disciplinaria, ni en los conflictos de cualquier clase entre los reclusos y los funcionarios de la prisión (
). Este Tribunal, pese a su denominación, quedó circunscrito a las medidas de seguridad.

Siguiendo un orden, el control judicial de la ejecución de las penas privativas de libertad,  sería abordado por Francia, cuya legislación creó las Comisiones de Vigilancia de las Prisiones (Conseil gratuit et charitable) en 1810, y han ido evolucionando hasta la creación del Juez de Aplicación o Ejecución de Penas (Juge de l´éxécution), en su Código de Procedimiento Penal de 31 de diciembre de 1957 (Ley número 57-1426) y Ordenanza de 23 de diciembre de 1958, con las modificaciones introducidas el 22 de noviembre de 1978 (Ley número 1.097) y el 2 de febrero de 1981 (Ley núm. 82 (
), que dan una nueva redacción a los artículos 722 y siguientes del Código de Procedimiento Penal (
). Ya de entrada, las funciones del Juez de Aplicación de Penas francés no se limitaban a la resolución de las incidencias surgidas en la aplicación de las penas privativas de libertad__de modo semejante al modelo italiano__, sino que se extienden más allá de los muros de la prisión controlando la aplicación de los beneficios de condena condicional y libertad condicional y ocupándose, además, de la asistencia y tutela de los penados liberados ayudándoles a superar el difícil momento en que se disponen a insertarse de nuevo en la dinámica rueda de la sociedad (
).

Durante todo el siglo XIX se produce una recuperación de los jueces, a pesar de las grandes dificultades remolcadas del Antiguo Régimen en materia de ejecución de penas. Sin embargo, la ejecución de las penas va pasando lentamente al campo de la Magistratura. En el Code d´instruction criminelle de 1808 y en el Code Pénal de 1810 únicamente se delimitaban las penas privativas de libertad, remitiéndose a la Administración penitenciaria para la organización de la ejecución de las penas. La finalidad de la pena seguía siendo la reparación del delito. Tan solo los artículos 611 y 613 del Código de Instrucción Criminal recogía las visitas del Juez de Instrucción y del Presidente de la Audiencia Criminal en las prisiones, al menos una vez al mes para el primero y una vez por sesión para el segundo. 

A partir de la creación de las Comisiones de Vigilancia mediante un Decreto de 20 de octubre de 1810, de carácter administrativo, se fueron sucediendo una serie de normas en la legislación francesa (
) sin conseguir ninguna de ellas la creación de un órgano judicial encargado de fiscalizar la ejecución de la pena de prisión. Mucha influencia tuvo el hecho de que los responsables de la Administración penitenciaria luchaban enérgicamente para no ver disipadas sus atribuciones en materia penitenciaria (
). 

Bien entrado ya el siglo XX, el Decreto de 29 de enero de 1923 concedía atribuciones al Fiscal, al Juez de instrucción y a la Audiencia Criminal en aras a garantizar los derechos subjetivos de los detenidos. Había transcurrido una década y el Proyecto de Ley que llevaría la reestructuración del Code Penal establecía que los Magistrados serían los encargados de “observar los efectos de la pena y de producir, llegado el caso, ciertas modificaciones”. La previsión era confiarles el poder de decisión respecto a la libertad condicionada. Sin embargo, ni este proyecto de 1934 ni otros posteriores encaminados a establecer una estrecha relación entre el poder judicial al previsto para la libertad condicional, llegaron a tener resultados en la práctica (
).

A partir de 1945, las doctrinas de defensa social marcaron un hito decisivo (
). Se dio cierta interrelación entre las funciones del Juez de ejecución de penas y las del Presidente del Comité postpenal, aunque la existencia legislativa del Juez de aplicación de penas no llegaría hasta 1958, con el nuevo Código de Proceso Penal (
), cuyo libro V y último recogía los procedimientos de ejecución. Novedosa fue la aceptación y regulación de dos instituciones que de alguna manera ya estaban funcionando parcialmente, la sursis avec mise a l´épreuve y el Juez de ejecución de penas (
). 

La legislación francesa continuó su evolución a través de las Leyes de 1970 (
), 1972 (
), 1975 (
) y 1978. En este último año, por un lado, la Ley de 28 de julio de 1978 le daba al Juez de Aplicación de Penas la posibilidad de dar su opinión sobre el traslado de los condenados de un establecimiento a otro, aunque, en la práctica, el sentido dado al término de “urgencia” permitía realizar estos traslados sin su consentimiento.  Por otro lado, la Ley de 22 de noviembre del mismo año iba a consagrar lo que se llamó “el ocaso del juez de aplicación de penas”, al retirarle la facultad de decidir sobre los permisos de salida de los condenados a más de tres años de encarcelamiento. La decisión, que debía ser unánime, sería tomada por un triunvirato compuesto por el Juez de aplicación de penas, el Procurador de la República y el encargado del establecimiento. De hecho, el Juez de aplicación de penas se encontraba bajo la dependencia del poder ejecutivo, llegando así a la subordinación de la autoridad judicial a la voluntad administrativa. La última normativa francesa supuso un retroceso en las facultades del Juez de Aplicación de penas que se vio posteriormente acentuado con el Proyecto de la legislación sobre Seguridad y Libertad, convertido en Ley el 2 de febrero de 1981, donde se transfería a la Comisión de aplicación de penas, integrada por el Juez de aplicación de penas, el Procurador de la República y el Director del establecimiento penitenciario, una gran parte de las facultades de decisión atribuidas hasta entonces al Juez (
).



En cuanto a Finlandia, en su Ley de 27 de mayo de 1932 sobre reincidentes peligrosos, confiere poderes al Tribunal penitenciario para decidir sobre su internamiento en establecimientos de seguridad, para inspeccionarlos o bien acordar su libertad. Dispone esta ley que uno de los tres miembros de este Tribunal ha de ser persona “familiarizada con las funciones de juez”.



En Suiza, el artículo 17 del Código Penal autoriza al juez para decidir si los delincuentes liberados de una casa de salud en la que fueron internados han de cumplir o no la pena impuesta, y en sus artículos 44 y 45 le concede facultades en materia de internamiento de alcoholizados y toxicómanos.



En Dinamarca, la “Comisión de Prisiones”, establecida por vía del artículo 12 de la ley de introducción del Código penal, interviene en la conmutación de penas por medidas de seguridad y viceversa (art. 89.3º del Código penal); tiene facultad para anular una medida de seguridad y sustituirla por una pena (art. 89.4º), y conforme al art. 17 del mismo cuerpo legal, para los supuestos de delincuentes cuyo desarrollo intelectual es defectuoso o se hallen en estado de debilidad o de alteración de sus facultades mentales, pero no locos, la Comisión decide si puede considerárseles  susceptibles de enmienda, en cuyo caso posee facultad para acordar que la pena privativa de libertad impuesta sea sufrida en un establecimiento o sección destinado a estas personas. Si así lo cree necesario, puede la Comisión incluso modificar la decisión recaída sobre el lugar donde debe ser cumplida dicha pena. Por otro lado, en dicho Código penal, en los artículos 42, 63 y 66, se regulan otros casos de intervención de la misma, referentes a la liberación de condenados a prisión-escuela, a casas de trabajo o a internamiento en casas de seguridad.



En Polonia, su Código penal ejecutivo, que entró en vigor el 1 de enero de 1970, organiza una división de las tareas entre la jurisdicción de juicio, el tribunal y el juez penitenciarios, siendo éste último el encargado de vigilar la legalidad y el normal desarrollo de la ejecución de las penas, junto con un procurador. Es este juez quien concede también los permisos de salida, suspende o modifica las decisiones de las comisiones penitenciarias al clasificar a los condenados, o las decisiones tomadas en calidad de sanciones disciplinarias. La competencia es de la jurisdicción de juicio, por ende, la intervención judicial se extiende prácticamente a todos los terrenos, aparte de los de la mera administración penitenciaria (
). 



Alemania se limitó a reconocer en 1953 el carácter jurisdiccional de las decisiones de libertad condicional y de las que modifiquen la aplicación de medidas de seguridad o de corrección. En 1962, un proyecto preveía la creación de un tribunal de la aplicación de las penas al que se le confiarían las decisiones de libertad condicional, el pase de los reclusos de un establecimiento a otro y la modificación del orden de ejecución de las penas y medidas privativas de libertad. Otro proyecto de 1966 extendía la competencia de este tribunal a todo lo concerniente a la ejecución propiamente dicha.  Dos años más tarde se crearía el Karlshibe, una cámara especializada para la libertad condicional y la puesta a prueba, que permitía una rápida resolución, toda vez que el detenido podía ser oído en el mismo establecimiento en que estuviere privado de libertad. En 1971, un proyecto de ley sobre la aplicación de las penas de la Comisión federal conservaba en la administración la responsabilidad ejecutiva, pero prevé que toda decisión del jefe del establecimiento pueda ser objeto de recurso ante la Cámara de la aplicación de penas competente. Más recientemente, la Ley de Ejecución alemana de 1976, recoge en sus artículos 162 y siguientes el Consejo asesor del centro como órgano de control penitenciario. Revisten el mismo carácter las denominadas Comisiones administrativas, reguladas en el artículo 136 del Reglamento belga, y más recientemente el Consejo Superior de la política penitenciaria (Real Decreto de 23 de octubre de 1978). Estos diferentes órganos de control existentes en los países que no conocen la figura del juez de vigilancia asumen las funciones que en otros países tiene atribuidas este órgano jurisdiccional (
). 

Las distintas legislaciones de los países en los que existe la figura del Juez de Vigilancia nos ponen de manifiesto que su regulación responde a unos diferentes postulados, aunque todos ellos compartan la misma inspiración en la creación de esta figura. 

De los sistemas adoptados por las legislaciones, los más recomendables, dice CUELLO CALÓN, “son aquellos que otorgan al juez determinadas facultades de decisión y un cierto poder de inspección dentro de unos límites restringidos. El juez debe poseer competencia para acordar y resolver sobre las medidas que modifiquen la duración prefijada de las penas, sobre declaración del estado peligroso y adopción de las medidas adecuadas, sobre la suspensión y aplazamiento de las medidas de seguridad y sobre su conmutación por pena o viceversa, para proponer la concesión de la libertad condiciona, prolongar su duración o revocarla, acordar sobre la prolongación del internado o liberación de los condenados a penas indeterminadas, etc., en una palabra, debe tener facultades para individualizar cuanto sea posible el tratamiento” (
).

Se debatió intensamente, en la doctrina especializada, si todo el aparato de la ejecución penitenciaria ha de ser competencia exclusiva de la Administración prisional o si debe estar atribuida a la autoridad judicial, al denominado “juez de aplicación de penas” o de “vigilancia”, en la terminología italiana y española. 

La intervención del magistrado, con facultades económicas, inspectoras y decisorias, se reconoce en algunas legislaciones, y así notamos, entre otros países, a España, Brasil, Finlandia, Francia, Italia, Portugal y Polonia.

La misión del juez de aplicación de penas es la de frecuentar periódicamente el establecimiento carcelario y comprobar si se ejecutan puntualmente las disposiciones legales, en orden al cumplimiento de las sanciones privativas de libertad, al margen de las atribuciones que posee cara a la liberación condicional; interviene así lo judicial, tanto en el régimen y tratamiento que se impone a los internos, como en lo que concierne a las concesiones de permisos de salida del recinto y de la semilibertad (
). 

Respecto a la composición de estas jurisdicciones, es discutible si habrían de revestir la forma de juez único o la de comisiones mixtas integradas, parcialmente, por funcionarios judiciales. Mientras Brasil, Italia y Francia optaron por el sistema de juez único, Portugal opta por el juez único tan solo para la primera instancia y por un Tribunal colectivo compuesto por magistrados para los recursos; en Finlandia, como ya hemos visto, su Tribunal penitenciario debe contar con una persona “familiarizada con las funciones de juez”; Dinamarca funciona a través de su Comisión de Prisiones, presidida por un magistrado. 

Para algunos autores, la ventaja del juez único es que posee mayor facilidad de movimiento y mayor responsabilidad; sin embargo, la misión de vigilancia y de dirección penitenciaria puede confiarse a comisiones mixtas formadas por miembros de la administración penitenciaria y representantes de las sociedades de patronato siempre que en ellas intervenga el elemento judicial, asuma su presidencia, y desempeñe función preponderante (
). 

En cualquier caso, como apunta GARCÍA VALDÉS, “ha de quedar diáfana la necesaria separación entre las atribuciones de la Administración penitenciaria y las de los Jueces de Vigilancia, y no puede producirse una invasión de aquéllas por las de éste, pues sería como venir a reconocer facultades de dirección del establecimiento a toda autoridad judicial; ni debe extenderse sin limitación temporal alguna, o muy reducida, en materia de aislamiento celular o permisos temporales de salida, su competencia, pues de admitir tal posibilidad es fácil deducir entonces una restricción grave a la operatividad regimental de la Autoridad penitenciaria, cuando no una dedicación judicial exclusivamente centrada en aquellos cometidos sin posibilidad real de atender a otras funciones que legalmente tiene atribuidas” (
)

CAPÍTULO II. 
La creación y funciones del JVP en la legislación penitenciaria

1. El Anteproyecto de Ley Penitenciaria

Si exceptuamos la Ley de Prisiones de 1849, la ejecución de la pena de prisión únicamente alcanza su más alto rango legislativo con la aprobación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria. 

La iniciativa de su elaboración fue tomada, a finales de 1977, por el entonces Ministro de Justicia, Landelino LAVILLA, siendo Director General de Instituciones Penitenciarias, Jesús HADDAD BLANCO (
). Si bien el asesinato de éste último, el 22 de marzo de 1978, pudo acabar con las expectativas de tan ansiada reforma, la asunción del cargo por Carlos GARCÍA VALDÉS -quien tomaría posesión el 30 de marzo del mismo año-, permitió culminar la elaboración del Anteproyecto de Ley General Penitenciaria. Texto que fue entregado al Ministro de Justicia el 20 de mayo de 1978 (
) y aprobado por el Consejo de Ministros el 23 de junio del mismo año. 

En su elaboración se tuvieron en cuenta los contenidos constitucionales que ya se habían sancionado, debiendo destacarse, a los efectos que nos interesan, el art. 117.3 por el que se encomienda a los Juzgados y Tribunales el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado. Consecuencia de la atribución de esta facultad constitucional es la inclusión, en el Anteproyecto, del Título V (“Del Juez de Vigilancia”) que se integra por tan solo tres preceptos, esto es, por los artículos 76 a 78. 

Pese al nomen de la rúbrica del citado Título, debe señalarse que, en la Exposición de Motivos del Anteproyecto, el pre-legislador se refiere a este órgano judicial como el “Juez de la Ejecución de las Penas”. Esta dual denominación obedece a la ausencia de un único modelo de referencia; en efecto, si en la elaboración de nuestra actual LOGP se tuvieron en cuenta las legislaciones alemana, italiana y sueca, en la configuración del órgano judicial competente para intervenir en la ejecución penal, nuestro pre-legislador se inspiró en las legislaciones francesa y portuguesa, por una parte, y en la italiana, por otra. Siendo esto así, no debe extrañar que la denominación inicial de “Juez de Ejecución de las Penas” tuviera su paralelismo en el Juge de l´Application des Peines francés (JAP) y que la rúbrica del Título V, esto es, “Juez de Vigilancia” hallara su correspondencia con el Giudice di Sorveglianza italiano  (
). Esta dualidad apelativa –que se exasperará en el texto del Proyecto- certifica las dificultades iniciales del redactor del Anteproyecto a la hora de dilucidar el modelo foráneo de preferente seguimiento.

Las funciones que el artículo 76 del Anteproyecto le encomendaba eran las siguientes:

1. El juez de vigilancia tendrá atribuciones para hacer cumplir la pena impuesta, resolver los recursos referentes a las modificaciones que pueda experimentar con arreglo a lo prescrito en las leyes y reglamentos, salvaguardar los derechos de los internos y corregir los abusos y desviaciones que en el cumplimiento de los preceptos del régimen penitenciario puedan producirse.

2. Corresponde especialmente al juez de vigilancia:

a) Adoptar todas las decisiones necesarias para que los pronunciamientos de las sentencias en orden a las penas privativas de libertad se lleven a cabo, asumiendo las funciones que corresponderían a los jueces y tribunales sentenciadores.

b) Resolver sobre las propuestas de libertad condicional de los penados y acordar las revocaciones que procedan.

c) Aprobar las propuestas que formulen los establecimientos penitenciarios sobre redención de penas por el trabajo, tanto ordinaria como extraordinaria.

d) Aprobar las sanciones de aislamiento en celda de duración superior a veinticuatro días.

e) Resolver por vía de recurso las reclamaciones que formulen los internos sobre sanciones disciplinarias.

f) Resolver en base a los estudios de los equipos de observación y de tratamiento y en su caso de la Central de Observación, los recursos referentes a clasificación inicial y a progresiones y regresiones de grado.

g) Acordar lo que proceda sobre las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con el régimen y el tratamiento penitenciario en cuanto afecte a los derechos fundamentales o a los derechos y beneficios penitenciarios de aquéllos. 

h) Realizar las visitas a los Establecimientos Penitenciarios que previene la Ley de Enjuiciamiento Criminal.

i) Autorizar los permisos de salida de los clasificados en primer grado y aquellos cuya duración sea superior a dos días, de los que se encuentren en segundo grado. 

A su vez, mientras el art. 77 establece la potestad de los Jueces de Vigilancia para dirigirse a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias para formular propuestas referentes a la organización y desarrollo de los servicios de vigilancia, a la ordenación de la convivencia interior en los establecimientos, a la organización y actividades de los talleres, escuela, asistencia médica y religiosa y, en general, a las actividades regimentales, económico-administrativa y de tratamiento penitenciario en sentido estricto, el art. 78 proclama que, en lo concerniente a las cuestiones orgánicas referentes a los Jueces de Vigilancia y a los procedimientos de su actuación, debe estarse a lo dispuesto en las leyes correspondientes.

2. El Proyecto de Ley Penitenciaria

En el texto del Proyecto de Ley General Penitenciaria se hablaba de la necesidad de esta Ley, al no constituir el Código penal ni la Ley de Enjuiciamiento Criminal lugares adecuados para una regulación de la ejecución de las penas y medidas privativas de libertad. Con la intención de colmar esa laguna sale a la luz el Proyecto, que, en síntesis, comprende las normas fundamentales relativas al estatuto jurídico del interno, las funciones y cometidos de la Administración Penitenciaria, la competencia del Juez de Vigilancia de ejecución de las penas y una referencia al papel también protagonista que corresponde a la sociedad, tan implicada en las funciones penitenciarias como lamentablemente lo está en la génesis de la delincuencia (
).  

Tal y como apuntábamos en líneas anteriores, las discordancias entre la denominación del órgano judicial utilizada en la Exposición de Motivos y la existente en el articulado se exasperan en el Proyecto de Ley (
). Así, mientras que en el primer caso el pre-legislador utiliza una fórmula híbrida –“Juez de Vigilancia de Ejecución de las penas” (
)-, esto es, una suerte de simbiosis consistente en conjugar los nomen iuris de las legislaciones francesa e italiana, la rúbrica del Título V mantiene la escueta denominación de “Juez de Vigilancia” que el Anteproyecto introdujo en su momento (
). Esta circunstancia, puesta de manifiesto por la doctrina (
), evidencia la disyuntiva no resuelta entre el modelo francés, en el que el Juez tiene funciones eminentemente penológicas y el sistema italiano, donde la función tuitiva aparece potenciada al erigirse en órgano garante de los derechos de los reclusos (
).

Si bien la estructura del Título V permanece inalterada en la conversión del Anteproyecto en Proyecto de Ley, no puede predicarse otro tanto de los tres preceptos que lo conforman, debiendo destacarse las sustanciales modificaciones de las que fue objeto el art. 76 durante la tramitación del Proyecto de Ley (
).

En efecto, del análisis de este precepto se colige que mientras el segundo párrafo de la letra a) del Anteproyecto atribuye al juez de vigilancia la función de adoptar todas las decisiones necesarias para que los pronunciamientos de las sentencias, en orden a las penas privativas de libertad, se lleven a cabo, en el texto del Proyecto se sustituye el término sentencias por el de resoluciones, expresión más amplia que abarca tanto las sentencias como las providencias y autos judiciales, esto es, todas las resoluciones judiciales. De esta manera, la modificación de un solo término propicia una considerable expansión del abanico de funciones del juez de vigilancia. 

A su vez, mientras el párrafo segundo de la letra c) del Anteproyecto faculta al juez de vigilancia para aprobar las propuestas que formulen los establecimientos penitenciarios sobre redención de penas por el trabajo, el texto del Proyecto opta por expandir la facultad decisoria del órgano judicial a los beneficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena. Con esta previsión, se amplían notablemente las competencias resolutorias del Juez de Vigilancia al incluirse tanto instituciones de honda raigambre, como el adelantamiento de la libertad condicional (
), como aquellas que pudieran introducirse en el futuro (
).
Del mismo modo, si el apartado i) del Anteproyecto atribuye al juez de vigilancia la facultad de autorizar los permisos de salida de los clasificados en primer grado y de los permisos superiores a dos días para quienes se encuentren en segundo grado, el texto del Proyecto faculta al juez de vigilancia a autorizar todos los permisos de salida cuya duración sea superior a dos días, con la excepción de los clasificados en tercer grado. Esta sustancial modificación solo puede explicarse desde los cambios operados en los arts. 48 del Anteproyecto y 47 del Proyecto; en efecto, en su primigenia redacción se preveía la posible concesión de permisos de salida a los penados clasificados en primer grado, lo que casaba perfectamente con el art. 109 del Real Decreto de 29 de julio de 1977 -que estableció la concesión de permisos a este colectivo con un límite temporal de cuarenta u ocho horas-, y con la Orden Circular de 21 de abril de 1978 que introdujo una nueva limitación, restringiendo el número máximo de días anuales a dieciocho, frente a los veinticuatro del segundo grado y a los treinta y seis del tercero. Sin embargo, el alto índice de evasiones de los penados en régimen cerrado determinó que la DGIP restringiera los permisos a estos internos  condicionándolo a la existencia de “circunstancias muy excepcionales”. Por ello, aun cuando esta posibilidad permaneció intacta en el Anteproyecto, quedó definitivamente vedada en el art. 47 del Proyecto, pese al infructuoso intento del Grupo Socialista de Cataluña en el Congreso por que la futura Ley siguiera previendo la concesión de dieciocho días de permiso al año a los clasificados en primer grado (
).  Estas circunstancias explican que, a diferencia del texto del Anteproyecto, el art. 76 del Proyecto no haga referencia alguna a la competencia del juez de vigilancia para autorizar los permisos de salida a quienes se hallen en primer grado. Esto es, la facultad de autorizar estos permisos superiores a dos días solo resulta predicable en lo sucesivo respecto de los clasificados en segundo grado, siendo competencia del Centro Directivo la concesión para quienes se hallen en régimen abierto (
).
2.1. Tramitación Parlamentaria

2.1.1. Congreso de los Diputados

Tres únicas enmiendas fueron las presentas al art. 76 durante la tramitación de la Ley en el Congreso de los Diputados. 

Así, a través de la enmienda núm. 52, presentada por el Grupo Socialistes de Catalunya, se propuso la adición del párrafo j) al art. 76 del Proyecto con el fin de que recayera en el Juez de Vigilancia la facultad de “aprobar el paso a los Establecimientos de régimen cerrado de los reclusos, a propuesta del Director del Establecimiento” al considerar que, de conformidad con lo expuesto en el art. 10, este órgano judicial debía “tener conocimiento de tales medidas habida cuenta la gravedad y perjuicios que comportan” (
). Aun cuando esta propuesta fue positivamente valorada en el Informe de la Ponencia, al asumir ésta la literalidad de su contenido (
), en el Dictamen de la Comisión de Justicia se propuso, con éxito, la sustitución del verbo “aprobar” por el de “conocer” (
), lo que fue refrendado en el Pleno del Congreso de los Diputados el 24 de julio de 1979 (
).

Aún cuando esta sustancial modificación –claramente contraria a las pretensiones iniciales del pre-legislador- será objeto de análisis en lugar más oportuno, conviene precisar, desde este mismo instante, que constituye una de las competencias que mayores problemas exegéticos plantea. En efecto, aun cuando desde una interpretación gramatical el verbo “conocer” implica una mera dación de cuenta sin facultades resolutivas –por lo que estaríamos en una vacua apariencia de control sobre la decisión administrativa, sin mayores efectos ni consecuencias-, la mayoría de la doctrina se ha decantado por una hermenéutica coincidente con la pretensión inicial del legislador y, así, entender el término “conocer” en un sentido procesal característico, distinto de la simple operación mental de llegar a saber, esto es, como “un conocimiento con facultades de resolución” (
).

En la enmienda núm. 53, presentada por idéntico Grupo Parlamentario, se propuso que, a diferencia del texto del Proyecto que, en la letra d) del art. 76.2, confería al Juez de Vigilancia la facultad de aprobar las sanciones de aislamiento en celda de duración superior a veinticuatro días, se facultara al mismo para “aprobar las propuestas de sanción sometidas a su conocimiento por el correspondiente órgano colegiado” al considerar que “toda sanción, para garantizar su corrección en la forma de su aplicación del Reglamento a los internos, debe contener la conformidad del Juez de Vigilancia” (
). Se pretendía con ello que la facultad judicial no se ciñera exclusivamente a los límites temporales de la más grave de las sanciones disciplinarias sino al elenco previsto en el art. 42.2 del Proyecto. 

Sin embargo, la Ponencia sugirió en su Informe que la competencia del Juez de Vigilancia se limitara a la aprobación de “las sanciones de aislamiento en celda de duración superior a catorce días”, lo que casaba a la perfección con el límite temporal que había previamente sugerido respecto de esta sanción en su propuesta de redacción del art. 42.2 (
). Sugerencia que contó con los parabienes de la Comisión de Justicia y culminó con su aprobación en el Pleno del Congreso de los Diputados.

La enmienda de más extenso contenido -por cuanto que proponía una nueva redacción de la totalidad del art. 76 al considerar que “la fórmula utilizada en el proyecto para definir las atribuciones del juez de vigilancia no es concreta”-, fue la núm. 90-38, presentada por el Grupo Parlamentario Comunista (
) . Elaborada con una defectuosa técnica legislativa conducente a un texto farragoso, plagado de formulaciones no siempre diáfanas y con motivaciones que no cumplían su función legitimadora, le enmienda no surtió los efectos pretendidos en la Comisión de Justicia que no adoptó ninguna de sus propuestas.

La redacción del art. 77 del Proyecto, idéntica a la prevista en el Anteproyecto, se mantuvo incólume tras su paso por la Comisión de Justicia y por el Pleno del Congreso, pese a ser objeto de una enmienda presentada por el Grupo Parlamentario de la Minoría Catalana (enmienda núm. 64), que abogaba por que el Juez de Vigilancia pudiera dirigirse a la Administración Penitenciaria formulando propuestas en lugar de a la Dirección General de Instituciones Penitenciarias. 

El artículo 78 fue, así mismo, objeto de la enmienda núm. 65 presentada por el Grupo Minoría Catalana, con la pretensión de adicionar un segundo párrafo en función del cual los jueces de vigilancia debían domiciliarse en el territorio en el que radiquen los establecimientos penitenciarios sometidos a su función. Sin embargo, la Ponencia propuso que los Jueces de Vigilancia tuvieran su residencia en el territorio donde radicasen los establecimientos penitenciarios sometidos a su jurisdicción. En esta ocasión, la Ponencia sí aceptó la enmienda de la Minoría Catalana, con algún leve reajuste terminológico, lo que desembocó en la redacción definitiva del artículo 78, del siguiente tenor literal: “1. En lo que respecta a las cuestiones orgánicas referentes a los Jueces de Vigilancia y a los procedimientos de su actuación, se estará a lo dispuesto en las leyes correspondientes. 2. Los Jueces de Vigilancia tendrán su residencia en el territorio en que radiquen los establecimientos penitenciarios sometidos a su jurisdicción”.

2.1.2. Senado

El Pleno del Senado aceptó íntegramente el texto remitido por el Congreso de los Diputados (
), sin presentar objeción alguna al mismo. Así, el texto aprobado por el Pleno del Senado (
) es el que se publicó como Ley Orgánica 1/79, de 26 de septiembre, General Penitenciaria (B.O.E., núm. 239, de 5 de octubre de 1979). 

CAPÍTULO III. 
Evolución competencial del JVP en el ámbito de la normativa penal

1. Penas

Desde la creación del Juez de Vigilancia en la LOGP de 1979, todos los textos pre-legislativos en el ámbito penal -Proyecto de 1980, Propuesta de Anteproyecto de 1983 y Anteproyectos y Proyectos de 1992 y 1994-, le atribuyen, así mismo, nuevas competencias. Así y más concretamente, los dos primeros textos, esto es, el Proyecto de 1980 (en adelante PLOCP) y la Propuesta de 1983 (en adelante PANCP) tuvieron una considerable acogida en la doctrina científica española que veía en los mismos la tan ansiada reforma penal española.  Aún cuando ninguno de estos dos trabajos pre-legislativos prosperó, tuvieron el mérito de sentar las bases de las múltiples competencias que luego le atribuirían al Juez de Vigilancia Penitenciaria el Código Penal de 1995 y las sucesivas reformas del mismo.
Asimismo, con la promulgación de la LOGP, de su artículo 76 así como de los numerosos preceptos que conformaron su Reglamento de 1981, se evidencia no solo la función tuitiva del Juez de Vigilancia en la ejecución de la pena privativa de libertad sino, también, su actividad como órgano contencioso-administrativo, como defensor de los derechos fundamentales de los reclusos y defensor del resto de derechos y beneficios penitenciarios, como órgano administrativo y como titular de las iniciativas frente a la Administración Penitenciaria.

Por otro lado, pese a la vocación de la LOGP (
) de que el Juez de Vigilancia se convirtiera en juez de ejecución penal, la realidad ha sido bien distinta, toda vez que los tribunales sentenciadores siguen ostentando multitud de competencias en materia ejecutoria. Sin embargo, como iremos analizando en el desarrollo de este trabajo, las sucesivas reformas legales, e incluso reglamentarias, han ido ampliando considerablemente las funciones del Juez de Vigilancia sobre la base del artículo 76 de la Ley Penitenciaria. En efecto, el primer paso fue dado por el Reglamento Penitenciario de 1996 (
), dinámica que fue seguida por el Código Penal y sus sucesivas reformas, atribuyendo al Juez de Vigilancia Penitenciaria no sólo funciones en materia de penas y medidas de seguridad privativas de libertad (abono de prisión provisional en causa distinta, pase al régimen general de cumplimiento, etc.), sino también de penas no privativas de libertad (como los trabajos en beneficio de la comunidad), enajenación mental sobrevenida y medidas de seguridad. 

Analizamos, pues, en este trabajo el creciente protagonismo de la jurisdicción de vigilancia en la ejecución de las penas y medidas de seguridad por encima de las decisiones de la Administración Penitenciaria.

1.1. El proyecto de CP español de 1980

El Proyecto de 1980 (
), al igual que la entonces reciente Ley Orgánica General Penitenciaria, venía a abrir grietas en el arcaico edificio de la justicia penal. Este Proyecto, gestado paralelamente a la LOGP, sigue siendo para algunos autores (
) muy superior a todo lo que en el terreno pre-legislativo se elaboró con posterioridad, incluido el propio Proyecto de CP de 1992. 


De su análisis, se constata una simplificación del arsenal punitivo al reducirse las penas a tres categorías: privativas de libertad, de derechos y pecuniarias. Respecto de las primeras, se establecen tan solo las de prisión y el arresto de fin de semana. 

Mientras el límite máximo de la prisión se fija en 20 años, el arresto de fin de semana ha de cumplirse en régimen de aislamiento celular en los establecimientos penitenciarios, municipales o policiales.

Se introduce la suspensión del fallo y la sustitución de la pena (arts. 91 y siguientes), esto es, la versión española de la anglosajona probation o sistema de prueba, sin efectivo cumplimiento de la pena impuesta y sometiendo al culpable a una serie de condiciones asegurativas. De los dos grandes sistemas de Derecho Comparado (el francés y sueco, donde convive esta institución con la condena condicional, o el seguido por Alemania y Suiza, de incorporar a ésta elementos de la probation), el Proyecto español siguió el modelo francés y sueco. En efecto, el art. 92, amén de establecer los requisitos para la concesión de esta forma sustitutiva de las penas, establece que, transcurrido el plazo de suspensión, el reo deberá comparecer ante el Tribunal, quien, oídos previamente el Juez de Vigilancia y el Fiscal, acordaría dictar el fallo o dejar definitivamente sin efecto la sentencia (
).

Además de la suspensión del fallo, el Proyecto de 1980 contemplaba como forma sustitutiva de la ejecución de las penas la suspensión de la aplicación de la pena, remisión de la pena o condena condicional. Por tanto, durante el período de suspensión, el condenado quedaba bajo el control del Juez de Vigilancia, quien podía acudir en cualquier momento al tribunal, solicitando la revocación del beneficio (
). 

El Proyecto suprime el tradicional beneficio de la redención de penas por el trabajo (vigente en el art. 100 del CP de 1973) por razones de política criminal que exigen el cumplimiento efectivo de las penales, sacando del texto lo que debería ser materia regulada como exclusivo beneficio penitenciario. No obstante, existen posibilidades ciertas de reducción de pena, pero no de forma automática, como hasta ahora, para los “actos que pongan de relieve buena conducta, espíritu de trabajo y sentido de responsabilidad en el comportamiento personal y en las actividades organizadas del establecimiento”, tal y como establece el art. 46 LOGP (recompensas), permitiendo el 76.2.c del mismo texto a los jueces de vigilancia “aprobar las propuestas que formulen los establecimientos sobre beneficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena”. La LOGP, art. 76.2.b) y c) entrega al JVP la materia referente a libertades condicionales y reducciones de condena; competencia anterior del Patronato de Nuestra Señora de la Merced (órgano que había quedado desfasado desde su creación en 1938) (
). 

La Exposición de Motivos del Proyecto de CP de 1980 venía a afirmar que “la pena recaída va a ser realmente cumplida bajo intervención judicial, sin perjuicio, en su caso, de los correspondientes beneficios penitenciarios de que pueda gozar el condenado”, sencillamente “porque se pretende que la sanción se cumpla efectivamente, se prescinde de la reducción de penas por el trabajo”. 

La libertad condicional, regulada en los artículos 101 y 102 del Proyecto de 1980, considerada como el cuarto y último grado del sistema progresivo de ejecución de penas privativas de libertad, según se desprende de la propia LOGP, art. 72.1, sería aprobada por el Juez de Vigilancia, al que, además, se le atribuyen competencias para imponer, al acordar la libertad condicional de los penados, la observancia de reglas de conducta y la realización de tareas, pudiendo también disponer que se le preste ayuda al reo por parte de los organismos asistenciales de las Instituciones Penitenciarias (
). 

En síntesis, este Proyecto de Ley Orgánica del Código Penal de 1980 venía a aumentar las competencias del Juez de Vigilancia. En efecto, con la nueva institución de la suspensión del fallo, tenía lugar su intervención aun faltando la condena. Tanto en lo relativo a la suspensión del fallo (art. 93) (
), a la remisión condicional de la pena (art. 95) y a la libertad condicional (art. 101 y 102), le correspondían al Juez de Vigilancia funciones de control y de observación, la iniciación de la revocación del beneficio, en relación con la suspensión del fallo de la condena y la remisión condicional de la pena, y de revocación de la libertad condicional, y, además, en este último caso, otras funciones que irían desde la imposición al reo de determinadas reglas de conducta o realización de tareas al objeto de evitar su reincidencia y favorecer la reinserción social, hasta los acuerdos por los que se prestará al reo la oportuna asistencia social por parte de los organismos asistenciales de las Instituciones Penitenciarias. 
1.2. La Propuesta de Anteproyecto de nuevo CP de 1983

Las innovaciones llevadas a cabo por el Proyecto de 1980 experimentaron un profundo recorte en la Propuesta de Anteproyecto de nuevo Código Penal de 1983, pero, en lo que aquí importa, en conjunto y en lo relativo a las competencias del Juez de Vigilancia, la orientación dada a este Anteproyecto fue más allá del Proyecto de 1980. En efecto, como apunta MANZANARES SAMANIEGO la realidad es “que no había obstáculo doctrinal para tal ampliación de funciones, aunque ello implicara pasar de la inexistencia en nuestro ordenamiento del Juez de Vigilancia a desarrollar tal figura hasta extremos desconocidos en el Derecho comparado, llegando a superar su actual competencia estrictamente penitenciaria. El contraste –concluía este autor- entre la realidad del Juez de Vigilancia, cinco años después de promulgada la Ley Orgánica General Penitenciaria, y las pretensiones de ampliar sus funciones tiene mucho de solanesco” (
).

Se conservaban respecto del PLOCP de 1980 la suspensión del fallo, la remisión condicional de la pena y la libertad condicional. Sin embargo, se suprimen las reglas de conducta y las tareas, y se hacen menos referencias al Juez de Vigilancia, e incluso en algunos preceptos, se hacía referencia a “un Juez” sin saber muy bien a quien se refería exactamente, si al sentenciador o al de vigilancia penitenciaria. En efecto, por un lado, en los artículos 75 y 77 del Anteproyecto se establece que, en la suspensión del fallo y en la remisión condicional se ha de tener en cuenta un pronóstico favorable de que el sujeto no cometerá delito en el futuro, emitido por el Juez del que ha de suponerse que es el de vigilancia penitenciaria. Del mismo modo, el art. 85 decía que si en el período de suspensión el reo delinquiera, el Juez debe revocar la libertad o suspensión concedidas. En este último supuesto, y partiendo de la base de que la concesión y revocación de la libertad condicional, a tenor del artículo 76.2.b, son competencia del Juez de Vigilancia, entendemos que las medidas del art. 85 han de referirse también a él y no al juez sentenciador.

En lo relativo a la suspensión del fallo, la Propuesta alternativa de la Parte General del CP, presentada por el Grupo Parlamentario Comunista como artículo primero de la enmienda a la totalidad del Proyecto de LO de Reforma Parcial del Código Penal de 1982, establecía en su artículo 66 que “la suspensión quedaría condicionada a que el reo no delinca y a que no se desvirtúe positivamente el inicial pronóstico favorable en el período que se señale, durante el cual estará sometido a la observación del Juez de Vigilancia….”. Bien, no obstante la influencia de esta Propuesta alternativa, la función de control que ésta asignaba al JVP no se contempla ya en la PANCP de 1983.  

En síntesis, la PANCP recorta sensiblemente las referencias al Juez de Vigilancia Penitenciaria y, por ende, la atribución de competencias al mismo en orden al control del sometido a la suspensión. La razón no es otra que la desaparición en este texto de la imposición de reglas de conducta (
).

Como novedad en esta propuesta de Anteproyecto de 1983 se le otorgaban competencias al Juez de Vigilancia en la ejecución del arresto de fin de semana. Así, el artículo 36.2 de la PANCP venía a establecer que “Si el condenado incurriere en dos ausencias no justificadas, a juicio del Juez de Vigilancia, el arresto se ejecutará ininterrumpidamente hasta el cumplimiento de la condena, computándose dos días de privación de libertad por cada fin de semana”.

1.3. Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio, de Reforma Urgente y parcial del Código Penal

Tras la promulgación de la LOGP, la reforma al CP de 1973 tuvo lugar a través de la Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio, de Reforma Urgente y parcial del Código Penal. Esta Ley fue la primera norma penal de derecho positivo que atribuía funciones al JVP.  

Al no haberse convertido en Derecho positivo el Proyecto de Código Penal de 1980, subsiste la vieja redención de penas por el trabajo (
) y, dada la “judicialización” del cumplimiento de estas penas, corresponde al Juez de Vigilancia aprobar o no las propuestas sobre esta reducción (
). 

El artículo 100 de esta Ley rezaba como sigue: “Podrán redimir su pena con el trabajo, desde que sea firme la sentencia respectiva, los reclusos condenados a penas de reclusión, prisión y arresto mayor. Al recluso trabajador se abonará, para el cumplimiento de la pena impuesta, previa aprobación del Juez de Vigilancia, un día por cada dos de trabajo, y el tiempo así redimido se le contará también para la concesión de la libertad condicional. El mismo beneficio se aplicará, a efectos de liquidación de su condena, a los reclusos que hayan estado privados provisionalmente de libertad”. Este artículo se mantuvo inalterable hasta la promulgación del nuevo CP de 1995, donde desaparece la redención de penas por el trabajo. 

No obstante ello, actualmente esta figura continúa dando no pocos problemas al Juez de Vigilancia, por cuanto se sigue aplicando a los internos que han cometido los hechos por los que cumplen condena con anterioridad a la entrada en vigor del Código Penal de 1995__que suprimió este beneficio penitenciario__, y a quienes beneficia la aplicación del anterior Código Penal, por lo que se les aplica éste. Por razones obvias, cada vez son menos los internos que pueden redimir y transcurridos unos años este beneficio desaparecerá de nuestra legislación, pero todavía sigue planteando dificultades en relación con algunos reclusos condenados por delitos de terrorismo.
1.4. El Anteproyecto y Proyecto de 1992


La impronta de los textos anteriores, esto es del PCP de 1980 y de la PANCP de 1983, se hizo patente en el Anteproyecto y en el Proyecto de 1992, aunque este último presenta notables diferencias. El Proyecto aborda las penas privativas de libertad de acuerdo a los criterios que vemos a continuación muy brevemente. Se reduce la duración legal de las penas, situándola en veinte años (con algunas excepciones en que podrían llegar a treinta años). 

Se articula un sistema de beneficios penitenciarios para los condenados que ingresen en prisión, de los cuales el más significativo es la libertad condicional, que se prevé para las penas de prisión, sin posibilidad de suspensión de las demás penas temporales, y al que podrán acceder los penados que hayan observado buena conducta en prisión.

En cambio, este Proyecto decide acabar con la redención de penas por el trabajo como mecanismo automático de reducción de la duración de las penas, con independencia de la conducta del interno. 

Entre sus novedades más sobresalientes está la aparición de nuevas penas junto a la clásica privación de libertad. Se propone, así, evitar las penas privativas de libertad de corta duración, no estableciendo pena inferior a seis meses y cubrir la reacción de determinados delitos de menor gravedad con el arresto de fin de semana.

Se aumentan la posibilidad de dejar en suspenso la ejecución de la pena en ciertos casos -gravedad del hecho, primariedad delictiva, edad, circunstancias y salud del autor-, y en términos de mayor amplitud que el derecho vigente que solo contempla la angosta regulación de la remisión condicional de la condena. 

Se prevé la sustitución de las penas privativas de libertad inferiores a dos años por multas o arrestos de fin de semana, aún cuando no fuesen esas las penas previstas.

Como novedad del Proyecto se exige que el informe sobre el pronóstico de reinserción social a efectos de la libertad condicional, sea emitido por los expertos o peritos que considere el Juez de Vigilancia, y no así la propia Administración penitenciaria. Obligación que se mantenía en el Anteproyecto y Proyecto de 1994 y se convertiría más tarde en derecho positivo con el nuevo Código Penal de 1995. No sería hasta la reforma del CP 95 mediante la LO 7/2003 que se deja esta misión en manos de la Administración penitenciaria a través del informe final previsto en el art. 67 LOGP.

Por otro lado, el Proyecto exime al Juez de Vigilancia de la posibilidad de imponer, al acordar la libertad condicional, reglas de conducta o tareas al penado, liberándole también de la competencia para disponer que se le presta ayuda al reo por parte de los organismos asistenciales de Instituciones Penitenciarias(
). Se siguen en este punto las directrices de la PANCP de 1983, aunque esta última mantenía la facultad del Juez de Vigilancia únicamente para disponer que se le prestase ayuda al reo.

Ni que decir tiene que la necesidad de dar cobertura legal a las previsiones del articulado del Reglamento Penitenciario fue recogida en los trabajos pre-legislativos, lo que inevitablemente redundaba en un aumento de las competencias del Juez de Vigilancia. Así, el artículo 92 de este Proyecto venía a establecer que los septuagenarios, los que reunieran los requisitos establecidos, excepto el de haber extinguido las tres cuartas partes de la condena, o las dos terceras, en su caso, podrían ser propuestos para la concesión de la libertad condicional. La misma regla se aplicaría cuando se tratará de enfermos muy graves, con padecimientos incurables. Esta previsión se mantiene intacta en el artículo 93 del Proyecto de 1994. Más tarde se convierte en Derecho positivo, toda vez que el contenido del art. 92 del Proyecto 1992 (
) se trasladó casi intacto al también artículo 92 del CP de 1995.

Como puede verse, ya en el año 92, por lo que se refiere al cumplimiento de la pena privativa de libertad, como decía MANZANARES SAMANIEGO, el Juez de Vigilancia no sólo asume lo que ya era competencia del Tribunal sentenciador (excepción hecha de la aprobación del licenciamiento definitivo, art. 17.2 LOGP), sino también lo que ésta encomienda ahora al Poder Judicial, bien extrayéndolo de la Administración, donde se encontraba anteriormente (así la concesión de la libertad condicional), bien con previsiones de nuevo cuño relacionadas con el novedoso sistema de individualización científica y los beneficios penitenciarios (
). 

1.5. El Anteproyecto y Proyecto de 1994
Ambos textos introducían una de las más discutidas innovaciones legislativas al preverse en el artículo 79 el cómputo de la libertad condicional y de los beneficios penitenciarios sobre la totalidad de la condena en los casos en que los límites de los concursos quedaran por debajo de la mitad de la condena total.  La redacción, in fine, de este precepto atribuía a los Jueces de Vigilancia Penitenciaria la competencia para acordar, oído el Ministerio Fiscal, el regreso al régimen general de cumplimiento para la concesión de los beneficios penitenciarios y de la libertad condicional (
). La atribución de esta competencia al Juez de Vigilancia no parecía tener otra justificación que la de evitar una confrontación constitucional.

En relación con la libertad condicional, como se ha señalado anteriormente, se mantiene la exigencia de que el informe sobre el pronóstico de reinserción social sea emitido por los expertos o peritos que considere el Juez de Vigilancia, y no así la propia Administración penitenciaria.

El Proyecto vuelve a hacer en hincapié en la posibilidad de que el Juez de Vigilancia imponga, al acordar la libertad condicional de los penados, la observancia de reglas de conducta, concretando esta previsión mediante la remisión a las medidas de seguridad no privativas de libertad. Si recordamos, la atribución al Juez de Vigilancia para imponer tales reglas de conducta nacía con el PLOCP de 1980, omitiéndose más tarde tanto en la PANCP de 1983 como en el Proyecto de Código de 1992, volviendo a recogerse ahora en este texto prelegislativo (
). 

Por otro lado, el artículo 92 del Proyecto atribuía al Juez de Vigilancia la potestad para conceder, con carácter excepcional -y siempre que se tratare de condenados que se encontraran en el tercer grado de tratamiento penitenciario y hubieran observado buena conducta, existiendo razones que hicieran suponer que no volverán a delinquir-, la libertad condicional a los sentenciados a penas privativas de libertad que hayan extinguido las dos terceras partes de su condena, siempre que merezcan dicho beneficio por haber desarrollado continuadamente actividades laborales, culturales u ocupacionales, y exista respecto de los mismos un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social. 

La redacción de este precepto fue trasladada de forma casi inalterable al artículo 91 del CP 1995, convirtiendo esta nueva competencia del Juez de Vigilancia en Derecho positivo.

Sin embargo, aunque es el Proyecto de 1994 el que atribuye esta competencia de forma directa al Juez de Vigilancia, esta previsión ya se contenía en el Proyecto de 1992 con la única diferencia de que la concesión de la libertad condicional sería a propuesta de la Administración Penitenciaria. 
1.6. Código Penal de 1995 (LO 10/1995, de 23 de noviembre)

Finalmente, llegó el esperado Código Penal de 1995, cuyo sistema sancionador viene a ser deudor, en gran medida, de los textos pre-legislativos de 1980 y de 1983, así como de los Proyectos de 1992 y 1994. Y, es que no sería arriesgado afirmar que el camino recorrido por el legislador ha tendido en todo momento a aumentar las competencias del JVP. En efecto, tanto el CP de 1995 como las posteriores leyes de reforma han ido atribuyendo al Juez de Vigilancia nuevas funciones que no están previstas en la LOGP. 

Tanto el CP de 1995 como el Reglamento Penitenciario de 1996 (R.D. 190/1996 de 9 de febrero), han venido a generar cierto desorden y desconcierto en el diseño del JVP como Juez de Ejecución de penas privativas de libertad. Como ya ha referido algún autor (
), estas normas han venido a crear cierta confusión competencial de difícil comprensión. Esto es, el JVP bien puede ser un trabajador social cualificado, bien un delegado del tribunal sentenciador con facultades para asumir el control de la ejecución de las penas y medidas de seguridad o bien se le atribuye el control sobre las penas y medidas de seguridad de nueva creación pero sin posibilidad de ejercitarse racionalmente. 

El Código Penal de 1995 crea una nueva pena privativa de libertad, el arresto de fin de semana. Esta pena, que ya se preveía en los textos pre-legislativos desde 1980 -así, Proyecto de 1980, texto que sorprendentemente no atribuía función alguna al Juez de Vigilancia en la ejecución de dicha pena; la PANCP de 1983, donde sí se contempla la concurrencia de dos ausencias no justificadas del arrestado a juicio del Juez de Vigilancia, y así sucesivamente se le fue ampliando esta competencia en los Anteproyectos y Proyectos de 1992 y 1994- se recoge definitivamente en el Derecho positivo con la promulgación del Código Penal de 1995. En efecto, el artículo 37.3 CP atribuye al JVP la competencia para ordenar, en caso de dos ausencias injustificadas del arrestado,  el cumplimiento de la pena de arresto de fin de semana ininterrumpidamente, sin perjuicio de deducir testimonio por delito contra la Administración de Justicia por el quebrantamiento de condena del artículo 468 CP. 
Por otro lado, con el CP 95 se consiguió aprobar el polémico artículo 78 (
) -precedente inmediato del artículo 79 del Proyecto de Código Penal de 1994- que permitía calcular la libertad condicional y los beneficios penitenciarios sobre la totalidad de la condena en los casos en que los límites de los concursos quedaran por debajo de la mitad de la condena total. Este precepto, con una redacción idéntica a la del referido artículo 79 del Proyecto de 1994, atribuye a los JVP la competencia para acordar, oído el Ministerio Fiscal, el regreso al régimen general de cumplimiento para la concesión de beneficios penitenciarios y libertad condicional de los sentenciados a quienes se haya aplicado el art.76 CP. La redacción in fine de este precepto contenía, en opinión de algún autor “el germen de su propia ineficacia, al prever que el Juez de Vigilancia acuerde el regreso al régimen general de cumplimiento cuando a la vista del tratamiento pueda resultar procedente”, por considerar que esta cláusula “trata de salvar las eventuales objeciones que desde el punto de vista del principio de reinserción social (art. 25.2 CE) pudiera plantear el precepto” (
). 

El artículo 90 les atribuye la facultad de conceder la libertad condicional, facultad que se extiende también a los supuestos excepcionales recogidos en los artículos 91 (
) y 92 del CP, y su revocación en caso de incumplimiento. Sin duda alguna, la entrada en vigor de la LOGP de 1979 supuso una profunda transformación de la ejecución penal, pero convendría recordar que, en lo tocante a la libertad condicional, se limitó a la atribución de la potestad para acordarla al Juez de Vigilancia penitenciaria (
). El CP introducía importantes modificaciones en esta institución, las cuales suponían en gran parte la plasmación legal de actuaciones que ya habían sido incorporadas a la práctica penitenciaria por vía reglamentaria (
). 

Se introdujo como novedad la posibilidad de que el Juez de Vigilancia impusiera, al acordar la libertad condicional de los penados, la observancia de reglas de conducta, concretando esta previsión mediante la remisión a las medidas de seguridad no privativas de libertad del artículo 105 CP. Competencia del Juez de Vigilancia que, como ya se vio, tiene su precedente en el PLOCP de 1980 y, más tarde, en el Proyecto de Código de 1994. Es más, la redacción originaria del artículo 90 (
) del CP de 1995 rescató, con tan sólo algún pequeño matiz, la redacción del artículo 91 del referido Proyecto del 94.

En su artículo 91 –transcripción, así mismo, casi literal de los artículos 91 y 92 de los Proyectos de 1992 y 1994 respectivamente-, se recoge otra novedosa competencia al atribuir al Juez de Vigilancia la potestad para conceder, con carácter excepcional -y siempre que se tratare de condenados que se encuentren en el tercer grado de tratamiento penitenciario y hayan observado buena conducta, existiendo sobre ellos un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social-, la libertad condicional a los sentenciados a penas privativas de libertad que hayan extinguido las dos terceras partes de su condena, siempre que merezcan dicho beneficio por haber desarrollado continuadamente actividades laborales, culturales u ocupacionales.
El Código Penal recoge también como novedad en su artículo 92 (
) la posibilidad de que los septuagenarios, los que reunieran los requisitos establecidos, excepto el de haber extinguido las tres cuartas partes de la condena, o las dos terceras, en su caso, puedan ser propuestos para la concesión de la libertad condicional. El mismo criterio se aplicaría para los enfermos muy graves, con padecimientos incurables. Si recordamos, este precepto también rescata la redacción casi inalterada de los artículos 92 y 93 de los Proyectos de 1992 y 1994, respectivamente.

Por último, con el vigente CP desaparece la figura de la redención de penas por el trabajo.

En suma, si la libertad condicional, los beneficios penitenciarios, la redención de penas por el trabajo y las clasificaciones de los penados pertenecen al área de la ejecución propiamente dicha, parece que no sucede lo mismo con otras competencias del Juez de Vigilancia, de ahí que no toda la competencia de este órgano judicial se ubique en la jurisdicción penal. Por ende, es necesario avanzar en el control jurisdiccional del cumplimiento de las penas y de la actividad penitenciaria (así, por ejemplo, en la concesión del tercer grado), a la vez que se libera a los Jueces de Vigilancia de toda función puramente administrativa (por ejemplo, la autorización o concesión de los permisos).

Es necesario hacer una breve referencia al R.D. 690/1996, de 26 de Abril, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y arresto de fin de semana. Las competencias del Juez de Vigilancia respecto a la pena de arresto de fin de semana no culminarían en el artículo 37 del Código Penal de 1995. En efecto, el R.D. 690/1996 le otorga dos competencias que no se contemplaban en el Anteproyecto: la aprobación de la propuesta de ejecución o plan de ejecución de la pena (art. 13 R.D) y la liquidación definitiva de la pena (art. 24 R.D). Esta última competencia, no exenta de polémica, parece referirse sencillamente al licenciamiento definitivo, lo que resultaría a todas luces contradictorio con la propia LOGP que otorga dicha competencia a los tribunales sentenciadores (art. 17.3 LOGP).  
1.7. Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas

Existe un amplio consenso doctrinal en considerar la LO 7/2003 como una de las más trascendentes reformas penológicas desde la promulgación del Código Penal de 1995. Y ello por cuanto que sus previsiones inciden en el endurecimiento efectivo de las condiciones de cumplimiento de las penas de prisión y en la prolongación de la permanencia de los penados en los centros penitenciarios, especialmente en los casos de terrorismo y de criminalidad organizada. A los efectos que nos interesan, conviene destacar que las instituciones afectadas por la citada Ley son la clasificación en tercer grado de cumplimiento, la libertad condicional, los beneficios penitenciarios y la acumulación de condenas, esto es, materias que inciden directamente en las competencias del Juez de Vigilancia Penitenciaria.

El artículo 36.2, por el que se introduce el período de seguridad siguiendo el modelo francés, atribuye a los Jueces de Vigilancia la facultad de acordar la aplicación del régimen de cumplimiento y, con ello, de favorecer la clasificación en tercer grado de aquellos condenados a más de cinco años de prisión antes del cumplimiento de la mitad de la condena, siempre que exista un previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción (
). Potestad excepcional de la que, en todo caso, resultan excluidos los delitos de terrorismo y criminalidad organizada.

Cabría plantearse cómo armonizar la previsión excepcional contenida en el artículo 104.3 del Reglamento Penitenciario con las facultades del Juez de Vigilancia para acordar el retorno al régimen normal de cumplimiento. A saber, se detecta una diferencia fundamental entre la redacción del párrafo segundo del artículo 36 CP, en la versión original del proyecto, y la que finalmente resultó de los trabajos parlamentarios. En efecto, en el Proyecto de Ley, el tenor del artículo 36.2 exigía del cumplimiento de la cuarta parte de la condena para que el Juez de Vigilancia pudiese pronunciarse sobre el mantenimiento del período de seguridad o el regreso al régimen normal de cumplimiento (
). El cumplimiento de esta cuarta parte de la condena suponía la obligación por parte del Juez de Vigilancia de pronunciarse de oficio sobre el mantenimiento o no del período de seguridad. 

La redacción definitiva del artículo 36.2 tuvo su razón en la enmienda presentada por los grupos parlamentarios popular y socialista en el Congreso (
), con la pretensión de que los Jueces de Vigilancia penitenciaria pudieran enjuiciar singularmente las circunstancias concurrentes en cada caso, pero sometiendo la decisión al previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social. Desaparece por ende la limitación temporal a la posibilidad de solicitar del Juez de Vigilancia el retorno al régimen normal de cumplimiento como paso previo a la clasificación en el tercer grado, incluso cuando se trate de propuestas de clasificación inicial. Cuando la Junta de Tratamiento considere que el penado sometido a período de seguridad se encuentra en condiciones materiales de acceder a tercer grado de tratamiento, formulará la correspondiente propuesta al Centro Directivo, condicionada a la posibilidad de que el Juez de Vigilancia acuerde, en su caso, la aplicación del régimen general de cumplimiento (
). 

El sistema garantiza también la imposibilidad de acceder al tercer grado, sin haber cumplido la mitad de la pena impuesta, por la sola decisión jurisdiccional del Juez de Vigilancia, vía recurso, por ejemplo contra la resolución del Centro Directivo por la que se decida el mantenimiento en segundo grado de clasificación del interno sometido a período de seguridad. Por ende, si en el anterior sistema al Juez de Vigilancia le era posible revocar tal decisión, ahora se exige, para enervar la exigencia de la mitad de cumplimiento, de un previo informe de pronóstico individualizado y favorable de reinserción social que no resulta susceptible de recurso alguno y que tan sólo puede ser realizado por la Junta de Tratamiento, sin que le sea posible al Juez de Vigilancia sustituir dicho criterio por el suyo propio.

En suma, la redacción final del artículo 36.2 del CP lleva a la conclusión de que, por un lado, no le es dable al Juez de Vigilancia revocar de oficio el período de seguridad, y por otro, de que el Juez de Vigilancia no podrá dejarlo sin efecto sin el previo informe de pronóstico, por mucho que le sea solicitado por el propio interno. Consecuentemente, se dificulta aún más la clasificación en tercer grado, dada la preceptiva y previa revisión al sistema general de cumplimiento, por depender de la decisión solidaria de la Administración, por un lado, y el Juez de Vigilancia por otro. 

Por otro lado, se reforma el artículo 78 del CP para que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo del tiempo para la libertad condicional en los supuestos de crímenes especialmente graves se refieran siempre a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias. Esto es, al reformar la acumulación de condenas, se amplía la restricción del artículo 78, toda vez que en su redacción original mencionaba los beneficios penitenciarios y la libertad condicional y ahora añade los permisos de salida y el tercer grado. Además, se incorporan los períodos mínimos de cumplimiento efectivo de las condenas que permitirían acceder a los beneficios penitenciarios, siempre que concurran las condiciones que con carácter general se precisan en la ley. En los casos de delitos de terrorismo o cometidos en el seno de organizaciones criminales, el Juez de Vigilancia Penitenciaria podrá acordar la concesión de un tercer grado cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena impuesta, y podrá acordar la concesión de la libertad condicional cuando quede por cumplir una octava parte del mencionado límite (
). 

Otra de las novedades que incorpora la reforma es que ahora el auto por el que el Juez de Vigilancia acuerde el regreso al régimen normal de cumplimiento deberá ir precedido del trámite de audiencia, no solo del Ministerio Público -como venía exigiéndose-, sino también de Instituciones penitenciarias y, lo que es más relevante si cabe, de “las demás partes”.  

Continua la LO 7/2003 con la modificación de los artículos 90 (
), 91 y 93 del CP, relativos a la libertad condicional. Así, por un lado, el apartado 2 del art. 90 viene a recoger la facultad del juez de vigilancia penitenciaria, una vez decretada la libertad condicional de los penados, para imponerles motivadamente la observancia de una o varias de las reglas de conducta o medidas previstas en los artículos 83 y 96.3 del CP(
). Obsérvese que ya no se remite a las medidas de seguridad no privativas de libertad como hasta ahora.

Se modifica el apartado primero del artículo 91 y se le adiciona un apartado segundo, esto es, el apartado primero prevé, como hasta ahora, la facultad del Juez de Vigilancia para conceder, con carácter excepcional, la libertad condicional a los sentenciados a penas privativas de libertad que hayan extinguido las dos terceras partes de su condena, siempre que merezcan dicho beneficio por haber desarrollado continuadamente actividades laborales, culturales u ocupacionales. El apartado segundo de este artículo recoge una nueva competencia, facultando al Juez de Vigilancia para, una vez extinguida la mitad de la condena, adelantar la libertad condicional hasta un máximo de 90 días por cada año transcurrido de cumplimiento efectivo de condena (
), cuando el penado haya desarrollado continuamente las actividades indicadas en el apartado anterior -laborales, culturales u ocupacionales-, y acredite, además, la participación efectiva y favorable en programas de reparación a las víctimas (
) o programas de tratamiento o desintoxicación en su caso, excluyendo expresamente, en ambos casos, a los delitos de terrorismo o cometidos en el seno de organizaciones criminales. 

Al artículo 93, de un solo apartado hasta ahora y convertido en el apartado número uno, se le adicionan dos apartados más, los números 2 y 3. El apartado número uno recoge la facultad del juez de vigilancia penitenciaria para revocar la libertad condicional concedida en los casos en que el reo delinquiere o inobservare las reglas de conducta impuestas en el período de libertad condicional. El apartado número dos viene a recoger la facultad del juez de vigilancia penitenciaria, en el caso de los condenados por delitos de terrorismo (de la sección segunda del capítulo V del título XXII del libro II), para solicitar los informes que permitan acreditar que subsisten las condiciones que permitieron obtener la libertad condicional; y del mismo modo, será el juez de vigilancia penitenciaria el que revocará la libertad condicional concedida, si en el período de libertad condicional el condenado delinquiera, inobservara las reglas de conducta o incumpliera las condiciones que le permitieron acceder a dicha libertad condicional.

Obsérvese que el informe sobre el pronóstico de reinserción social ya no ha de ser emitido por los expertos o peritos que considere el Juez de Vigilancia, como antes se decía, sino por la propia Administración Penitenciaria a través del informe final previsto en el artículo 67 LOGP(
). 

En síntesis, en lo relativo a la libertad condicional y a la clasificación en grado -excepción hecha del período de seguridad-, los nuevos requisitos constituyen en realidad medidas que limitan la discrecionalidad del Juez de Vigilancia en la apreciación del pronóstico favorable de reinserción social en orden a la clasificación del penado y el otorgamiento de la libertad condicional, requisitos que podían ser ya exigidos por el Juez de Vigilancia de acuerdo con la normativa anterior a esta Ley.

1.8. Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre por la que se modifica la LO 10/1995, de 23 de noviembre del Código Penal

Como colofón a las reformas operadas por la LO 5/2003 y 7/2003, las modificaciones operadas por la LO 15/2003 destacan por su extensión, reformando parcialmente aspectos sustanciales del sistema de sanciones.

Esta Ley suprime la pena de arresto de fin de semana, sustituyéndola, según los casos, por la pena de prisión de corta duración (de tres meses en adelante en los delitos), la pena de trabajo en beneficio de la comunidad y la nueva pena de localización permanente. Respecto de esta última pena -regulada en los artículos 35 y 37 del CP-, y para sorpresa de algunos, la Ley no atribuye competencia alguna al Juez de Vigilancia. No ocurrió lo mismo respecto de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, que se ve reforzada con esta reforma por cuanto se contempla como pena principal, en cuya ejecución la Ley atribuye nuevas competencias penológicas al JVP. En efecto, el artículo 49 les atribuye la facultad de controlar la ejecución de la pena del trabajo en beneficio de la comunidad, una de las novedades más sobresalientes de la reforma penal de 1995, y sin precedentes en el Proyecto de 1980 y la PANCP de 1983 (
), cuya competencia ostentaba el Tribunal sentenciador hasta la LO 15/2003 por la que pasa al Juez de Vigilancia. Como no podía ser de otro modo, la traslación de esta competencia al Juez de Vigilancia conllevaba también trasladar los problemas que esta pena estaba generando a los Tribunales sentenciadores, problemas que iban a ser cuantitativamente mayores para los JVP, toda vez que la desaparición de la pena de arresto de fin de semana implicaría la potenciación de los trabajos en beneficio de la comunidad. 

Se comunicará al JVP todo cuanto afecte a la ejecución de esta pena y especialmente las causas tasadas por el propio artículo 49, las cuales pueden conllevar la consideración por parte del JVP de que la pena no se ha cumplido -ausencia del lugar de trabajo, bajo rendimiento, incumplimiento de órdenes o instrucciones, y mala conducta-. Ante la concurrencia de tales circunstancias, el JVP tiene una triple opción a tenor del propio art. 49: o bien ordenar a los Servicios Sociales penitenciarios que se siga cumpliendo la pena en el mismo centro de trabajo, u ordenar que se cumpla en otro centro o, por último, calificar la actitud del reo de incumplimiento y deducir testimonio por quebrantamiento de condena del artículo 468 CP. El margen de discrecionalidad del JVP en esta materia es incuestionable.

Es palmario el cambio de rumbo que con esta reforma del CP se produce en la orientación y configuración inicial de la figura del Juez de Vigilancia en la LOGP, como máximo garante del cumplimiento de las penas y medidas de seguridad privativas de libertad (art. 1 LOGP). Ahora, junto a las tradicionales funciones respecto de las penas privativas de libertad, se le atribuye también el control de una pena privativa de derechos cual es el trabajo en beneficio de la comunidad (
). 

Otra de las competencias tradicionalmente atribuida al Tribunal sentenciador y que la LO 15/2003 confiere, en lo sucesivo, al Juez de Vigilancia es el abono de la prisión provisional por causa distinta de la que se decretó. En efecto, conforme al artículo 58 CP,  

1. “El tiempo de privación de libertad sufrido provisionalmente será abonado en su totalidad por el juez o tribunal sentenciador para el cumplimiento de la pena o penas impuestas en la causa en que dicha privación fue acordada.

2. El abono de prisión provisional en causa distinta de la que se decretó será acordado de oficio o a petición del penado y previa comprobación de que no ha sido abonada en otra causa, por el Juez de Vigilancia Penitenciaria de la jurisdicción de la que dependa el centro penitenciario en que se encuentre el penado, previa audiencia del ministerio fiscal.

3. Sólo procederá el abono de prisión provisional sufrida en otra causa cuando dicha medida cautelar sea posterior a los hechos delictivos que motivaron la pena a la que se pretende abonar.

4. Las reglas anteriores se aplicarán también respecto de las privaciones de derechos acordadas cautelarmente”.

Por otro lado, el artículo 60.1 les confiere la facultad de suspender la ejecución de la pena por demencia sobrevenida, competencia que también anteriormente ostentaba el Tribunal sentenciador y que ha sido transferida al Juez de Vigilancia por la LO 15/2003 (
), de manera que, una vez más, se amplían las competencias de este órgano judicial en detrimento del órgano sentenciador. 

El apartado primero del artículo 60 del CP en su redacción originaria (
) residenciaba todo lo concerniente al incidente de demencia sobrevenida en la ejecución de pena en el Tribunal sentenciador (
), introduciendo el texto actual del precepto por primera vez la intervención del Juez de Vigilancia, el cual va a intervenir en todo el proceso, quedando tan sólo en manos del Tribunal sentenciador la potestad de dar por extinguida la pena o bien acortarla por razones de equidad y bajo la justificación de la no consecución de los fines resocializadores de la pena. Potestad del órgano sentenciador que se mantiene en el apartado segundo del artículo 60, in fine, toda vez que el acortamiento de la pena es competencia del Tribunal que la impuso y no del Juez de Vigilancia. 

También se impone al JVP, artículo 60.1 in fine, la obligación de notificar al Ministerio Fiscal la situación de demencia para que proceda a instar el expediente de incapacitación, lo que no merece mayor comentario toda vez que se trata de una obligación impuesta a toda autoridad que por razón de su cargo tenga conocimiento de la existencia de posible causa de incapacitación de una persona. 

El precepto no parece dejar claro si también será competencia del Juez de Vigilancia seguir la evolución de la patología psiquiátrica del condenado, pero sí es evidente que será el órgano encargado de poner fin a la suspensión de la pena cuando, a su juicio, el condenado se haya restablecido, debiendo comunicarlo al Tribunal sentenciador a los efectos de lo previsto en el art. 60.2 CP.

Continua la LO 15/2003 completando el régimen de libertad condicional en caso de internos en peligro de muerte y adiciona al artículo 92 un segundo y tercer apartado, sin introducir modificación alguna al apartado primero de este artículo, que continua inalterado desde su redacción originaria. La novedad fundamental radica en la diferenciación de dos supuestos de libertad condicional. Los apartados uno y dos del art. 92 referidos a la de septuagenarios y enfermos con padecimientos muy graves e incurables, y el apartado tercero referido a los supuestos de personas en peligro de muerte como consecuencia de una edad avanzada o a causa de una enfermedad. Una vez más, se ven ampliadas las facultades del Juez de Vigilancia, toda vez que éste y no otro órgano es el encargado de autorizar todas las libertades condicionales.

Como se constata, las reformas penales han venido ampliando progresivamente las competencias de los Jueces de Vigilancia, afectando a competencias en materia de ejecución de penas no privativas de libertad cual son los trabajos en beneficio de la comunidad, materias estrictamente penológicas como el abono de preventiva en causa diferente del artículo 58 del Código penal o la suspensión de la ejecución de la pena por trastorno mental del artículo 60 del mismo texto punitivo.

No sabemos si era intención del legislador añadir reformas al ámbito penitenciario, pero qué duda cabe que, al introducir modificaciones en la parte general del Derecho Penal, éstas iban a incidir en la ejecución de la pena y, por ende, en el papel de los Jueces de Vigilancia Penitenciaria. Intencionadamente o no, lo que resulta incuestionable es que las reformas legales de 2003 tuvieron como denominador común la ampliación de las competencias del JVP en detrimento de las previstas a los tribunales sentenciadores.

Hacemos una breve referencia también al R.D. 1849/2009, de 4 de diciembre, por el que se modifica el R.D 515/2005, de 6 de mayo, que establece las circunstancias de ejecución de las penas de trabajos en beneficio de la comunidad y de localización permanente, de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad, (derogado por RD 840/2011).
En lo concerniente a la determinación de los puestos de trabajo, una vez valorado por la Administración penitenciaria el trabajo propuesto por el penado, remitirá un informe al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria a fin de adoptar la decisión correspondiente (art. 4 R.D. 1849/2009, de 4 de diciembre).

El artículo 5 del citado Real Decreto encomienda al Juzgado de Vigilancia la aprobación o rectificación de la propuesta de cumplimiento de la pena, que le habrá sido elevada por los Servicios Sociales penitenciarios tras la entrevista al penado.

También el artículo 7.1 del mismo texto reglamentario encomienda al Juez de Vigilancia la labor de dar instrucciones al penado durante el cumplimiento de la condena.
1.9. Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal

Por lo que a las competencias del Juez de Vigilancia se refiere, esta Ley incidió en el denominado período de seguridad, modificando la redacción del artículo 36.2, eliminando el carácter automático de la aplicación del período de seguridad, es decir, ahora será a criterio del Juez o Tribunal sentenciador la imposibilidad de acceder al tercer grado hasta el cumplimiento de la mitad de la pena. Se establece, además, el período de seguridad obligatorio siempre y cuando la pena impuesta sea superior a cinco años en los delitos de terrorismo, crimen organizado y abusos, agresiones sexuales, prostitución y corrupción si la víctima es menor de 13 años. 

Cabría también mencionar aquí el régimen transitorio de la libertad condicional, por cuanto la Disposición Transitoria 2ª de la LO 5/2010 parece olvidar que el liberado condicional, a diferencia del condenado que tiene suspendida la condena, está cumpliendo una pena privativa de libertad, con lo cual su condena, so pena de incurrir en una vulneración de principio de ley penal más favorable, debería ser objeto de revisión sin esperar a que el liberado incurra en causa de revocación. La revocación de la libertad condicional y su no ejecución en estos casos, genera una notoria disfunción en la medida en que se atribuye al Juez de Vigilancia una función de predicción de la futura actuación del sentenciador llamado a revisar la condena.

Debe hacerse aquí también una sucinta referencia al R.D. 840/2011, de 17 de junio, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y de localización permanente en centro penitenciario, de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad y sustitución de penas, (deroga el RD 515/2005 de 6 de mayo).

Con este texto, la elaboración y aprobación de los planes de ejecución de las penas y medidas se sustrae de las autoridades judiciales -Juez de Vigilancia o Juez o Tribunal sentenciador-, para atribuirse a los órganos de la Administración Penitenciaria (se produce una “administrativización”) -fundamentalmente, al servicio de gestión de penas y medidas alternativas, así como a las autoridades y Juntas de Tratamiento-, estableciéndose, además, su ejecutividad inmediata desde el momento de la aprobación del plan o programa por la autoridad administrativa, contemplándose tan solo su comunicación a posteriori al Juez o Tribunal sentenciador, o al Juez de Vigilancia Penitenciaria.

1.10. Anteproyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal (aprobado en Consejo de Ministros el 16 de julio de 2012)

A nadie debe sorprender ya el aumento de competencias que suele experimentar el Juez de Vigilancia en cada reforma en el ámbito de la normativa penal. El reciente Anteproyecto atribuye a este órgano nuevas competencias en relación con la prisión permanente revisable. En efecto, se introduce un tercer apartado al artículo 36, que de superar la oportuna tramitación parlamentaria llegará a convertirse en derecho positivo.

En consecuencia, el Juez de Vigilancia estará obligado a elaborar, a efectos de conceder los permisos de salida o la progresión al tercer grado, cuando hubiera sido impuesta una pena de prisión permanente revisable, un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social (
). 

Por otro lado, se modifican los apartados segundo y tercero del artículo 78. Este precepto atribuye a los JVP la competencia para acordar, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones penitenciarias y las demás partes, el regreso al régimen general de cumplimiento para la concesión de beneficios penitenciarios y libertad condicional. Pues bien, ahora el nuevo apartado segundo del Anteproyecto obliga al Juez de Vigilancia a adoptar, a efectos de conceder permisos de salida y la progresión al tercer grado, y siempre que hubiera sido impuesta una pena de prisión permanente revisable, un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social (
).
El texto del Anteproyecto conlleva, por otro lado y para gran sorpresa de muchos, importantes modificaciones que implican el desapoderamiento al Juez de Vigilancia de importantes facultades y atribuciones que ha ostentado hasta ahora, y sigue ostentando de momento. En efecto, el Anteproyecto sustrae al Juez de Vigilancia la competencia para conceder la libertad condicional y el adelantamiento de la misma, dejando dicha facultad en manos del Juez o Tribunal sentenciador. Se ha vuelto, poco menos, que a la regulación del CP de 1973 en este aspecto.

2. Medidas de Seguridad

2.1. El proyecto de CP español de 1980

El Proyecto de Código Penal de 1980, amén de derogar la entonces vigente Ley de Peligrosidad y de Rehabilitación Social de 4 de agosto de 1970, incorporó, en sus arts. 130 (
) y siguientes, una serie de medidas de seguridad de carácter curativo, educativo y asegurador que, por primera vez, exigían una garantía de legalidad y de jurisdiccionalidad. 

Según el artículo 142, cuando el Tribunal decretaba el internamiento de un enajenado en uno de los establecimientos especiales psiquiátricos, el interno no podía salir del mismo sin autorización del Tribunal, previo informe del Juez de Vigilancia y de los facultativos que lo asistieran (
). Por su parte, a tenor del art. 144, cuando el internamiento venía referido a un centro pedagógico especial -caso de los sordomudos-, el interno no podía salir sin autorización del Tribunal, a propuesta del Juez de Vigilancia (
). Por tanto, en lo relativo a la aplicación de las medidas de seguridad, la competencia del Juez de Vigilancia se extendía, en palabras de GARCÍA VALDÉS, “a la emisión de informes, propuestas de suspensión o finalización del internamiento de custodia, de rehabilitación o pedagógico adoptado, y a la asistencia por sus delegados (artículos 137, 142 y siguientes, del Proyecto)” (
).

Para la efectiva aplicación de las medidas previstas en este Proyecto de 1980, era necesaria, en opinión de DÍAZ VALCÁRCEL, “una ampliación de atribuciones, facultades y competencias del Juez de Vigilancia, como instrumento indispensable para la efectividad de la garantía ejecutiva establecida constitucionalmente”. Ampliación que, para este mismo autor debía consistir, por un lado, en lo relacionado con el Tribunal sentenciador, “en la atribución al Juez de Vigilancia de la competencia propia en orden a dictar resoluciones jurisdiccionales posteriores a la sentencia condenatoria, en aplicación del arbitrio judicial sobre condiciones de su ejecución; para resolver sobre la probation y su fin; para revocar la condena condicional y acordar su cumplimiento; así como para acordar la libertad condicional y su revocación”; y, por otro lado, en relación con las funciones de la Administración penitenciaria, “la competencia del Juez de Vigilancia debería abarcar la determinación de las modalidades de tratamiento, resolviendo sobre la progresión de grado y sobre la concesión de permisos de salida y dirigir la asistencia post-penitenciaria como superior directo de los órganos asistenciales públicos y como coordinación de la actividad de las instituciones privadas” (
).

Conviene hacer alguna referencia al borrador del Anteproyecto de Código Penal en relación con las medidas de seguridad. A saber, los redactores del Borrador de Código Penal, conscientes de que la Ponencia Especial sobre Peligrosidad y Rehabilitación Social iba a presentar, en su día, un texto articulado del Título VI del Libro I (“De las medidas de seguridad”), no aspiraron al perfeccionamiento de este título, remitido el día 3 de agosto de 1978 por la Ponencia encargada de redactar el Anteproyecto del Código Penal a la Sección 4ª de la Comisión General de Codificación. Por este motivo, en esta versión, dividida tan sólo en dos capítulos, no se recogió, entre otros muchos extremos, la asistencia vigilada por delegados del Juez de Vigilancia y, lo que es aún más grave, tampoco se estructuraba el sistema vicarial, esto es, la posibilidad de sustituir las penas y las medidas, y los efectos de esta sustitución (
). 

El Borrador del Anteproyecto del Título VI del Libro I, redactado por la Ponencia Especial para la elaboración de un Anteproyecto de Código Penal, establecía en su artículo 133  que “cuando un enajenado hubiere cometido un hecho previsto por la Ley como infracción penal y fuere declarado exento de responsabilidad criminal conforme al número primero del artículo 24, el Tribunal decretará su internamiento en uno de los establecimientos especiales de carácter psiquiátrico, del cual no podrá salir sin autorización del Tribunal, previa propuesta del Juez de Vigilancia” (
).
En las Conclusiones de la Ponencia encargada de la reforma de la Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social, se recogía un apartado en relación a las reformas a introducir en los Títulos preliminar y I a V del Borrador del Anteproyecto de CP, Parte General. En estas conclusiones, se proponía que, en la redacción del artículo 89 se evitara la expresión “oído el juez de vigilancia”, sustituyéndola por la de “previo informe-propuesta del juez de vigilancia y oído el fiscal”. Finalmente, el Borrador de Anteproyecto del título VI del Libro I, venía a establecer en su artículo 131 las medidas de seguridad, incluyendo como tales, en su apartado número 14, “la asistencia vigilada, por delegados del juez de vigilancia, mientras el sujeto esté sometido a la medida de tratamiento ambulatorio, o durante un tiempo máximo de cinco años” (
).


El art. 135 del Proyecto recogía las medidas se seguridad en general (
). Entre ellas, se encontraba también la custodia familiar, donde el Juez de Vigilancia ejercería dicha custodia en contacto con el familiar que se designe y la acepte. Por otro lado, debe señalarse que no se contemplaba en el Proyecto la creación de la medida de internamiento en un Centro terapéutico-social. 


2.2. La Propuesta de Anteproyecto de nuevo Código Penal de 1983

La PANCP, siguiendo las directrices del Proyecto de 1980, mantiene prácticamente todas las competencias del Juez de Vigilancia, aunque se hacen menos referencias a este órgano. Probablemente, la razón no es otra que en este texto las medidas de seguridad no privativas de libertad y las reglas de conducta son la misma cosa. En efecto, cuando analizábamos el apartado de las penas, se vio como esta Propuesta suprimía las reglas de conducta y las tareas respecto de las mismas. Pues bien, respecto de las medidas de seguridad no privativas de libertad otra llamativa novedad de la PANCP es su tratamiento como “reglas de conducta” (
). 



Del mismo modo, se decía que algunos preceptos hacían referencia a “un Juez” sin saber muy bien a quien se refería exactamente, si al sentenciador o al de vigilancia-era el caso de los artículos 75, 77 y 85 de la Propuesta-, y lo mismo ocurre respecto del artículo 87.2 referido a las medidas de seguridad, cuya aplicación exige, además de haber cometido un hecho tipificado como delito, un pronóstico de comportamiento futuro que revele la probabilidad de comisión de nuevos delitos, emitido por “el juez”. Éste Juez, también ha de suponerse que es el de Vigilancia Penitenciaria (
).

La PANCP, a diferencia de su antecesor, sí relacionaba las medidas de seguridad de forma cerrada, pudiendo ser privativas y no privativas de libertad (art. 86).

En suma, la Propuesta mantiene, con algunos matices, las competencias del Juez de Vigilancia referidas a la emisión de informes, propuestas de suspensión o finalización del internamiento de custodia. Así, el Juez de Vigilancia continuaba obligado a informar al Tribunal sobre la evolución del tratamiento en los plazos que aquél señalase, intensificando la PANCP la periodicidad de estos informes, toda vez que dicha periodicidad debía ser, cuando menos, semestral, mientras que en el Proyecto de 1980 era anual.

Respecto de las medidas de seguridad no privativas de libertad, el texto mantiene como tal la asistencia y observación por delegados del Juez de Vigilancia, excepto cuando se trate de sordomudos declarados exentos de responsabilidad, supuesto que sí recogía el Proyecto de 1980. Sin embargo, como más adelante veremos, esta medida desaparece con la aprobación del vigente CP de 1995.

Se mantuvo, así mismo, la custodia familiar, con un matiz: que el familiar que la aceptase debía ejercerla “en relación” con el JVP, mientras que en el Proyecto 1980, el familiar correspondiente la ejercía “en contacto” con el Juez de Vigilancia Penitenciaria. No se alcanza a comprender muy bien en qué podía consistir esta relación o aquél contacto.


2.3. El Anteproyecto y Proyecto de 1992

Al igual que en el texto anterior, las medidas de seguridad, exclusivamente post-delictuales, se relacionan en el Proyecto de 1992 de forma cerrada, pudiendo ser privativas y no privativas de libertad. En la aplicación de las medidas no privativas de libertad, este texto alude en su art. 108, a la imposición, por parte del Juez o Tribunal sentenciador, de la observancia de una o varias “medidas”, a secas, aunque a tenor del art. 95 del mismo texto, tienen la misma consideración de reglas de conducta que les atribuía la PANCP. 

El Proyecto de 1992 establece, en relación con las medidas no privativas de libertad, y a diferencia de la PANCP (
), una subclasificación temporal, esto es, medidas a imponer por un tiempo no superior a cinco años, y medidas por un tiempo de hasta diez años. Dentro de las primeras se encuentra la custodia familiar, ejercida por el Juez de Vigilancia en relación con el familiar correspondiente, de modo similar a los textos anteriores.

Sin embargo, de manera novedosa, este texto recoge, en el art. 108 in fine, la obligación por parte del Juez de Vigilancia o sus delegados de informar al Juez o Tribunal sentenciador sobre el cumplimiento de dichas medidas (
). Obligación que se recoge también en el Proyecto de 1994, que veremos a continuación, hasta convertirse en derecho positivo con la promulgación del vigente CP de 1995.

Se mantienen asimismo, respecto de las medidas privativas de libertad, las competencias del Juez de Vigilancia relativas a la emisión de informes y las propuestas de finalización del internamiento de custodia (arts. 103 y ss). No ocurre otro tanto cuando se trata de dejar en suspenso la ejecución de una medida, en general. En efecto, también como novedad, este texto sustituye la exigencia de que dicha suspensión sea acordada a propuesta del Juez de Vigilancia por la audiencia a este órgano (art. 99.2 del Proyecto). 

La periodicidad con la que deberá informar al Tribunal sobre la evolución del tratamiento sigue siendo semestral. De hecho, el art. 103 del Proyecto de 1992 es una copia, casi exacta, del art. 95 de la PANCP y del art. 142 del PLOCP de 1980. Y lo mismo ocurre con otra suerte de preceptos de este texto que afectan a las competencias del Juez de Vigilancia, que no podemos reproducir aquí por razones evidentes.

2.4. El Anteproyecto y Proyecto de 1994
Este Proyecto incrementó las competencias del Juez de Vigilancia. En efecto, la redacción de los artículos 97 y 98 “no tenía desperdicio”, razón por la que los reproducimos aquí casi íntegramente, además de por su notable importancia, toda vez que ambos preceptos se trasladaron casi intactos al vigente CP, dejando muy claras las intenciones de los pre-legisladores respecto de las competencias del Juez de Vigilancia.

A tenor de su art. 97, durante la ejecución de la sentencia -y en relación con todas las medidas de seguridad, privativas o no privativas de libertad-, se requerirá la previa propuesta del Juez de Vigilancia Penitenciaria para que el Juez o Tribunal sentenciador pueda, mediante un procedimiento contradictorio, decretar el cese de cualquier medida de seguridad impuesta en cuanto desaparezca la peligrosidad criminal del sujeto, sustituir una medida de seguridad por otra que estimare más adecuada y dejar en suspenso la ejecución de la medida en atención al resultado ya obtenido con su aplicación. Obsérvese que, en este último caso, se elimina el trámite de audiencia al Juez de Vigilancia para acordar la suspensión de la medida, recogido en el Proyecto de 1992, volviendo a exigir su previa propuesta como en los textos anteriores.

Además -a los efectos del cese, sustitución o suspensión- la redacción, in fine, de este precepto obliga al Juez de Vigilancia a elevar al menos anualmente una propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la medida de seguridad impuesta cuando se trate de medidas privativas de libertad.

Por su parte, el artículo 98 del Proyecto venía a recoger, a los efectos de formular las propuestas a las que se refiere el art. 97, la obligación del Juez de Vigilancia Penitenciaria de valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales que asistan al sometido a medida de seguridad, y, en su caso, el resultado de las demás actuaciones que a este fin ordene.

Respecto de las medidas no privativas de libertad, a imponer por un tiempo no superior a cinco años, se mantiene la custodia familiar, en idénticos términos que los textos anteriores (art. 105.1.e). Asimismo, la redacción, in fine, del art. 105 mantiene la obligación del Juez de Vigilancia de informar al Juez o Tribunal sentenciador sobre el cumplimiento de las medidas no privativas de libertad en general. No obstante, como novedad en este texto, el Juez de Vigilancia comparte esta función con los Servicios correspondientes del Ministerio de Justicia e Interior o de la Administración autonómica respectiva. El art. 105 de este Proyecto se traslada casi intacto al también art. 105 del CP de 1995 en su redacción originaria.

Como ahora veremos, las intenciones de los pre-legisladores penales en relación con las funciones o competencias del Juez de Vigilancia quedaron plasmadas en el vigente Código Penal, y reformas posteriores del mismo.

2.5. Código Penal de 1995 (LO 10/1995, de 23 de noviembre)

El sistema sancionador del CP de 1995 es deudor, en gran medida, de los textos pre-legislativos de 1980 y de 1983, mientras que el sistema de medidas de seguridad se corresponde con lo propuesto por los Proyectos de 1992 y de 1994, resultando también deudor de las directrices político-criminales marcadas ya por los dos primeros. En consecuencia, las competencias del Juez de Vigilancia pretendidas ya en estos trabajos prelegislativos se convierten en derecho positivo con la promulgación del CP de 1995, quedando manifiestas con una claridad aplastante las intenciones del pre-legislador penal.  
Ahora bien, más que funciones propias de los órganos jurisdiccionales, basadas sobre todo en facultades decisorias, el CP les otorga a los Jueces de Vigilancia únicamente facultades para proponer. Esto para algunos autores (
), es poco menos que considerar al Juez de Vigilancia como un órgano adjunto, o, incluso, un Asistente Social más o menos cualificado al servicio del órgano sentenciador que es quien conserva la funciones propias de un órgano decisorio. Así, el apartado primero del artículo 97 CP -rescatado casi intacto del también art. 97 Proyecto 1994-, les atribuye la vigilancia sobre las medidas de seguridad impuestas. En consecuencia, el Tribunal sentenciador puede acordar el cese, sustitución o suspensión de las medidas de seguridad acordadas en la sentencia, ya sean privativas o no privativas de libertad, mediante un procedimiento contradictorio, previa propuesta del Juez de Vigilancia Penitenciaria. Además, el mismo artículo 97, in fine, obliga al Juez de Vigilancia a elevar al Tribunal sentenciador, con carácter anual, una propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de las medidas que sean privativas de libertad. 

Por otro lado, el artículo 98 CP -con una redacción exacta al también art. 98 del Proyecto 1994-, asigna al Juez de Vigilancia la competencia para valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales que asistan al sometido a tal medida de seguridad, debiendo valorar, además, en su caso, el resultado de las demás actuaciones que a este fin ordene. Competencia que viene referida al resto de actuaciones que podrá ordenar el Juez de Vigilancia a fin de poder entender y contrastar los informes que le vengan dados por los facultativos que asistan al sometido a la medida.

No acaban aquí las funciones del Juez de Vigilancia. En efecto, en relación con las medidas no privativas de libertad, el artículo 105 CP, in fine, les obliga a informar al Tribunal sentenciador sobre el cumplimiento de estas medidas, que se hayan impuesto a los inimputables o semiinimputables desde un principio o durante la ejecución de la sentencia (
). Importante es también dejar claro que desaparece el tratamiento de las medidas no privativas de libertad como “reglas de conducta” (art. 96 CP), a diferencia del art. 95 Proyecto 1994, y a pesar de la semejanza de ambos preceptos.

Continuando con las medidas no privativas de libertad, cabría por último referirse a la denominada “custodia familiar”, donde el familiar que la acepte la ejercerá en relación con el JVP. Medida novedosa por cuanto que se materializa con la entrada en vigor del CP de 1995, pero recordemos que la custodia familiar ya era pretendida desde el Proyecto de CP de 1980, donde el familiar correspondiente la ejercería “en contacto” con el Juez de Vigilancia Penitenciaria (
). La cuestión aquí es determinar en qué puede consistir esta relación (habría que preguntárselo a algún JVP cuya experiencia al respecto pueda ilustrarnos). 

Para algunos autores, la regulación que el CP de 1995 hace de las medidas de seguridad “es el paradigma de la confusión, carente de un mínimo criterio estructural, de medios y de fines, que no otra cosa es la eficacia, que irremediablemente está abocado al fracaso o, lo que es todavía peor, a la burocratización, ocultándose la realidad llana y las posibilidades de incidir en ella, bajo una montaña de papeles inútiles como, por cierto, tantas veces hemos logrado en nuestra Historia” (
). 

Sorprende, no obstante, que el CP incorpore una nueva medida no privativa de libertad en el art. 105.1.f -sometimiento a programas de tipo formativo, cultural, educativo profesional, de educación social y otros similares (
)- y que no se haya previsto una medida de “vigilancia de conducta”, o lo que es lo mismo, asistencia y observación por delegados del Juez de Vigilancia, como sí había previsto el Proyecto de 1980 y también la PANCP de 1983. 

Visto el panorama de las funciones del JVP en el CP 95, éstas fueron las únicas conclusiones de las Jornadas de Vigilancia Penitenciaria celebradas en Madrid los días 27 y 28 de enero de 1998, respecto de las Medidas de Seguridad: 

1ª Solicitar la modificación de las normas reguladoras de las competencias atribuidas por el CP 95 al JVP y, en general, de la intervención de dicho órgano jurisdiccional en la ejecución de las Medidas de Seguridad. Se adoptó por unanimidad.

2ª En todo caso, solicitar la supresión de las competencias de los JVP en las Medidas de Seguridad no privativas de libertad. También se adoptó por unanimidad.

2.6. Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas.

No hizo alusión alguna ni incidió en las funciones del Juez de Vigilancia Penitenciaria respecto a las medidas de seguridad.

2.7. Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre por la que se modifica la LO 10/1995, de 23 de noviembre del Código Penal.

No introduce cambios sustanciales en las funciones que el JVP desempañaba ya en la ejecución de las medidas que se pueden imponer en virtud de los artículos 95 a 108 CP. Se le sigue atribuyendo el control de estas medidas, dándole un papel secundario de mero informador y de colaborador del tribunal sentenciador. 

Se modifican, no obstante, los artículos 96 y 97 CP con el fin de clarificar algunas de las medidas pero sin alterar el régimen competencial y la relación entre el tribunal sentenciador y el JVP, manteniendo éste último la obligación de elevar informes de seguimiento anuales cuando de medidas de seguridad privativas de libertad se trate. 

2.8. Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal

La reforma de la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, vino a suprimir la intervención del Juez de Vigilancia en la dinámica del procedimiento revisor de las medidas de seguridad no privativas de libertad. Se acoge así el criterio establecido por el Tribunal Supremo, que a su vez asumió en este sentido anteriores advertencias doctrinales y de los propios Jueces de Vigilancia; tan solo se ha conservado su presencia en la custodia familiar y en relación con la libertad vigilada postpenitenciaria, atendida en este último caso la inmediata relación del Juez de Vigilancia con las Instituciones Penitenciarias a las que se confió el cumplimiento material de la pena de prisión, tras cuyo término se activa esta modalidad de libertad vigilada (
). 

Por supuesto, el JVP seguiría ostentando el control sobre la ejecución de las medidas de seguridad impuestas a inimputables o semi-imputables. En este sentido, el artículo 98 CP, íntegramente reformado por la LO 5/2010, viene a imponer al Juez de Vigilancia la obligación de elevar al juez o tribunal sentenciador, al menos anualmente, una propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión tanto de la medida de seguridad privativa de libertad, como de la nueva medida no privativa de libertad (libertad vigilada) que deba ejecutarse después del cumplimiento de una pena privativa de libertad (postpenitenciaria). Para ello, deberá valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales que asistan al sometido a medida de seguridad o por las Administraciones Públicas competentes y, en su caso, el resultado de las demás actuaciones que a este fin pueda ordenar.

Igualmente, continuará obligado a informar al juez o tribunal sentenciador sobre el cumplimiento de las medidas de seguridad no privativas de libertad (art. 105 CP). 

Del mismo modo, cuando la medida no privativa de libertad consista en la custodia familiar, el Juez de Vigilancia ejercerá dicha custodia en relación con el familiar que se designe y la acepte. 

La LO 5/2010, siguiendo la línea marcada por el legislador penal, confiere al Juez de Vigilancia nuevas competencias. En efecto, a pesar de que esta Ley, por un lado, suprime su intervención en la dinámica del procedimiento revisor de las medidas de seguridad no privativas de libertad, por otro lado, le atribuye el control sobre la aplicación de la medida de libertad vigilada postpenitenciaria (
). Lo más destacado de esta novedosa medida es que permite al juez o tribunal su imposición en atención a la peligrosidad del condenado imputable, para su cumplimiento con posterioridad a la ejecución de la pena privativa de libertad cuando así lo disponga el Código Penal. Pues bien, a estos efectos, en virtud de la nueva redacción del artículo 106.2 CP, el Juez de Vigilancia deberá elevar al juez o tribunal sentenciador, con al menos dos meses de antelación a la extinción de la pena privativa de libertad, la oportuna propuesta a fin concretar el contenido de la medida (prohibiciones, obligaciones o reglas de conducta a las que deberá someterse el condenado una vez cumplida la pena) (
). Además, también en estos casos, durante el cumplimiento de la medida de libertad vigilada el Juez de Vigilancia deberá elevar al juez o tribunal sentenciador al menos una propuesta anual de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la medida impuesta (art. 98 CP). 

Por último, es de todo punto inevitable hacer aquí referencia al documento recientemente aprobado que vemos a continuación.

2.9. Anteproyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, (aprobado en Consejo de Ministros el 16 de julio de 2.012)


Tratándose de un anteproyecto, resulta difícil aventurar si las modificaciones previstas por este texto llegarán a buen puerto. Pero, de ser así, habría que reconocer que la arraigada “costumbre” del pre-legislador y legislador penal de aumentar las competencias del Juez de Vigilancia, a costa de desapoderar al órgano sentenciador, ha dado un giro de ciento ochenta grados. 

Se lleva a cabo una profunda reforma de las medidas de seguridad. En lo que, a los efectos de la figura estudiada importa, los cambios más significativos se producen respecto de dos medidas de seguridad no privativas de libertad: la libertad vigilada post-penitenciaria -introducida por la LO 5/2010 para los delincuentes sexuales peligrosos-, y la custodia familiar. En cuanto a la primera, además de ampliarse los supuestos en los que, junto con una pena, puede imponerse esta medida, se exime al Juez de Vigilancia de la obligación de elevar al Juez o Tribunal sentenciador, con al menos dos meses de antelación a la extinción de la pena privativa de libertad, la oportuna propuesta a fin de concretar el contenido de la medida (prohibiciones, obligaciones o reglas de conducta a las que deberá someterse el condenado una vez cumplida la pena), (art. 106 CP). En consecuencia, también quedará exonerado el Juez de Vigilancia de la obligación de elevar al Juez o Tribunal sentenciador, durante el cumplimiento de la medida de libertad vigilada, al menos una propuesta anual de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la medida impuesta (art. 98 CP).

Desaparece la arraigada custodia familiar del catálogo de medidas no privativas de libertad y, con ella, la obligación del Juez de Vigilancia de ejercerla en relación con el familiar designado y que acepte la custodia (
). 

Por otro lado, se introduce una nueva medida de seguridad privativa de libertad: la custodia de seguridad, prevista para supuestos excepcionales (delincuentes reincidentes peligrosos). No se atribuyen competencias al Juez de Vigilancia en relación con esta medida.

En síntesis, el nuevo catálogo de medidas de seguridad que recoge el art. 96 del texto del Anteproyecto (
), descarga, por así decirlo, al Juez de Vigilancia de una pequeña parte de las numerosas competencias que viene realizando desde su existencia y que, insistimos, no están previstas en la LOGP.
Conclusiones
Primera. La intervención judicial en la ejecución de las penas privativas de libertad hunde sus raíces en el Derecho histórico español y, más concretamente, en una Real Pragmática de 1480 dada por los Reyes Católicos en el Ordenamiento de Toledo. En la misma, se encomendaba al órgano judicial una misión inspectora mediante visitas a las cárceles los sábados de cada mes. Tanto estas previsiones de los Reyes Católicos como otras posteriores, en las que se preveía un control de nuestras cárceles y presidios por autoridades extra-penitenciarias, encerraban un significado que, si bien no iba más allá de lo retórico, permitió evidenciar el deplorable estado de las prisiones y servir de soporte documental a numerosos trabajos doctrinales que destacaron el lamentable estado de estos inhóspitos lugares. El control de las prisiones acabó siendo objeto de fuerte reivindicación por la doctrina de la época; sin embargo, pese a los anhelos de nuestra doctrina penal por una judicialización de la actividad penitenciaria, podría concluirse que la fiscalización de la ejecución de las penas privativas de libertad en España estuvo siempre confiada, hasta la aprobación de la LOGP, con carácter casi exclusivo, a la Administración.

Segunda. A lo largo del siglo XX, la necesidad de una figura que fiscalizara y controlara la ejecución de las penas se hace sentir en todo el mundo. La idea de otorgar una amplia intervención al juez en la ejecución de la pena privativa de libertad se erige en una de las cuestiones penológicas que suscita un inusitado interés, generando numerosos debates y estudios por parte de penólogos y penitenciaristas. Una vez dado el primer paso efectivo en Europa a través del IV Congreso Internacional de Derecho Penal, celebrado en Paris en 1937, se suceden encuentros e instrumentos jurídicos (Regla 56/2 del Consejo de Europa, Jornadas y Congresos internacionales, Reglas Mínimas de Ginebra, etc.), hasta que el control judicial de las penas y medidas privativas de libertad es una realidad en las legislaciones de la mayoría de los países. Así, mientras en el continente americano la primera norma que crea este órgano judicial especializado es la brasileña (Ley Federal de 5 de septiembre de 1922), en Europa, esta figura es introducida en Italia (Código Penal de 1930), Portugal (Ley de 16 de mayo de 1944), y Francia (Código de Procedimiento Penal, de 31 de diciembre de 1957 y Ordenanza de 23 de diciembre de 1958).

En España, tratando de dar una rápida respuesta a los requerimientos internacionales y a la urgente llamada sobre la creación del órgano que ha de encargarse de velar por los derechos de los internos, se introduce esta figura, por vez primera, a través de la LOGP de 1979, inspirándose para ello en los modelos italiano, francés, sueco y portugués. 

Tercera. Excepción hecha de la Ley de Prisiones de 1849, la ejecución de la pena de prisión alcanza su más alto rango legislativo con la aprobación de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria. En su elaboración se tuvieron en cuenta los contenidos constitucionales que ya se habían sancionado y, a los efectos que nos interesan, el art. 117.3 por el que se encomienda a los Juzgados y Tribunales el ejercicio de la potestad jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado. Consecuencia de la atribución de esta facultad constitucional es la inclusión, en el Anteproyecto, del Título V “Del Juez de Vigilancia”. Pese al nomen de la rúbrica del citado Título, en la Exposición de Motivos, el pre-legislador se refiere a este órgano judicial como el “Juez de la Ejecución de las Penas”. Esta dual denominación obedece a la ausencia de un único modelo de referencia; en efecto, si en la elaboración de nuestra actual LOGP se tuvieron en cuenta las legislaciones alemana, italiana y sueca, en la configuración del órgano judicial competente para intervenir en la ejecución penal, nuestro pre-legislador se inspiró en las legislaciones francesa y portuguesa, por una parte, y en la italiana, por otra, motivo por el que la denominación inicial de “Juez de Ejecución de las Penas” tuviera su paralelismo en el Juge de l´Application des Peines francés (JAP) y que la rúbrica del Título V, esto es, “Juez de Vigilancia” hallara su correspondencia con el Giudice di Sorveglianza italiano. Esta circunstancia, evidencia la disyuntiva no resuelta entre el modelo francés, en el que el Juez tiene funciones eminentemente penológicas y el sistema italiano, donde la función tuitiva aparece potenciada al erigirse en órgano garante de los derechos de los reclusos. El texto del Proyecto opta por expandir la facultad decisoria del órgano judicial a los beneficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena. Con esta previsión, se amplían notablemente las competencias resolutorias del Juez de Vigilancia al incluirse tanto instituciones de honda raigambre, como el adelantamiento de la libertad condicional, como aquellas que pudieran introducirse en el futuro. En cualquier caso, las funciones que el artículo 76 de la LOGP atribuye al Juez de Vigilancia son estrictamente penitenciarias.

Cuarta. Desde la creación del Juez de Vigilancia Penitenciaria, no existe texto pre-legislativo o legislativo en el ámbito penal que deje de atribuirle nuevas competencias. Aun cuando ciertos trabajos pre-legislativos no prosperaron, tuvieron al menos el mérito de sentar las bases de las múltiples competencias que luego atribuirían al Juez de Vigilancia el Código Penal de 1995 y las sucesivas reformas del mismo, evidenciándose el creciente protagonismo de la jurisdicción de vigilancia en la ejecución de las penas y de las medidas de seguridad por encima de las decisiones de la Administración Penitenciaria. 

Así, el Proyecto de Ley Orgánica del Código Penal de 1980 atribuye al Juez de Vigilancia funciones de control y de observación, de iniciación de la revocación del beneficio, en relación con la suspensión del fallo de la condena y la remisión condicional de la pena y de revocación de la libertad condicional. En este último caso, se le encomiendan otras funciones que van desde la imposición al reo de determinadas reglas de conducta o la realización de tareas al objeto de evitar su reincidencia y favorecer la reinserción social, hasta los acuerdos por los que se le debe prestar la oportuna asistencia social por parte de los organismos asistenciales de las Instituciones Penitenciarias. Posteriormente, con la PANCP de 1983, desaparece la imposición de reglas de conducta en orden al control del sometido a la suspensión, por lo que este texto recorta sensiblemente las referencias al Juez de Vigilancia y, en consecuencia, la atribución de competencias al mismo.

La primera norma de derecho positivo y no penitenciaria que atribuye funciones al JVP es la LO 8/1983, de reforma urgente y parcial del Código Penal. En efecto, subsistiendo el beneficio de la redención de penas por el trabajo, corresponde a este órgano judicial aprobar las propuestas de reducción. 

Los textos pre-legislativos posteriores, esto es, los Proyectos de 1992 y de 1994, atribuyen al JVP la facultad de acordar la emisión del informe sobre el pronóstico de reinserción social, a efectos de la libertad condicional, a los expertos o peritos que él considere. A esta competencia, se añaden las relativas a la aplicación del régimen general de cumplimiento en la concesión de los beneficios penitenciarios y de la libertad condicional; la imposición, al acordar la libertad condicional, de la observancia de reglas de conducta, y la potestad para conceder, con carácter excepcional, la libertad condicional a los sentenciados a penas privativas de libertad que hubieran extinguido las dos terceras partes de su condena. 

El CP de 1995, recoge la impronta del camino recorrido por el pre-legislador y, no sólo convierte en derecho positivo las competencias de los citados Proyectos sino que aumenta las competencias del JVP hasta el punto de crear cierta confusión competencial de difícil comprensión, donde el JVP bien puede ser un trabajador social cualificado, bien un delegado del tribunal sentenciador con facultades para asumir el control de la ejecución de las penas y medidas de seguridad o bien se le atribuye el control sobre las penas y medidas de seguridad de nueva creación pero sin posibilidad de ejercitarse racionalmente. Así, se le atribuye la potestad para ordenar, en caso de dos ausencias injustificadas del arrestado, el cumplimiento de la nueva pena de arresto de fin de semana ininterrumpidamente; la facultad para acordar la aplicación del régimen general de cumplimiento para la concesión de beneficios penitenciarios y libertad condicional, y la concesión de la libertad condicional en supuestos excepcionales (condenados en tercer grado de tratamiento que hubieran extinguido las dos terceras partes de su condena; septuagenarios y enfermos muy graves con padecimientos incurables), así como la imposición de reglas de conducta y la revocación de la libertad condicional. Competencias que, por otro lado, también se ven engrosadas por la normativa reglamentaria. Es el caso del R.D. 690/1996 que, en relación a la pena de arresto de fin de semana, otorga al JVP dos competencias más: la aprobación de la propuesta o plan de ejecución de la pena y la liquidación definitiva de la pena. 

Las reformas legales de 2003 tuvieron como denominador común la ampliación de las competencias del JVP en detrimento de las previstas a los tribunales sentenciadores. En efecto, además de mantener prácticamente todas las competencias que ya venía desempeñando el JVP, excepción hecha del extinto arresto de fin de semana, estas reformas atribuían al Juez de Vigilancia novedosas competencias mediante la modificación de preceptos y la adición de nuevos apartados a los ya existentes. A saber, se atribuye al Juez de Vigilancia la facultad de acordar la aplicación del régimen de cumplimiento y, con ello, de favorecer la clasificación en tercer grado de aquellos condenados a más de cinco años de prisión antes del cumplimiento de la mitad de la condena, siempre que exista un previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción; la potestad para acordar, en casos de delitos de terrorismo o cometidos por organizaciones criminales, la concesión de un tercer grado cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena impuesta, y podrá acordar la concesión de la libertad condicional cuando quede por cumplir una octava parte del mencionado límite; también en los casos de condenados por delitos de terrorismo, la facultad para solicitar los informes que permitan acreditar que subsisten las condiciones que permitieron obtener la libertad condicional y, del mismo modo, para revocarla; la facultad para, una vez extinguida la mitad de la condena, adelantar la libertad condicional hasta un máximo de 90 días por cada año transcurrido de cumplimiento efectivo de condena, cuando el penado haya desarrollado continuamente las actividades indicadas en el apartado anterior -laborales, culturales u ocupacionales-, y acredite, además, la participación efectiva y favorable en programas de reparación a las víctimas o programas de tratamiento o desintoxicación en su caso; la facultad de controlar la ejecución de la pena privativa de derechos de trabajo en beneficio de la comunidad (competencia que también se ve ampliada por vía reglamentaria), -es palmario aquí el cambio de rumbo que se produce en la orientación y configuración inicial de la figura del Juez de Vigilancia en la LOGP, como máximo garante del cumplimiento de las penas y medidas de seguridad privativas de libertad-; por último, será también competencia del Juez de Vigilancia el abono de la prisión provisional por causa distinta de la que se decretó,-competencia referida ahora a una medida cautelar-, y la facultad de suspender la ejecución de la pena por demencia sobrevenida.

En definitiva, las reformas penales de 2003 han venido ampliando progresivamente las competencias de los Jueces de Vigilancia, afectando tanto a competencias en materia de ejecución de penas no privativas de libertad como a materias estrictamente penológicas.

Por último, el reciente Anteproyecto de Ley Orgánica por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, (aprobado en Consejo de Ministros el pasado 16 de julio de 2.012) atribuye nuevas competencias al Juez de Vigilancia en relación con la nueva pena de prisión permanente revisable, de manera que vendrá obligado a elaborar, a efectos de conceder los permisos de salida o la progresión al tercer grado, cuando hubiera sido impuesta una pena de prisión permanente revisable, un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social. Sin embargo, este texto supone un punto de inflexión en la intervención judicial en la ejecución de las penas, toda vez que sustrae al Juez de Vigilancia la competencia para conceder la libertad condicional y el adelantamiento de la misma, dejando dicha facultad en manos del Juez o Tribunal sentenciador. De convertirse la redacción del texto del Anteproyecto en derecho positivo, lo que aun está por ver, se ha vuelto, poco menos, que a la regulación del CP de 1973 en este aspecto.
 Quinta. Los primeros textos nonatos, incorporan una serie de medidas de seguridad de carácter curativo, educativo y asegurador que, por vez primera, exigían una garantía de legalidad y de jurisdiccionalidad, lo que, sin lugar a dudas, implicaría aumentar las competencias al Juez de Vigilancia. En efecto, siendo sus competencias referidas a la emisión de informes, propuestas de suspensión o finalización del internamiento de custodia, de rehabilitación o pedagógico adoptado, y a la asistencia por sus delegados, era inevitable,-si se deseaba una efectiva aplicación de las medidas previstas-, una ampliación de atribuciones, facultades y competencias al Juez de Vigilancia. Por su parte, los textos pre-legislativos de 1992 y 1994, si bien mantenían, con algunos matices, las competencias otorgadas al Juez de Vigilancia por sus antecesores, venían también a atribuirle nuevas competencias, (y, de hecho, como ya se ha visto, la redacción de varios preceptos de estos textos, especialmente del Proyecto de 1994, se trasladan casi intactos al CP de 1995). Así, se le encomienda al Juez de Vigilancia, o sus delegados, la obligación, de informar al órgano sentenciador sobre el cumplimiento de las medidas de seguridad no privativas de libertad, con la periodicidad que el Tribunal estime oportuno, y, cuando menos, semestral; en relación con todas las medidas de seguridad, se requerirá la previa propuesta del Juez de Vigilancia Penitenciaria para que el Juez o Tribunal sentenciador pueda, mediante un procedimiento contradictorio, decretar el cese de cualquier medida de seguridad impuesta, sustituir una medida de seguridad por otra y dejar en suspenso la ejecución de la medida. Recae también en el Juez de Vigilancia la obligación de elevar al Tribunal, al menos anualmente una propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la medida de seguridad impuesta cuando se trate de medidas privativas de libertad; obligación de valorar los informes emitidos por los facultativos y profesionales que asistan al sometido  a la medida de seguridad, y, en su caso, el resultado de las demás actuaciones que él mismo ordene; competencias también en relación con la medida de custodia familiar, etc. 

El CP de 1995, convierte en derecho positivo la práctica totalidad de las competencias del Juez de Vigilancia pretendidas en los textos pre-legislativos, y muy especialmente las del Proyecto de 1994, -excepción hecha de la asistencia y observación por los delegados del JV-, con una redacción casi idéntica de sus preceptos, por lo que baste concluir que con el vigente CP más que facultades decisorias propias de los órganos jurisdiccionales, se otorgan al Juez de Vigilancia facultades para proponer (ya sea el cese, sustitución o suspensión de la medida impuesta, etc.) y de mero informador.  

Mientras que las reformas de 2003 no incidieron de manera significativa en las competencias del Juez de Vigilancia,-a diferencia de lo ocurrido, como ya se vio, en la ejecución de las penas-, la reforma de 2010, aun cuando vino a suprimir la intervención del Juez de Vigilancia en la dinámica del procedimiento revisor de las medidas de seguridad no privativas de libertad, también atribuía nuevas competencias al JVP, toda vez que vendrá obligado a elevar al juez o tribunal sentenciador, al menos anualmente, una propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión tanto de la medida de seguridad privativa de libertad, como de la nueva medida no privativa de libertad -libertad vigilada- que deba ejecutarse después del cumplimiento de una pena privativa de libertad (postpenitenciaria).

Finalmente, el reciente Anteproyecto de Ley Orgánica (aprobado en Consejo de Ministros el 16 de julio de 2.012) y por el que se pretende modificar el vigente Código Penal, lleva a cabo una profunda reforma de las medidas de seguridad. En lo que aquí importa, se exime al Juez de Vigilancia de la obligación de elevar al Juez o Tribunal sentenciador, con al menos dos meses de antelación a la extinción de la pena privativa de libertad, la oportuna propuesta a fin de concretar el contenido de la medida de libertad vigilada y, por extensión, también queda exonerado de la obligación de elevar al Juez o Tribunal sentenciador, durante el cumplimiento de la medida de libertad vigilada, al menos una propuesta anual de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de la medida impuesta. Por otro lado, desaparece la custodia familiar del catálogo de medidas no privativas de libertad y, con ella, la obligación del Juez de Vigilancia de ejercerla en relación con el familiar correspondiente.

Sexta. Puede afirmarse que, lejos de sus prístinas competencias, el JVP ha dejado de ser un órgano judicial que ejerce, en exclusiva, funciones de garantía de los derechos de los internados en una institución penitenciaria, toda vez que el legislador penal español, en los diversos textos pre-legislativos así como en las sucesivas reformas que nuestros Códigos Penales han ido experimentando en los últimos decenios, ha optado por ampliar -en ocasiones, desmesuradamente- el catálogo de funciones que el legislador penitenciario le encomendó originariamente en el art. 76 de la LOGP. Razones de política criminal, cuando no de política tout court, son las que se intuyen para tan inusitada hipertrofia competencial, excediendo incluso la de aquellos países de nuestro entorno cultural que operaron como fuente inspiradora de su creación. Sin lugar a dudas, el reciente Anteproyecto supone un punto de inflexión al respecto. Ahora bien, la pretendida supresión de determinadas funciones, sobre todo en materia de libertad condicional y de beneficios penitenciarios resulta, cuando menos, sorprendente. El retorno al Código Penal de 1973, al menos en el marco de estas instituciones, invita a pensar en la existencia de una nueva estrategia político-criminal tendente a limitar, cuando no a suprimir, funciones que constituyen el eje sobre el que pivota gran parte de nuestro sistema penitenciario. ¿Será ésta una nueva manifestación del populismo punitivista?
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� Partidas 7, 29, 8; también Novísima Recopilación 3, 4, 58 y 12, 38, 13.





� Estas visitas de los corregidores a las cárceles, a las que debían acudir acompañados por sus tenientes y oficiales de justicia, procuradores, fiscales, abogados de presos y escribanos, se realizaban para el conocimiento de las causas, principalmente de las criminales, y la tramitación de los procesos. Para ello existía una sala habilitada donde se tomaban las confesiones de los reos, se examinaban a los testigos y, en su caso, se aplicaba el tormento en un lugar apartado al que sólo podían acceder el juez y el escribano, además del verdugo y el propio reo. 


� Novísima Recopilación, libro XII, título XXXIX, N.R. 2, 9, 1, Real pragmática, que rezaba “Otrosi, ordenamos y mandamos, que el Sabado de cada semana dos del nuestro Consejo vayan a las nuestras cárceles a entender, y ver los processos de los presos que en ellas penden, assi civiles, como criminales, juntamente con nuestros Alcaldes, y sepan la razón de todos ellos, y hagan justicia brevemente: y se informen particularmente del tratamiento que se haze a los presos: y no den lugar que en su presencia sean maltratados por los Alcaldes, y que la relación de los delitos la haga el Relator, o el escribano, y no los Alcaldes, sino quando se la pidieren los del Consejo. Y mandamos, que uno de los que visitaren las semana passada, vaya la siguiente con otro: y assi por su orden se hagan continuadamente las dichas visitas”. Esta disposición fue, más tarde, reiterada por los Reyes Católicos en las Ordenanzas de Medina de 1489, capítulo XXIII.  


� TELLEZ AGUILERA, A., “El control jurisdiccional en el Derecho penitenciario español”, en Congrés Penitenciari Internacional: la funció social de la política penitenciària, Barcelona, 2006, pág. 89.





� Novísima Recopilación, 2, 9, 3: “Otrosi, ordenamos, y mandamos, que el Sabado de cada semana vayan dos Oidores, como los repartiere el Presidente: de manera que todos sirvan, a visitar las cárceles, y los presos dellas, assi de la cárcel de nuestra Corte y Chancillería, como la de la ciudad, o villa do estuviere, so cargo de sus conciencias: y que en la visitación estén presentes los Alcaldes, y alguaciles, y los escriuanos de las cárceles: porque si alguna quexa dellos ouiere, se hallen presentes para dar razón de si, y el alguacil mayor, y los Letrados de pobres, y procuradores: y quando ouiere presos de Vizcaya, en la nuestra Audiencia de Valladolid, el juez mayor de Vizcaya, y los escriuanos, vayan a dar razón del proceso del preso, y que asimismo en la cárcel de la ciudad, o villa esten presentes a la dicha visita el Corregidor y sus Tenientes, y alguaciles, y escriuanos, porque puedan mejor informar de cosas, para proveer lo que conuenga”


� Bernardino DE SANDOVAL: Tratado del cuidado que se debe tener de los presos pobres, 2-3. Impresor Miguel Ferrer, Toledo 1564 (Reproducción facsímil).





� CERDAN DE TALLADA, T.: Visita de la cárcel, y de los presos, Valencia 1574, capítulo 7, n. 1, fols. 74.





� CASTILLO DE BOBADILLA, J.: Política para corregidores y señores de vasallos en tiempo de paz y de guerra, Amberes, 1704.





� Según consta en Novísima Recopilación, 2, 9, 5 y Novísima Recopilación 12, 39, 7.





� RAMOS VÁZQUEZ, I.: Arrestos, cárceles y prisiones en los derechos históricos españoles, Madrid, 2007, págs. 221 y 222.  Tal y como afirma esta autora, hay constancia de ello “no sólo en la documentación conservada y las opiniones de los juristas, sino también en la propia legislación, pues en el año 1786 Carlos III decretaba concretamente en cuanto a las visitas de los consejeros que “el Consejo en las visitas de cárcel no se introduzca en los principal de los procesos contra las leyes, ni en los recursos ordinarios, y en perjuicio de los derechos de tercero: debe ceñirse á remediar la detención de las causas, los excesos de los subalternos, y los abusos del trato de los reos en las cárceles; y solo en casos de poca monta, y en que no haya intereses de parte conocida, se pueden tomar providencias”. Novísima Recopilación 12, 39, 4.





� Novísima Recopilación 12, 39, 5 (D. Carlos IV, por Real Orden de 14, y acuerdo de la Sala plena de 15 de diciembre de 1797). 





� Conclusión a la que llega. RAMOS VÁZQUEZ (Arrestos…, ob. cit., pág. 222) en su análisis de las cárceles y prisiones españolas.





� Real Órden de 17 de agosto de 1837; art. 990 de la LECrim.


� CASTEJÓN, F. La Legislación Penitenciaria Española, Madrid, 1914, pág. 49.


� CASTEJÓN, F. La Legislación….ob. cit., págs. 50 y 51.


� Hay que decir que, aunque esta es la opinión mayoritaria acerca del que se considera el antecedente más directo de nuestro Juez de Vigilancia, existieron, según CASTEJÓN, F. (La Legislación…ob. cit. páginas 52 y ss), con carácter previo a estas Juntas Locales, las Juntas Inspectoras Penales, creadas en 1855, en cada audiencia de la península y en Ceuta, para mejor conseguir la ejecución de las sentencias (artículos 14 a 17). Estas Juntas Inspectoras “tenían derecho de visita en todos los establecimientos penales, para enterarse de si se cumplían con exactitud las providencias judiciales y para evitar que los presos ó detenidos, aunque lo fuesen gubernativamente, sufriesen detenciones ilegales, como también para inspeccionar el modo de cumplimiento de la condenas, debiendo obedecer los alcaides y jefes de los establecimientos las órdenes que sobre esto les comunicasen las juntas (art. 16). Estas juntas dependían del tribunal supremo (art. 23, R.D. 14 diciembre de 1855), el que dictó para su mejor oficio varias circulares, entre ellas dos notables: una de 18 de junio de 1862, sobre remisión de estados de confinados al referido tribunal, y otra de 4 de enero de 1864 sobre exacto cumplimiento de las sentencias dictadas. Las juntas inspectoras giraban anualmente dos visitas á los establecimientos penales, una en 1º de mayo y otra el 1º de octubre, sin perjuicio de practicar las que en cualquier otra época considerasen oportunas (art. 19, R.D. 14 diciembre 1855 y R. O. 27 enero 1858) y al ser suprimidas en 1870 se encargó á las salas de gobierno de las audiencias (y donde no existan éstas, lo harán los jueces como delegados de las mismas) que cuidasen del exacto cumplimiento de las sentencias en causas criminales, girando las oportunas visitas de cárceles en 1º de mayo y 1º de octubre como se venía haciendo (….)”. Según los datos tomados de esta obra, estas juntas inspectoras constituyen un antecedente de gran relevancia de la figura estudiada.


� DE LA MORENA, E.: “Sobre la intervención del Juez en el cumplimiento de las penas privativas de libertad”, en Revista de la Escuela de Estudios Penitenciarios, año X, núm. 107, Madrid, febrero de 1954, págs. 29 y 30.


� En opinión de AYA ONSALO (“La defensa jurídica del interno en centro penitenciario”, en Eguzkilore, Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología, núm 2 Extraordinario, San Sebastián, 1989, II Jornadas Penitenciarias Vasco-Navarras, pág. 21) la previsión de la LOGP no supone a jueces y magistrados una interdicción a tales visitas, resultando inconcebible que un juez o magistrado, que ordena el ingreso en prisión de muchas personas a lo largo de su carrera profesional, pueda no tener  un conocimiento directo y personal de la situación de hecho existente en el interior el establecimiento carcelario. 





� Así, Reglamento Orgánico de Prisiones (R.D. de 5 de mayo de 1913); Reglamento Orgánico de los Servicios de Prisiones (Real Decreto de 14 de noviembre de 1930); el Nuevo Reglamento de Servicios en Presidios y Prisiones (Decreto de 5 de marzo de 1948); y el Reglamento de Servicios de Prisiones (Decreto de 2 de febrero de 1956). Este último Reglamento de 1956 constituye un antecedente importante de la LOGP, estando vigente en una época de profunda transformación en todo lo concerniente a la pena privativa de libertad. De ahí las sucesivas reformas que sufrió en sus más de veinte años de vigencia (Decreto 2705/1964, de 27 de julio; 162/1968, de 25 de enero; 1372/1970, y Real Decreto 2273/1977, de 29 de julio). 





� Así, JIMÉNEZ DE ASÚA, L.: “El Juez penal y la ejecución de la pena”, en Revista de Derecho Público, núm. 42, Madrid, 1935, págs. 161 y ss.; CUELLO CALÓN, E.: “La intervención del Juez en la ejecución de la pena”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, Madrid, mayo-agosto 1953, págs. 252 y ss.; QUINTANO RIPOLLÉS, A.: “Modernos aspectos de las Instituciones Penitenciarias Iberoamericanas”, Ponencia en el I Congreso Penal y Penitenciario Hispano-Luso-Americano y Filipino (Madrid-Salamanca, julio de 1952), en Revista de Estudios Penitenciarios, núm. 165, Madrid, abril-junio 1964, apéndice, págs. 15 y ss.





� CUELLO CALÓN, E.: La Moderna Penología”, Barcelona, 1958, pág. 269 y 270, citando a État des Prisons des Hôpitaux et des Maisons de Force, tomo I, París, Chez Lagrange, 1788, págs. 68 y ss.





� GARCÍA VALDÉS, C.: “Introducción a la Penología”, Publicaciones del Instituto de Criminología de la Universidad Complutense de Madrid, LXXXI, Madrid, 1981, págs. 82 y 83.





� DORADO MONTERO, P: Misión de la justicia criminal en el porvenir, en “El derecho protector de los criminales”, tomo I, Madrid, 1916, p. 418.





� CUELLO CALÓN, E.: La moderna…, ob. cit., pág. 448.





� Así, entre otros, SLIWOWSKI: Les pouvoirs du juge dans l`éxécution des peines et des mesures de securité privatives de liberté, París, 1939; PINATEL, J.: Traité élémentaire de Science pénitentiaire, París, 1950, págs. 96-99; BELEZA DOS SANTOS: Os Tribunais de Execuçao das penas em Portugal, Coimbra, 1953; del mismo,  “Le juge d`éxécution des peines au Portugal”, en Revue Intenationale de Droit Comparé, 1952, págs. 201 y ss. 





� Revue Internationale de Droit Pénal, 1938, pág. 47.





� Ampliamente, ALONSO DE ESCAMILLA, A.: El Juez de Vigilancia Penitenciaria, Madrid, 1985, págs. 39 y ss. 





� Constituyeron una notable fuente jurídica para el legislador español en la LOGP por su indudable espíritu humanista.





� TÉLLEZ AGUILERA, A.: “El control jurisdiccional…, ob. cit., págs. 91 y 92.





� En efecto, así lo considera al referirse al Título Quinto de la Ley General Penitenciaria que viene a regular la figura del Juez de Vigilancia, instituido a imitación del Juez de Aplicación o Ejecución de las Penas de Francia o Portugal, y del Juez de Vigilancia de Italia. GARCÍA VALDÉS, C.: La Reforma Penitenciaria Española, Publicaciones del Instituto de Criminología de la Universidad Complutense de Madrid, año LXXXI, Madrid, 1981, pág. 41.


� CUELLO CALÓN, E.: La moderna…, ob. cit., pág. 273.





� Sus extensas funciones fueron: vigilar la ejecución de las penas privativas de libertad, misión que realiza mediante visitas efectuadas cada dos meses a los establecimientos penales en los que comprueba la observancia de las leyes y reglamentos, delibera y acuerda la transferencia de los reclusos a establecimiento penal especial, resuelve sobre los casos de condenados no idóneos para el régimen común, sobre su destino a establecimientos especiales de readaptación social y sobre su revocación, sobre su traslado a casa de castigo y de ésta a establecimiento ordinario, sobre los traslados a manicomio judicial o a casa de curación o de custodia, sobre admisión al trabajo fuera del establecimiento y sobre la revocación de esta medida y sobre las peticiones de libertad condicional, sobre reclamaciones referentes a gastos de manutención de enfermos. Tenía además voz en la concesión de la libertad condicional y en las propuestas para la concesión de indultos formuladas por los directores de los establecimientos penales. Así, pues, este magistrado tenía amplias funciones inspectoras, deliberantes y consultivas. CUELLO CALÓN, E.: La moderna…, ob. cit., pág. 272. 


� ALONSO DE ESCAMILLA, A.: El Juez…, ob. cit., págs. 44 y 45.





� En los trabajos preparatorios de esta Ley de 1944 destaca la influencia de las siguientes legislaciones y Congresos: la Ley italiana, a pesar de las notables diferencias entre Juez de Vigilancia italiano y el juez de ejecución de penas portugués; la Ley belga de Defensa Social de 9 de abril de 1930; el Código Penal brasileño de 1940; los proyectos franceses del Código Penal y del de Instrucción Criminal de 1939; las discusiones y votos de la Sociedad General de Prisiones en su sesión de 27 de enero de 1932; los de la Unión Belga de Derecho Penal en su sesión de 2 de junio de 1934; los del XI Congreso de la Comisión Internacional Penal y Penitenciaria; y, sobre todo, el IV Congreso Internacional de Derecho Penal, celebrado en París en julio de 1937. En toda esta influencia se afirmaba de modo contundente el principio de la intervención de los Tribunales en la ejecución y modificación de penas y medidas de seguridad. 





� La Ley portuguesa de 1944 confiere a los Tribunais de Execuçao das Penas las siguientes funciones: declarar el estado peligroso de los delincuentes y acordar la adecuada medida legal cuando el tribunal sentenciador no lo hubiera hecho; decidir sobre la permanencia, modificación y cesación del estado peligroso cuando el delincuente haya cumplido su condena; tomar acuerdos sobre la modificación y cese de las medidas de seguridad privativas de libertad; determinar el momento de concesión de la libertad condicional; ordenar la prolongación de su duración y revocar la libertad acordada. Del mismo modo, estos jueces poseen también competencia en materia de rehabilitación, de aplicación de medidas y seguridad a vagos, mendigos profesionales, rufianes, etc., y son consultados para la concesión de indultos. 


� Así lo afirmaba BELEZA DOS SANTOS, en “Le juge d´éxécution des peines au Portugal”, en Revue Internationale de Droit Comparé, págs. 401 y ss. Del mismo autor y en el mismo sentido, Os Tribunais de Execuçao das penas em Portugal, págs. 17 y 18. Decía este autor que estos tribunales son competentes  para “intervenir siempre que en el curso de ejecución de una pena o de una medida de seguridad privativas de libertad concurran circunstancias que obliguen a prolongarlas, a sustituirlas, a extinguirlas o a poner término a sus efectos. Pueden también declarar el estado peligroso de un delincuente, y aplicar inicialmente la respectiva medida de seguridad, cuando esta decisión no hubiera sido tomada por otro tribunal. En cierto número de casos se ha concedido a los tribunales de ejecución de penas una exclusiva competencia como por ejemplo, en relación con los vagos y sujetos equiparados a ellos, esto es, con aquellos que se encuentran en la fase que algunos escritores denominan de precriminalidad”.





� Esta norma fue declarada conforme a la Constitución, por sentencia del Consejo Constitucional francés, de 20 de enero de 1981, por entender que el arbitrio judicial en materia de individualización de penas no posee carácter constitucional.


� Estas leyes otorgan a la figura de este magistrado facultades referentes al control del tratamiento de los internos, disciplinarias, vigilancia del principio de legalidad en la ejecución penitenciaria, supervisión de las eventuales violaciones de los derechos de los reclusos, colocación de éstos en el exterior, régimen de trabajo y remuneración, semilibertad, concesión de permisos de salida sin escolta, fraccionamiento o reducciones de penas, propuestas de gracia y libertad condicional. Véase GARCÍA VALDÉS, C.: Comentarios…., ob. cit. pág. 243.


� ALBACAR LÓPEZ, J. L.: “Reflexiones sobre la individualización de las penas”, en Poder Judicial, núm. 6, Madrid, 1983, pág. 91.


� Así por ejemplo, entre otras, la Ordenanza de 9 de abril de 1819 que viene a reglamentar las Comisiones de Vigilancia; la Ordenanza de 5 de noviembre de 1847 que creó las Comisiones de Vigilancia en cada prisión central, con la misión de asegurar la legalidad de la ejecución; la Ley de 25 de diciembre de 1880, que concede en su artículo único al Tribunal Criminal competencia en los delitos cometidos por los detenidos en prisión; Ley de 26 de marzo de 1881 sobre la condena condicional, que constituyó un avance en cuanto al poder de los jueces; Ley de 27 de marzo de 1885, cuyo artículo 16 otorgaba a los jueces el poder de revocar la relegación; Ley de 14 de agosto de 1885 por la que se confieren nuevas atribuciones a las Comisiones de Vigilancia, permitiendo a estos órganos intervenir en materia de libertad condicional.





� Prueba de ello es la nota (que figuraba en el Código de Prisiones) acerca de la autoridad de la Magistratura en las prisiones, la cual encerraba una protesta particularmente vehemente contra la “pretensión monstruosa” de un escrito, impreso en 1844 y partiendo del Subjefe del Gabinete del Ministerio de Justicia, reivindicando para la Magistratura “una autoridad soberana en las prisiones, como antaño”. Su declaración final no está exenta de interés: “Querer que el Juez que pronuncia la sentencia sea al mismo tiempo el ejecutor que la infringe es realmente querer hacer de Themis un carcelero; es querer sustituir una llave a la balanza; es querer que el Órgano de la Ley sea al mismo tiempo su astil. Magistrados, quedaos impasibles y respetables en vuestros estrados y asientos y no bajéis para disputarnos el triste privilegio de aplicar física y materialmente a vuestros condenados la pena pronunciada en vuestros arrestos. Vuestros arrestos serán mejor ejecutados, pues para que lo sean con independencia, con imparcialidad, hace falta que estén libres de toda preocupación por las causas que les correspondan; y con respecto a los culpables que no ven, en la mano que les alimenta la mano que ha golpeado”. Véase ALONSO DE ESCAMILLA, A.: El Juez…, ob. cit., pág. 47.





� Aun así, no faltaron manifestaciones en favor de la Autoridad Judicial. Así, el XI Congreso Internacional Penal Penitenciario de Berlín de 1936, los delegados alemanes carecieron de apoyo a la hora de combatir el reconocimiento en beneficio del Juez penal, con una gran competencia en el terreno de la ejecución de penas. Tan solo un año más tarde, en el Congreso de la Asociación Internacional de Derecho Penal, celebrado en París, fue sumamente reiterado que “el principio de legalidad, así como las garantías de la libertad individual, exigen la intervención de la Autoridad judicial en la ejecución de las penas y de las medidas de seguridad”, añadiendo que dicha intervención “debe comprender una misión de vigilancia y cierto poder de decisión” y que dicha misión “puede ejercerla bien un Juez delegado a este efecto, a título permanente, o bien una Comisión de vigilancia establecida según cada establecimiento penitenciario, incluyendo a los Magistrados; a la Autoridad judicial le corresponde instituir todas las medidas que deben modificar el término prefijado de las penas o las modalidades esenciales de su régimen”.





� Véase el programa de reforma penitenciaria (de AMOR), punto número 9, así como la circular ministerial, también de 1945, apoyándose en el punto número 12 del programa de acción de la aplicación de penas, que disponía que “será dada asistencia al preso durante y después de la condena, con vistas a facilitar su reinserción”. Del mismo modo, circular de 1 de junio de 1946 que prescribía la creación de “Comités de asistencia o colocación de liberados”.





� Gran influencia tendría en ello tanto el Decreto de 1 de abril de 1952, creador del Comité de Asistencia a los detenidos liberados como la Ley de 18 de marzo de 1955 por la que se extendía la competencia a este Comité.





� TERUEL CARRALERO, D.: “El Juez de ejecución de penas en Francia”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, tomo XX, fascículos I y II, enero-agosto 1967, pág. 569 y ss.





� La Ley de 17 de julio venía a afirmar que la Sociedad tiene el deber de facilitar la enmienda y reintegración de reclusos y a dar al Juez de aplicación de penas, como “maestro de la probation”, una libertad de acción más amplia.





� La Ley de 29 de diciembre, (y el Decreto de 12 de septiembre del mismo año), fueron fundamentales para el desarrollo del Juez de aplicación de penas, que se convertiría en el centro del sistema penitenciario.





� En este año, el Decreto de 23 de mayo y la Ley de 11 de julio no fueron tan provechosos para el Juez de aplicación de penas, y en octubre el Ministerio del Interior anunció que los permisos de salida y las libertades condicionales iban a ser controladas y revisadas por los Prefectos. A principios del año siguiente un proyecto de ley gubernamental supervisaba los permisos de acuerdo con el encargado del establecimiento y las reducciones de pena, a la vista de la opinión del Ministerio Público. En julio de 1977, el informe del Comité de estudios sobre la violencia, la criminalidad y la delincuencia, sugería, en la recomendación 101, que el Procurador de la República fuera llamado a dar su opinión al Juez de Aplicación de Penas en materia de permisos de salida. Si no había acuerdo, la cuestión se ventilaba ante un Magistrado de la Corte de Apelación, una vez oído el detenido y su defensor. Posteriormente, el Decreto de 25 de noviembre del mismo año hacía entrar al representante del Ministerio Público en la Comisión de la aplicación de las penas, aun cuando el Juez de Aplicación de Penas conservaba su poder de decisión íntegro.  





� Aún así, le Juge de l´application des peines era, a tenor de su Código de procedimiento penal, un magistrado de sede del Tribunal de Gran Instancia, designado por disposición del Ministerio de Justicia con el “visto bueno” del Consejo Superior de la Magistratura. Es nombrado para un mandato de tres años renovables, pudiendo ser cesado de la misma manera que fue nombrado, mediante decreto del Ministerio de Justicia con el visto bueno del Consejo Superior de la Magistratura. Véase STEFANI, G.; LEVASSEUR, G.; JAMBU MERLIN, R.; Criminologie et Science Penitentiaire,  5ª. ed., París, 1982, pág. 382.


� Véase ALONSO DE ESCAMILLA, A.: El Juez…., ob. cit. págs. 87 y 88.





� GARCÍA VALDÉS, C.: Comentarios a la legislación….., ob. cit. págs. 244 y 245.


� CUELLO CALÓN, E.: La moderna…, ob. cit. págs. 275 y 276.  Continua este autor alegando que “su potestad de vigilancia debe ser ejercitada con absoluto respeto de la actuación administrativa penitenciaria. Es peligroso extender la intervención judicial a la vigilancia general y suprema de la ejecución penal, lo que originaría, de modo casi inevitable, pugnas y conflictos con las autoridades penitenciarias; una facultad de vigilancia ilimitada disminuiría la independencia de éstas que, por otra parte, poseen una preparación superior a la del juez que no es especialista en materia de ejecución penal. El juez, como Sliwowski señala, no posee la competencia necesaria ni la formación científica y psicológica adecuada para asumir la función de un inspector de prisiones. Sin embargo, las funciones de inspección y vigilancia del juez deben existir para ciertos casos particulares, como la protección de los derechos de los penados y para asegurar la puntual observancia de lo dispuesto en las leyes y reglamentos penitenciarios”. 





� GARCÍA VALDÉS, C.: Introducción…., ob. cit. pág. 154. Matiza este autor que, personalmente, siempre fue decidido partidario del instituto, partiendo de la generalmente positiva experiencia que, por ejemplo, nos ofrece Francia, pero significando que tal magistrado no debe ser un híbrido juez-agente penitenciario, sobre lo que han llamado la atención razonablemente Schmelck y Picca, sino autoridad judicial especializada e independiente.





� CUELLO CALÓN, E.: La moderna….., ob. cit. pág. 277.





� GARCÍA VALDÉS, C.: Comentarios…., ob. cit. pág. 243 y 244.


�Se constituyó una amplia Comisión, integrada por, aproximadamente, cincuenta personas y conformada por docentes universitarios, jueces, fiscales, letrados, entre otros, al objeto de elaborar un primer borrador de la Ley, que más tarde fue reelaborado por una Comisión de tan solo seis personas y revisado por la Sección 4ª de la Comisión General de Codificación.


� GARCÍA VALDÉS hace entrega del Anteproyecto de Ley General al Ministro de Justicia y éste es remitido a las Cortes, pero su discusión se interrumpió debido a la sanción de la Constitución Española y la posterior disolución de las Cortes.


� Para más detalle, GARCÍA VALDÉS, C.: La Reforma Penitenciaria Española, Publicaciones del Instituto de Criminología de la Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 1981, pág. 41.





� Exposición de Motivos Proyecto de Ley General Penitenciaria. Boletín Oficial de las Cortes, número 148, del día 15 de septiembre de 1978. Obsérvese que es anterior a la aprobación de la Constitución Española.


� El texto del Proyecto se halla publicado en el Boletín Oficial de las Cortes, núm. 148, Madrid, 15 de septiembre de 1978, págs. 3200 y ss.


� Boletín Oficial de las Cortes, núm. 148, Madrid, 15 de septiembre de 1978, pág. 3200.


� Boletín Oficial de las Cortes, núm. 148, Madrid, 15 de septiembre de 1978, págs. 3214.


� Así, PEITEADO MARISCAL, P.: La ejecución jurisdiccional de condenas privativas de libertad, Madrid, 2000, pág. 437, nota núm. 8; MARTIN DIZ, F., El Juez de vigilancia penitenciaria: garante de los derechos de los reclusos, Colección Estudios de Derecho Procesal Penal,, Granada 2002, pág. 63; RACIONERO CARMONA, F., “Interrogantes penitenciarios en el quincuagésimo aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos”, en Eguzkilore, Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología, San Sebastián, nº 12 extraordinario, diciembre 1998, pág. 46.





� En ese sentido, TÉLLEZ AGUILERA, A.: “El control jurisdiccional en el derecho penitenciario español”, en Congrés Penitenciari Internacional: la funció social de la política penitenciària, Barcelona, 2006, págs. 91 y ss. Sobre los modelos de judicialización de la ejecución de la pena privativa de libertad que ofrecía el Derecho Comparado, TÉLLEZ AGUILERA, A.: “Aproximación al Derecho Penitenciario de algunos países europeos”, en Boletín de Información del Ministerio de Justicia, núm. 1818, Madrid, 1998, págs. 18 y ss.; ALONSO DE ESCAMILLA, A.: “La institución del Juez de Vigilancia en el Derecho comparado: sus relaciones con la Administración Penitenciaria”, en Anuario de Derecho Penal y Ciencias Penales, tomo XXXIX, fasc. 1, Madrid, 1986, págs. 75 y ss


� Artículo 76: 1. El juez de vigilancia tendrá atribuciones para hacer cumplir la pena impuesta, resolver los recursos referentes a las modificaciones que pueda experimentar con arreglo a lo prescrito en las leyes y reglamentos, salvaguardar los derechos de los internos y corregir los abusos y desviaciones que en el cumplimiento de los preceptos del régimen penitenciario puedan producirse.


2. Corresponde especialmente al Juez de Vigilancia:


a) Adoptar todas las decisiones necesarias para que los pronunciamientos de las resoluciones en orden a las penas privativas de libertad se lleven a cabo, asumiendo las funciones que corresponderían a los jueces y tribunales sentenciadores.


b) Resolver sobre las propuestas de libertad condicional de los penados y acordar las revocaciones que procedan.


c) Aprobar las propuestas que formulen los establecimientos sobre beneficios penitenciarios que puedan suponer acortamiento de la condena.


d) Aprobar las sanciones de aislamiento en celda de duración superior a veinticuatro días. 


e) Resolver por vía de recurso las reclamaciones que formulen los internos sobre sanciones disciplinarias.


f) Resolver en base a los estudios de los Equipos de Observación y de tratamiento y en su caso de la Central de Observación, los recursos referentes a clasificación inicial y a progresiones y regresiones de grado.


g) Acordar lo que proceda sobre las peticiones o quejas que los internos formulen en relación con el régimen y el tratamiento penitenciario en cuanto afecte a los derechos fundamentales o a los derechos y beneficios penitenciarios de aquéllos. 


h) Realizar las visitas a los establecimientos penitenciarios que previene la Ley de Enjuiciamiento Criminal.


i) Autorizar los permisos de salida cuya duración sea superior a dos días, excepto de los clasificados en tercer grado.


� Introducido en el Código Penal de 1928, a través de su art. 174. Conviene destacar, desde este mismo instante, que, aun cuando el adelantamiento de la libertad condicional no constituye un beneficio que suponga acortamiento de la condena sino únicamente un acortamiento del tiempo de internamiento, su aprobación ha venido atribuyéndose al Juez de Vigilancia desde la modificación operada en el art. 76 del texto del Proyecto que analizamos.


� Así, debe recordarse que el indulto particular fue introducido en la legislación penitenciaria a través del art. 257 del Reglamento Penitenciario de 1981. Ampliamente, SANZ DELGADO, E.: Regresar antes: los beneficios penitenciarios, Madrid, 2007, págs. 92 y ss. 


� Más detalladamente, RENART GARCÍA, F.: Los permisos de salida en el Derecho Comparado, Madrid, 2010, págs. 74 y ss.


� Nótese que en la formulación del art. 76 del Anteproyecto no se hacía referencia alguna a los internos clasificados en tercer grado, pudiendo, pues, surgir la duda en el intérprete sobre si se trataba de un olvido del redactor o si, por el contrario, daba por entendida la competencia del Centro Directivo. Aun cuando en la redacción de este precepto en el Proyecto tampoco se aluda al órgano competente para la concesión de los permisos a penados en régimen abierto, al menos excluye, de manera expresa, la facultad del juez de vigilancia respecto de este colectivo. 


� Ley General Penitenciaria. Trabajos Parlamentarios, edición preparada por Fernando SAINZ MORENO, Madrid, 1980, pág. 47.


� Ley General Penitenciaria. Trabajos…, ob. cit., pág. 96.


� Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados, núm. 25-II, 18 de julio de 1979.


� Diario de Sesiones del Congreso de los Diputados, Sesión Plenaria núm. 24 (extraordinaria), celebrada el martes, 24 de julio de 1979.


� MARTÍN CANIVELL, J.: “Del Juez de Vigilancia (I). Atribuciones”, en Comentarios a la legislación penal, tomo VI, vol. 2, Madrid, 1986, pág. 1133. De la misma opinión, ARRIBAS LÓPEZ, E.: El régimen cerrado en el sistema penitenciario español, Madrid, 2010, pág. 116.


� Ley General Penitenciaria. Trabajos…, ob. cit., págs. 47 y ss.


� Ley General Penitenciaria. Trabajos…, ob. cit., págs. 96 y 89, respectivamente.





� Ley General Penitenciaria. Trabajos…, ob. cit., pág. 67.


� Boletín Oficial de la Cortes Generales, Senado, Serie II, número 28, del día 9 de agosto de 1979. Obsérvese que ya estaba vigente la Constitución Española, aprobándose el Proyecto como Ley Orgánica, dando el debido cumplimiento a lo requerido en el artículo 81 CE.


� Boletín Oficial de las Cortes Generales, Senado, Serie II, número 28, del día 14 de septiembre de 1979.


� A partir de la LOGP de 1979 y de la LOPJ de 1985, podría hablarse de tres fases en la persecución del delito, esto es, una primera fase de instrucción, una segunda de enjuiciamiento y la tercera y última fase de ejecución. Corresponde esta última fase a los JVP en cuanto a las penas privativas de libertad y medidas de seguridad.





� Entre otras competencias, para aprobar el régimen flexible del art. 100 RP, refundición de condenas, conocimiento de intervención de las comunicaciones, aprobación de salidas programadas, programas especiales del artículo 117, varias daciones de cuenta como las limitaciones regimentales del artículo 75 y otras impuestas por la práctica sin amparo reglamentario, como es la aplicación de protocolo de prevención de suicidios, huelgas de hambre, etc.





� BOCG, Congreso de los Diputados, 17 de enero de 1980. Venía a modificar el CP de 1973. No prosperó.





� MANZANARES SAMANIEGO, J.L., “Jueces de Vigilancia” en Derecho Penitenciario y Democracia, Sevilla, 1993, pág. 169.


� Así se desprendía del tenor literal del Proyecto de Código Penal de 1980, cuyo artículo 93 establecía que “La suspensión del fallo quedará condicionada a que el reo observe las reglas de conducta y cumpla las tareas que le hubiere impuesto el Tribunal en el período de suspensión, durante el cual estará sometido al control del Juez de Vigilancia, quien podrá acudir en cualquier momento al Tribunal, interesando la revocación del beneficio. 


Cuando el Tribunal acuerde la suspensión del fallo, se abstendrá de dictar la parte dispositiva de la sentencia y la suspensión quedará condicionada a que el reo observe buena conducta en el período que se señale, durante el cual estará sometido a observación del Juez de Vigilancia, quien podrá acudir en cualquier momento al Tribunal, interesando la revocación del beneficio. 


Transcurrido el plazo de suspensión, el reo comparecerá de nuevo ante el Tribunal, quien, oídos el Juez de Vigilancia y el Fiscal, acordará pronunciar el fallo o dejar definitivamente sin efecto la sentencia”.


� El art. 95 del Proyecto de 1980 establecía que “La remisión de la pena quedará condicionada a que el condenado no delinca, observe las reglas de conducta y cumpla las tareas impuestas por el Tribunal en el período de suspensión de la ejecución de la pena, quedando sometido al control del Juez de Vigilancia, quien podrá acudir en cualquier momento al Tribunal interesando la revocación del beneficio”.


� GARCÍA VALDÉS, C.: Comentarios……, ob. cit. pág. 184.





� El art. 101 del PLOCP de 1980 era del siguiente tenor: Se establece la libertad condicional para los sentenciados a penas de prisión en quienes concurran las siguientes circunstancias:


1." Que se encuentren en el último período de condena.


2." Que hayan extinguido las tres cuartas partes de ésta.


3." Que merezcan dicho beneficio, por su intachable conducta. 


4. Que ofrezcan garantías de hacer vida honrada en libertad.


El Juez de Vigilancia podrá imponer al reo la observancia de reglas de conducta y la realización de tareas, tendentes a evitar la recaída en el delito y a favorecer su reinserción social, así como disponer que se le preste ayuda por los organismos asistenciales de Instituciones Penitenciarias.





� La motivación de la enmienda del Grupo Comunista a este artículo 93 señalaba que “El Juez de Vigilancia sólo podrá instar al Tribunal la revocación de la suspensión si se ha desvirtuado el pronóstico favorable, y que dependerá exclusivamente de ello el que al final el Tribunal pronuncie el fallo o deje sin efecto la sentencia, lo que no queda a su libre arbitrio ni depende de lo que, por otras razones, pudiera opinar el Juez de Vigilancia o el Fiscal”. Enmienda número 928 del Grupo Comunista al PCP de 1980.





� MANZANARES SAMANIEGO, J.L: El Juez de Vigilancia, Ponencia presentada a las Jornadas de Derecho Penitenciario en Alcalá de Henares durante los días 13, 14 y 15 de mayo de 1984, folio 21.


� Sin embargo, parecía correcto el criterio mantenido por la enmienda del Grupo Comunista que, no obstante mostrarse partidarios de la desaparición de esas tareas y reglas de conducta, mantenían la necesidad de que el Juez de Vigilancia retenga las funciones de control durante el período que dure la suspensión del fallo, al condicionar la permanencia del beneficio no sólo al hecho de que el reo no delinca, sino también a que no se desvirtúe positivamente el inicial pronóstico favorable en el período que se señale. Enmienda número 928 del Grupo Comunista al Proyecto de Código Penal de 1980.





� Silenciada en la Ley Orgánica General Penitenciaria, reaparece en las Disposiciones Transitorias del Reglamento Penitenciario de 1981.





� Véase la STC 174/1989, de 30 de octubre (FJ 3).


� Así se expresaba el art. 90 del Proyecto de Código de 1992 (que por otro lado, era idéntico al artículo 89 del Anteproyecto): “Se establece la libertad condicional en las penas de prisión para aquellos sentenciados en quienes concurran las circunstancias siguientes:


1ª Que se encuentren en el tercer grado de tratamiento penitenciario.


2ª Que hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena impuesta. 


3ª “Que merezcan dicho beneficio por haber observado buena conducta, y haya razones para suponer que no volverán a delinquir, fundadas en los informes de expertos que el Juez de Vigilancia Penitenciaria estimare convenientes”.


� Este precepto del Proyecto rezaba lo siguiente: “No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, los sentenciados que hubieran cumplido la edad de setenta años, o la cumplan durante la extinción de la condena, y reúnan los requisitos establecidos, excepto el haber extinguido las tres cuartas partes de aquélla, o las dos terceras, en su caso, podrán ser propuestos para la concesión de la libertad condicional”.


� MANZANARES SAMANIEGO, J.L., “Jueces de Vigilancia” en Derecho Penitenciario y Democracia, Sevilla, 1993, pág. 171.





� El artículo 79 del Proyecto de Código de 1994 era del tenor literal siguiente: “Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en los dos artículos anteriores la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el Juez o Tribunal, atendida la alarma y perturbación social que los hechos hayan producido, si alguno de los delitos que concurren fuera de homicidio, lesiones de las tipificadas en los artículos 149 y 150, agresiones sexuales, detención ilegal, torturas, delitos contra la salud pública, rebelión, sedición y terrorismo, podrá acordar motivadamente que los beneficios penitenciarios y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias, sin perjuicio de lo que, a la vista del tratamiento, pueda resultar procedente.


En este último caso, el Juez de Vigilancia Penitenciaria, valorando en su caso las circunstancias personales del reo, la evolución del tratamiento reeducador y el pronóstico de reinserción social, podrá acordar razonadamente, oído el Ministerio Fiscal, la aplicación del régimen general de cumplimiento”. 


Obsérvese como se establece un régimen diferenciado respecto de los penados por delitos de terrorismo. Esta idea fue abandonada en el Código Penal de 1995 por considerarla poco cohoneste con el principio de igualdad. Más tarde, esta idea del Proyecto de 1994 es rescatada en la reforma del CP operada por la LO 7/2003.





� El artículo 91 del Proyecto de 1994 rezaba como sigue “Se establece la libertad condicional en las penas privativas de libertad para aquellos sentenciados en quienes concurran las circunstancias siguientes:


1. Que se encuentren en el tercer grado de tratamiento penitenciario.


2. Que hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena impuesta.


3. “Que hayan observado buena conducta, y haya razones para suponer que no volverán a delinquir, fundadas en los informes de expertos que el Juez de Vigilancia Penitenciaria estimare convenientes”.


El Juez de Vigilancia al decretar la libertad condicional de los penados podrá imponerles la observancia de una o varias de las reglas de conducta previstas en el artículo 105 del presente Código”.





� Entre otros, RACIONERO CARMONA, F.: “Interrogantes penitenciarios en el quincuagésimo aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos”,  en Eguzkilore, Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología, San Sebastián, nº 12 Extraordinario, Diciembre 1998, pág. 43.





� El artículo 78 en su redacción original en el CP 95 rezaba como sigue: “Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el artículo 76 la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el Juez o Tribunal, atendida la peligrosidad criminal del penado, podrá acordar motivadamente que los beneficios penitenciarios y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias, sin perjuicio de lo que, a la vista del tratamiento, pueda resultar procedente.


En este último caso, el Juez de Vigilancia Penitenciaria, valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo, la evolución del tratamiento reeducador y el pronóstico de reinserción social, podrá acordar razonadamente, oído el Ministerio Fiscal, la aplicación del régimen general de cumplimiento”.





� GARCIA ALBERO, R. en La reforma de la ejecución penal, Valencia 2004, pág. 69.


� Referida a la novedosa competencia del Juez de Vigilancia para conceder la libertad condicional a los sentenciados que hayan extinguido las dos terceras partes de su condena, prevista en el artículo 92 del referido Proyecto de 1994, cuya redacción se traslada casi idéntica a la redacción originaria del art. 91 CP 95.


� En sus orígenes, la libertad condicional había sido una institución sustraída a la potestad de los jueces y Tribunales. A tenor de la Ley de 23 de julio de 1914, las comisiones provinciales de libertad condicional, entre cuyos integrantes no se encontraban en aquel momento miembros del Poder Judicial (a diferencia de otras comisiones similares en Derecho comparado), elevaban las propuestas de concesión de libertad al Ministro de Gracia y Justicia, quien debía recabar el acuerdo del Consejo de Ministros, y resolvía directamente sobre las revocaciones. Este sistema pasó al CP de 1928 y, con pocas variaciones, a los CP de 1932 y 1944 y Texto refundido de 1973. En consecuencia, el carácter fundamentalmente administrativo de la regulación de la libertad condicional se vería tan sólo matizado con la posterior incorporación de miembros del Poder Judicial a las comisiones, que, de esta manera, pasaban a tener un carácter mixto (véase el Reglamento de Servicios de Prisiones de 1956, modificado posteriormente en virtud del Decreto de 26 de julio de 1977). Para más detalle, RENART GARCÍA, F.: La libertad condicional. Nuevo régimen jurídico, Madrid, 2003.


� Sirva de ejemplo el régimen especial previsto para los condenados septuagenarios o afectados por una grave enfermedad con padecimientos incurables del artículo 92 CP, procedente del artículo 60 del RP de 1981, o la anticipación excepcional de la libertad condicional para aquellos penados que hayan extinguido las dos terceras partes de la condena y merezcan dicho beneficio por haber desarrollado continuadamente actividades laborales, culturales u ocupacionales del artículo 91 CP, procedente del art. 256 del RP 1981 dedicado a los beneficios penitenciarios extraordinarios que podía acordar el Juez de Vigilancia.


� Este precepto del CP 95, en su redacción originaria, era del siguiente tenor literal: 1. Se establece la libertad condicional en las penas privativas de libertad para aquellos sentenciados en quienes concurran las circunstancias siguientes:


1ª Que se encuentren en el tercer grado de tratamiento penitenciario.


2ª Que hayan extinguido las tres cuartas partes de la condena impuesta.


3ª Que hayan observado buena conducta, y exista respecto de los mismos un pronóstico individualizado v favorable de reinserción social, emitido por los expertos que el Juez de Vigilancia estime convenientes.


2. EI Juez de Vigilancia, al decretar la libertad condicional de los penados, podrá imponerles la observancia de una o varias de las reglas de conducta previstas en el artículo 105 del presente Código.





� Establece este precepto que “No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, los sentenciados que hubieran cumplido la edad de setenta años, o la cumplan, durante la extinción de la condena y reúnan los requisitos establecidos, excepto el haber extinguido las tres cuartas partes de aquella, o en su caso, las dos terceras podrán obtener la concesión de la libertad condicional. 


EI mismo criterio se aplicara cuando, según informe médico, se trate de enfermos muy graves, con padecimientos incurables”.





� El apartado segundo del artículo 36 quedó redactado como sigue: “Cuando la duración de la pena de prisión impuesta sea superior a cinco años, la clasificación del condenado en el tercer grado de tratamiento penitenciario no podrá efectuarse hasta el cumplimiento de la mitad de la pena impuesta. El juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, cuando no se trate de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del título XXII del libro II de este Código o cometidos en el seno de organizaciones criminales, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento”.





� BOCG de 14 de febrero de 2003, Serie A, núm. 129-1.





� Enmienda número 51 (BOCG, 25 de marzo de 2003, Serie A, núm. 129.7).





� En tal supuesto, se adjuntará a la propuesta un informe específico sobre el pronóstico individualizado y favorable de reinserción social del interno, con valoración de sus circunstancias personales y la evolución del tratamiento reeducador. El Centro Directivo, una vez recibida la propuesta condicionada, adoptará la decisión sobre la clasificación en grado, sometiendo, en caso afirmativo, a la aprobación del Juez de Vigilancia Penitenciaria la posibilidad de aplicar al penado el régimen general de cumplimiento, de forma previa a la adopción, sensu stricto, de la resolución de tercer grado. 


� El artículo 78 del CP quedó redactado como sigue: 1. Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias.


2. Dicho acuerdo será preceptivo en los supuestos previstos en los párrafos a), b), c) y d) del apartado 1 del artículo 76 de este Código, siempre que la pena a cumplir resulte inferior a la mitad de la suma total de las impuestas.


3. En estos casos, el juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento. Si se tratase de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del título XXII del libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, y atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplicable:


a) Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena.


b) A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo de cumplimiento de la condena.”


� Este precepto introduce el criterio de la satisfacción de las responsabilidades civiles en los supuestos y en los términos previstos en la LOGP (arts. 72.5 y 6), y se explicitan las circunstancias que deben considerarse a la hora de conceder la libertad condicional en los casos de terrorismo y criminalidad organizada.


� Nada se dice en cuanto a la duración de las medidas, por lo que habrá que entender que el Juez de Vigilancia estará sometido tan sólo a un límite máximo, el correspondiente al resto de pena pendiente de cumplir hasta la extinción definitiva de la misma.


� Para algunos autores este nuevo adelantamiento de la libertad condicional cualificado recuerda a la extinta redención de penas extraordinaria. De esta opinión, CERVELLÓ DONDERIS, V.: “Los nuevos criterios de clasificación penitenciaria” en Revista de Derecho Penal Procesal y Penitenciario, núm. 8, Año 1, Septiembre 2004, Valencia.


� Probablemente, la modificación de mayor relevancia introducida por la reforma de 2003 es la figura de la reparación, como criterio a tener en cuenta y como tendencia favorable. De hecho, podría decirse que es la única reforma importante de la LOGP en todos sus años de vigencia (art. 72).


� Con esta modificación en las competencias del Juez de Vigilancia -competencia que fue impulsada por el Proyecto de Código Penal de 1992, (art. 89.3), mantenida en el Proyecto de 1994, (art. 91.3) y convertida en derecho positivo con la promulgación del CP de 1995, (art. 90.3)-, se produce una reducción del poder de decisión atribuido a la Jurisdicción y un correlativo incremento del de la Administración penitenciaria.


� Aunque sí fue prevista en el Anteproyecto y Proyecto de Código Penal de 1994, arts. 48 y 49 respectivamente. Luego el texto original del artículo 49 del nuevo CP de 1995 recogió aquel contenido, incorporó algunas condiciones y dispuso que “las demás circunstancias de su ejecución se establecerán reglamentariamente de acuerdo con lo dispuesto en la Ley penitenciaria, cuyas disposiciones se aplicarán supletoriamente en lo no previsto expresamente en el Código”. 


� Dice RACIONERO CARMONA, que, “con las reformas del artículo 49 del Código Penal por las Leyes Orgánicas 15/2003 y 5/2010, y particularmente con esta última, se instaura en nuestro ordenamiento un apenas encubierto indulto judicial, si bien no a nivel de tribunal sentenciador sino de Juez de Vigilancia”.


� Esta Ley modifica íntegramente el apartado primero del artículo 60 CP, cuya redacción actual reza como sigue: “Cuando, después de pronunciada sentencia firme, se aprecie en el penado una situación duradera de trastorno mental grave que le impida conocer el sentido de la pena, el Juez de Vigilancia Penitenciaria suspenderá la ejecución de la pena privativa de libertad que se le hubiera impuesto, garantizando que reciba la asistencia médica precisa, para lo cual podrá decretar la imposición de una medida de seguridad privativa de libertad de las previstas en este Código que no podrá ser, en ningún caso, más gravosa que la pena sustituida. Si se tratase de una pena de distinta naturaleza, el Juez de Vigilancia Penitenciaria apreciará si la situación del penado le permite conocer el sentido de la pena y, en su caso, suspenderá la ejecución imponiendo las medidas de seguridad que estime necesarias.


El Juez de Vigilancia comunicará al ministerio fiscal, con suficiente antelación, la próxima extinción de la pena o medida de seguridad impuesta, a efectos de lo previsto por la disposición adicional primera de este Código”.





� La redacción originaria del artículo 60.1 del CP era del tenor siguiente: “Cuando, después de pronunciada sentencia firme, se aprecie en el penado una situación duradera de trastorno mental grave que le impida conocer el sentido de la pena, se suspenderá la ejecución de la pena privativa de libertad que se haya impuesto garantizando el Juez o Tribunal que aquél reciba la asistencia médica precisa”.





� La decimonónica Ley de Enjuiciamiento Criminal regula este incidente de demencia sobrevenida en los artículos 991 a 994 remitiéndose al artículo 60 del CP en su redacción originaria.


� El nuevo apartado tercero del artículo 36 del Anteproyecto tiene la redacción siguiente: “En el caso de que hubiera sido impuesta una pena de prisión permanente revisable, la concesión de permisos de salida o la progresión a tercer grado requerirán de la existencia de un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social adoptado por el Juez de Vigilancia Penitenciaria conforme a lo dispuesto en el párrafo último del apartado anterior”. En estos casos, la progresión a tercer grado requerirá que el penado haya extinguido de forma efectiva 32 años de prisión.”





� La nueva redacción de los apartados segundo y tercero del art. 78 del Anteproyecto quedan redactado como sigue:


“2. Dicho acuerdo será preceptivo en los supuestos previstos en los párrafos a, b, c y d del apartado 1 del artículo 76 de este Código, siempre que la pena a cumplir resulte inferior a la mitad de la suma total de las impuestas. En el caso de que hubiera sido impuesta una pena de prisión permanente revisable, la concesión de permisos de salida y la progresión a tercer grado requerirá de la existencia de un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social adoptado por el Juez de Vigilancia Penitenciaria conforme a lo dispuesto en el apartado siguiente.


3.  En estos casos, el Juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento. Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones o grupos criminales, y atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplicable:


a)	Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena; o se hayan extinguido de forma efectiva 32 años de condena, si hubiera sido impuesta una pena de prisión permanente revisable.


b)	A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo de cumplimiento de la condena. Si hubiera sido impuesta una pena de prisión permanente revisable, se estará en todo caso a lo dispuesto en el artículo 92 de este Código.





� El artículo 130 del Proyecto de 1980 rezaba como sigue: “Nadie puede ser sometido a medidas de seguridad que no se hallen legalmente establecidas y fuera de los supuestos expresamente señalados por las leyes. No podrá imponerse medida de seguridad alguna sino en virtud de resolución del Tribunal que haya conocido del delito enjuiciado, y su ejecución, además de ser intervenida judicialmente, no podrá efectuarse en forma distinta a la prevenida por la ley y Reglamentos que la desarrollen”. 





� El artículo 142 del Proyecto de 1980 establecía que “al que sea declarado exento de responsabilidad criminal conforme al número 1 del artículo 26, se le aplicará la medida de internamiento en un establecimiento adecuado al tipo de enajenación mental que se aprecie, del cual no podrá salir sin autorización del Tribunal, previo informe del Juez de Vigilancia. Este vendrá obligado a informar al Tribunal sobre la evolución del tratamiento en los plazos que aquél señale, cuya periodicidad será, cuando menos, anual. 


Cuando el Tribunal lo estime procedente, a la vista de los informes de los facultativos que asistan al enajenado y de los emitidos por el Juez de Vigilancia, podrá sustituir el internamiento desde un principio o durante el tratamiento por alguna o algunas de las siguientes medidas:


a) Sumisión a tratamiento ambulatorio.


b) Privación del derecho de conducir durante el tratamiento, o por plazo que se señale.


c) Privación del derecho a portar armas durante el tratamiento, o por plazo que se señale.


d) Custodia familiar.


e) Asistencia por delegados del Juez de Vigilancia”.





� El art. 144 del Proyecto establecía que “a los sordomudos que fuesen declarados exentos de responsabilidad conforme al número 4 del artículo 26, se les aplicará la medida de internamiento en un centro pedagógico especial, durante el tiempo necesario para su educación, del cual no podrán salir sin autorización del Tribunal, a propuesta del Juez de Vigilancia, quien deberá rendir informes periódicos al Tribunal, en los plazos que éste señale y, en todo caso, al terminar cada curso o grado de enseñanza. Cuando la evolución del tratamiento lo permita, esta medida será sustituida por todas o algunas de las siguientes:


a) Tratamiento ambulatorio.


b) Asistencia por delegados del Juez de Vigilancia.


c) Custodia familiar.


� GARCÍA VALDÉS, C.: Comentarios………, ob. cit.  pág. 242.


� DÍAZ VALCÁRCEL, L. M.: “Aplicación de las opciones penales”, en El proyecto de Código Penal, número monográfico de la Revista Jurídica de Cataluña, Barcelona, 1980, pág. 50.


� Ampliamente, BARBERO SANTOS, M.: “Las medidas de seguridad en el Proyecto de Ley Orgánica de Código Penal”, en La reforma penal y penitenciaria, 1980, Cursos y Congresos de la Universidad de Santiago de Compostela, págs. 103 y ss.


� BARBERO SANTOS, M.: “Las medidas……..”, ob. cit., pág. 117.


� Así, art. 131 PLOCP: Las medidas de seguridad establecidas en este Código y demás leyes penales no se podrán imponer sino a quienes hayan ejecutado un hecho previsto como delito, cuya comisión revele la peligrosidad criminal del autor”. 


Las medidas de seguridad se especifican en el artículo 135 del Proyecto de Ley Orgánica de Código Penal:   1ª Internamiento en centros psiquiátricos; (2ª…; 3…; 4 …; 10. Custodia familiar (…). El sujeto a esta medida queda sometido al cuidado y vigilancia del familiar que se designe y acepte la custodia, quien la ejercerá en contacto con el Juez de Vigilancia (…); 14. Asistencia y observación por delegados del Juez de Vigilancia (no más de cinco años).





� El texto del Proyecto no establecía una relación cerrada de las medidas privativas y no privativas de libertad, a diferencia de los textos pre-legislativos posteriores.


� En efecto, el artículo 101 de la PANCP se expresaba en los términos siguientes: “En los casos previstos en los artículos 95, 96, 97, 99 y 100 (de las medidas privativas de libertad), el Tribunal podrá acordar razonadamente, previos los informes a que hace referencia el art. 87.2 (pronóstico de futura actividad delictiva), una vez cumplido o suspendido el período de internamiento, la imposición de un tiempo no superior a cinco años de la observancia de una o varias de las siguientes reglas de conducta: 


a) Sumisión a tratamiento externo en centros médicos o unidad hospitalaria.


b) Obligación de residir en un lugar determinado.


c) Prohibición de residir (…).


d) Prohibición de concurrir a determinados lugares (…).


e) Custodia familiar. El sometido a esta medida quedará sujeto al cuidado y vigilancia del familiar que se designe y acepte la custodia, quien la ejercerá en relación con el Juez de Vigilancia y sin menoscabo de las actividades escolares o laborales del custodiado.


f) Privación del derecho a portar armas (…).


g) Asistencia y observación por delegados del Juez de Vigilancia.


h) Caución de conducta.





� El artículo 87 de la Propuesta establecía que “las medidas de seguridad se aplicarán a las personas que se encuentren en los supuestos del Capítulo siguiente siempre que concurran estas dos circunstancias:


1ª Que hayan cometido un hecho previsto como delito.


2ª Que del hecho y de las circunstancias personales del sujeto pueda deducirse un pronóstico de comportamiento futuro que revele la probabilidad de comisión de nuevos delitos. 


El pronóstico será emitido por el Juez, previos los informes que estimare convenientes y, en todo caso, uno de carácter criminológico”.





� Este texto recogía todas las medidas no privativas de libertad a imponer por un tiempo no superior a cinco años.





� El tenor del art. 108 del Proyecto de 1992 (idéntico al art. 107 del Anteproyecto) era el siguiente: “En los casos previstos en los artículos 103 a 107 (medidas de seguridad privativas de libertad), el Juez o Tribunal podrá acordar razonadamente, previos los informes que estime convenientes, una vez cumplido o suspendido el período de internamiento, la imposición de la observancia de una o varias de las siguientes medidas:


1.- Por un tiempo no superior a cinco años:


a) Sumisión a tratamiento externo en centros médicos o unidad hospitalaria.


b) Obligación de residir en un lugar determinado. 


c) Prohibición de residir en un lugar o territorio (…).


d) Prohibición de acudir a determinados lugares (…).


e) Custodia familiar. El sometido a esta medida quedará sujeto al cuidado y vigilancia del familiar que se designe y acepte la custodia, quien la ejercerá en relación con el Juez de Vigilancia y sin menoscabo de las actividades escolares o laborales del custodiado”.


2.- Por un tiempo de hasta 10 años:


a) Privación de licencia de armas.


b) Privación del derecho a conducir vehículos a motor.


El Juez de Vigilancia o sus delegados informarán al Juez o Tribunal sentenciador sobre el cumplimiento de estas medidas”.





� De esta opinión, RACIONERO CARMONA, F., “Interrogantes penitenciarios en el quincuagésimo aniversario de la Declaración Universal de los Derechos Humanos”, en Eguzkilore, Cuaderno del Instituto Vasco de Criminología. San Sebastián, nº 12 Extraordinario, Diciembre 1998, pág. 51. La misma opinión le merece a este autor la obligación que el art. 97, in fine, impone al JVP de elevar anualmente al Tribunal sentenciador las propuesta de mantenimiento, cese, sustitución o suspensión de las medidas privativas de libertad, sobre todo en caso de tratarse de un Juzgado de lo Penal, lo que entraña una especie de sometimiento absolutamente inadmisible, toda vez que uno y otro son órganos de idéntica jerarquía.





� Medidas que, como ya vimos, pueden ser impuestas directamente por el propio Juez de Vigilancia a los liberados condicionales. Es palmario que el Juez de Vigilancia no tiene reconocidas competencias cognoscitivas o declarativas sobre los hechos, esto es, no juzga sino que ejecuta lo juzgado. Sin embargo, aun siendo un órgano jurisdiccional, ha de realizar actividades que difícilmente se pueden incardinar dentro de las actuaciones jurisdiccionales. Valga como ejemplo la de informar sobre el cumplimiento de estas medidas no privativas de libertad.


� Se mantiene esta medida en toda la trayectoria prelegislativa, PLOCP, PANCP y Proyectos de 1992 y 1994, hasta llegar al vigente CP. Sin embargo, a pesar de su consolidada estancia entre las medidas de seguridad, el reciente Anteproyecto de modificación del CP, aprobado en julio del año en curso, ha optado por su relevo, contemplándola ahora como una condición u obligación dentro de la medida de libertad vigilada (art. 104 bis. 1.14ª).


� RACIONERO CARMONA, F.: “Interrogantes penitenciarios……”, ob. cit, pág. 51.


� Introducida también por el Proyecto de 1994.


� Exposición de motivos R.D. 840/2011, de 17 de junio, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y de localización permanente en centro penitenciario, de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad y sustitución de penas.  


� Otra de las muchas novedades que incorporaba esta reforma. Tras permanecer durante décadas excluida de la legislación penal, reaparece de nuevo la denominada “libertad vigilada”, como medida de seguridad no privativa de libertad impuesta con la condena pero ejecutada en un momento posterior, esto es, una vez cumplida la pena privativa de libertad. La configuración de la libertad vigilada subsiguiente a la pena de prisión dada por la LO 5/2010, contraviene la doctrina del Tribunal Constitucional derivada de las SSTC 159/1985, de 27 de  noviembre, 23/1986, de 14 de febrero y 21/1987, de 19 de febrero, que establece que un único hecho no puede ser causa de una pena y una medida de seguridad, sin que quepa alegar que la primera trae causa en la culpabilidad y la segunda en la peligrosidad. Resulta asimismo llamativo que el Art. 61 LOGP y 112 RP establezcan la voluntariedad del Tratamiento penitenciario y por otro lado el contenido del mismo (participar en programas formativos, laborales, culturales, de educación sexual u otros similares) pueda ser impuesto coactivamente en la libertad vigilada subsiguiente a la pena de prisión, so pena de incurrir en un delito del art. 468 CP.


 


� Es importante destacar que, dice textualmente la Exposición de motivos de la LO 5/2010, “en la concreción del contenido de la libertad vigilada y en su eventual sustitución, modificación, suspensión o cesación, intervienen tanto el Juez de Vigilancia Penitenciaria, debidamente informado por los servicios penitenciarios, como el Juez o Tribunal sentenciador al que corresponde hacer ejecutar lo juzgado. Precisamente este último, por haber juzgado, conoce con mayor detalle determinadas circunstancias del caso concurrentes con el pronóstico penitenciario del sujeto, que pueden resultar determinantes para la elección de la medida o medidas en que ha de concretarse la libertad vigilada”. 





� Ahora bien, la custodia familiar desaparece del catálogo de medidas no privativas de libertad, pero no del sistema de medidas penal. En efecto, ahora, y sin que nada tenga que ver el Juez de Vigilancia, se integra, bajo la rúbrica “custodia familiar o residencial”, en el nuevo art. 104 bis del Anteproyecto como una de las condiciones u obligaciones a imponer dentro de la libertad vigilada.  Así, el art. 104 bis.1.14ª: 


“1.- El Juez o Tribunal podrá imponer al sujeto sometido a la medida de libertad vigilada, durante todo el tiempo de duración de la misma o durante un período de tiempo determinado, el cumplimiento de las siguientes obligaciones y condiciones:


14ª.- Someterse a custodia familiar o residencial. En este caso, el sujeto a la medida será puesto bajo el cuidado y vigilancia de una persona o institución que a tal fin se designe y que acepte el encargo de custodia. El ejercicio de la custodia comprenderá la obligación de informar al servicio competente de la administración penitenciaria sobre la situación del custodiado, con una periodicidad al menos mensual.





� A tenor del nuevo art. 96 del texto del Anteproyecto el catálogo de medidas quedaría de la manera siguiente:  


“1. Las medidas de seguridad que se pueden imponer con arreglo a este Código son privativas y no privativas de libertad.


2. Son medidas privativas de libertad:


1. El internamiento en centro psiquiátrico.


2. El internamiento en centro de deshabituación.


3. La custodia de seguridad.


3. Son medidas no privativas de libertad:


1. La libertad vigilada.


2. La prohibición de ejercicio de actividad profesional.


3. La privación del derecho a conducir vehículos de motor o ciclomotores.


4. La privación del derecho a la tenencia y porte de armas.


5. La expulsión del territorio nacional de extranjeros no residentes legalmente en España.
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